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El objetivo del presente Trabajo Final fue analizar la implementación del componente de 
participación de la política de atención y reparación integral a las víctimas del conflicto 
armado, en los escenarios nacionales de participación e identificar los factores que han 
favorecido o limitado el ejercicio del derecho a la participación de las víctimas. 
 
Se tomó como marco temporal de análisis el periodo comprendido desde 2011, año en que 
se expide la Ley 1448 o Ley de Víctimas e inicia el proceso de reglamentación e 
implementación a junio de 2015. El estudio se basó en el análisis de dos variables: conflicto 
y ambigüedad en la implementación del componente de participación y se acogieron 
tipologías de participación para identificar el alcance y los intereses tanto del Estado como 
de los participantes en los escenarios institucionales de participación de la política. 
 
Se encontró que la implementación del componente de participación presenta altos niveles 
de conflicto y baja ambigüedad; generándose una participación que oscila entre nominal e 
instrumental, que no se traduce en el goce efectivo de los derechos de las víctimas, por 
más cerca que se encuentren a las instituciones que coordinan la política.  
 
Palabras clave: Participación, víctimas, organizaciones de víctimas, conflicto, 
ambigüedad, políticas públicas, derechos y Estado. 
 
Abstract 
          
The objective of this final work was to analyze the implementation of the participation 
component in the policy for attention and comprehensive reparation of victims of the armed 
conflict, in national participation spaces, and to identify the factors that have favored or 
limited victims' exercise of their right to participation. 
 
The analyzed time period was from 2011, the year when Law 1448 or the Victims' Law was 
issued and when the regulation and implementation process began, to June of 2015. The 
study was based on the analysis of two variables: conflict and ambiguity in the 
implementation of the participation component; types of participation were collected to 
identify the reach and interests of both the state and participants in the policy's institutional 
participation spaces. 
 
It was found that the implementation of the participation component presents high levels of 
conflict and low ambiguity; generating a participation that oscillates between nominal and 
3 
instrumental, which does not translate into the victims' effective enjoyment of rights, 
regardless of how close they may be to the institutions that coordinate the policy. 
  
Key words: Participation, victims, victims' organizations, conflict, ambiguity, public policy, 
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De acuerdo con los registros oficiales, en Colombia hay 7.758.9351 personas registradas 
como víctimas del conflicto armado desde 1985 a la fecha, a las cuales el Estado tiene la 
obligación de garantizarles el derecho a la verdad, la justicia, la reparación integral y 
medidas de no repetición, bajo un contexto de conflicto armado que aún no cesa. Reto 
inmenso que implica despliegue y articulación institucional, la destinación de recursos 
técnicos y financieros, el apoyo político de los distintos grupos sociales y económicos del 
país a nivel nacional y territorial, así como la participación activa de las mismas víctimas 
en aras de lograr respuestas del Estado acordes a sus realidades y particularidades.  
 
Partiendo de una larga experiencia en cuanto a la atención a población en situación de 
desplazamiento, el Estado Colombiano ha desarrollado importantes avances en torno al 
reconocimiento y restablecimiento de los derechos de la población víctima de conflicto 
armado, avances que se cristalizan en la expedición de la Ley 1448 de 2011, en donde se 
dictan las directrices para la atención, asistencia, rehabilitación y reparación integral a las 
víctimas, y por lo tanto se genera y reorienta un gran andamiaje institucional con miras a 
lograr el restablecimiento de sus derechos. A su vez, la población que ha sido victimizada 
empieza un proceso de conocimiento y apropiación de las nuevas reglas de juego que le 
permitirán interlocutar e incidir en el Estado.  
 
La academia, desde sus distintas disciplinas no ha sido ajena al interés por conocer en 
qué consiste y cómo se caracterizan cincuenta años de conflicto armado, así como también 
los efectos e impactos en las personas y sus dinámicas de vida, en las instituciones, en las 
comunidades, su tejido social y procesos organizativos; razón por la cual, se cuenta con 
una multiplicidad de miradas necesarias para crear soluciones a la diversidad de 
problemas causantes y fomentadores de la crisis humanitaria que tiene el país.   
 
La movilización, organización y participación de las personas y grupos que han sido 
victimizados y su relación con el Estado han sido fuente de investigación y debate. Tal 
como se abordará en el capítulo 1 del estado del arte, los estudios sobre la participación 
de las víctimas en los escenarios institucionales, se han desarrollado, en su gran mayoría, 
                                                          
1 Fecha de corte a Noviembre 1 de 2015. http://www.unidadvictimas.gov.co/ 
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teniendo como marco de referencia la ley 387 de 1997  (por la cual se adoptan medidas 
para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y 
esta estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia) y los 
posteriores desarrollos que se han tenido en cuanto a la garantía y goce efectivo de los 
derechos de la población en situación de desplazamiento a partir de la sentencia T-025 de 
2004 y sus autos de seguimiento; momento en que la noción de víctima solo hacía 
referencia a la población en situación de desplazamiento. En estos primeros trabajos 
académicos se observan las modalidades de organización y acción colectiva de las 
organizaciones de población desplazada, y se toca el tema de la participación en 
escenarios institucionales de una manera tangencial, ya que apenas se estaban dando las 
primeras experiencias; paulatinamente, va aumentado la producción académica y se 
enfoca en conocer las dinámicas, alcances, límites y características de la participación de 
las Organizaciones de Población Desplazada –OPD- en los escenarios institucionales, a 
partir de estudios de caso a nivel municipal y departamental. 
 
Posteriormente, con la expedición de la Ley de Víctimas en el año 2011, la información 
sobre el tema de la participación de las víctimas en los nuevos escenarios generados por 
ésta, excluyendo los informes elaborados tanto por el gobierno como por las entidades de 
control; se ha enfocado en la descripción y análisis del diseño del componente de 
participación de la ley, de los primeros pasos que hasta ese momento se habían dado para 
su implementación y de las motivaciones de los líderes para participar; produciéndose 
insumos valiosos para el entendimiento del ejercicio de la participación.  
 
A pesar de los avances otorgados por cada uno de estos trabajos académicos, existen 
vacíos de conocimiento y nuevas dudas relacionadas con el proceso de implementación 
del componente de participación en el marco de la nueva política de atención y reparación 
integral, de manera que aspectos tales como: las dinámicas de las víctimas y sus 
organizaciones en relación con la participación  en escenarios institucionales (los efectos 
que ha generado en las víctimas y sus organizaciones la inclusión de la representación de 
diferentes hechos victimizantes en los escenarios de participación, las relaciones y 
percepciones que se han generado entre las organizaciones que participan en los espacios 
institucionales de participación y las que se niegan a hacerlo, las relaciones y posibles 
articulaciones entre las organizaciones de víctimas y demás organizaciones sociales de 
cara a la incidencia para el goce efectivo de derechos); la organización y acción del Estado 
frente a la participación de las víctimas (la forma como se hace seguimiento a los procesos 
de participación y niveles de incidencia de las víctimas en los escenarios institucionales, 
los tipos de relaciones y percepciones que se establecen entre las víctimas y los 
funcionarios públicos en los escenarios de participación y como éstas influyen en su 
dinámica, los análisis de los procesos de participación en los escenarios de nivel nacional 
y cómo circula la información a las instituciones y organizaciones de base a nivel local, las 
respuestas del Estado frente a la incidencia y demandas de las víctimas en los escenarios 
de participación), merecen ser estudiados.  
 
Esta investigación se propone continuar con el proceso de análisis del componente de 
participación de la política pública de atención y reparación integral a las víctimas del 
conflicto armado, pero centrándose en la etapa subsiguiente  al diseño y formulación de la 
política, es decir, busca indagar por el proceso de implementación de dicho componente 
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con el fin de identificar los factores que han favorecido o limitado el ejercicio del derecho a 
la participación en la política pública de atención y reparación integral a las víctimas. Y a 
su vez, considera necesario observar particularmente los escenarios nacionales de 
participación de las víctimas por dos razones: en primer lugar, porque la mayoría de los 
estudios han hecho énfasis en las limitaciones y dinámicas de la participación en los 
escenarios locales; y en segundo lugar, porque dichos estudios a nivel local han señalado 
como uno de los principales obstáculos para la incidencia el que estos escenarios no estén 
cerca o directamente vinculados con los centros de poder y toma de decisiones, razón por 
la cual se hace pertinente conocer que sucede en los espacios nacionales que cumplen 
con estas características como la Mesa Nacional de Participación Efectiva de las Víctimas. 
 
En este sentido, se definió desarrollar un estudio que buscara respuestas sobre: ¿Qué 
factores han repercutido en el proceso de implementación del componente de participación 
de la política de atención y reparación integral a las víctimas del conflicto armado, en los 
escenarios nacionales de participación?; y sobre las siguientes preguntas 
complementarias: ¿De qué manera éstos factores han afectado el logro de los objetivos 
del componente de participación en los espacios nacionales?, ¿Qué tipo de participación 
se ejerce y cuál es su alcance?.  
 
El objetivo general de la presente investigación fue analizar los factores que han afectado 
la implementación del componente de participación de la política de atención y reparación 
integral a las víctimas del conflicto armado en los escenarios nacionales de participación. 
A su vez, se plantearon los siguientes objetivos específicos: 1) Identificar los factores de 
conflicto y ambigüedad en la implementación del componente de participación. 2)  
Comprender de qué forma los factores de conflicto y ambigüedad han afectado la 
participación de las víctimas en la política de atención y reparación integral. 3) Analizar el 




Para dar respuesta a las preguntas de investigación planteadas en este Trabajo Final, se 
definió realizar una investigación cualitativa de carácter descriptivo, basado en el estudio 
de caso, que uso las siguientes técnicas de investigación social para la recolección, 
sistematización y análisis de la información cualitativa: el análisis documental, las 
entrevistas semiestructuradas y la observación participante. A partir de la aplicación de 
dichas técnicas, se sustrajeron evidencias sobre los factores que han afectado la 
implementación del componente de participación de la política de atención y reparación 
integral a las víctimas del conflicto armado, en los escenarios nacionales de participación. 
Este estudio se desarrolló en las siguientes cuatro etapas:  
 
En la primera etapa, se llevó a cabo la revisión bibliográfica y documental sobre la 
participación de las víctimas en los escenarios institucionales locales y nacionales antes y 
después de la ley 1448 de 2011, a partir de la cual se elaboró el estado del arte. Cada uno 
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de los estudios y documentos identificados fueron reseñados y posteriormente clasificados 
de acuerdo a su temporalidad y las temáticas sobre las que hacía énfasis el análisis. 
 
En la segunda etapa, se realizó el marco teórico a partir del estudio de los diferentes 
enfoques para el análisis de la implementación de las políticas públicas, profundizando en 
la propuesta de enfoque mixto de Richard E. Matland; quien plantea cuatro tipos de 
implementación diferentes a partir de la relación de las variables de conflicto y ambigüedad. 
Esto permitió centrar la investigación en estas dos variables y en los aspectos que 
permitieran profundizar en las mismas.  
 
En este sentido, se generó una matriz de preguntas que fueron la guía para identificar las 
características del componente de participación de la política que se relacionaban con las 
variables de conflicto y ambigüedad. Posteriormente, dichas preguntas fueron formuladas 
a las fuentes primarias y fueron la guía para la categorización de la información secundaria 
(Ver Anexo A. Matriz de preguntas sobre variables de conflicto y ambigüedad). En lo 
relacionado con el conflicto se indagó sobre los actores y las razones por las cuales se 
generaba conflicto, las formas de resolverlos y los efectos de esos conflictos. En cuanto a 
la ambigüedad, se examinaron elementos que generaban ambigüedad frente a la 
implementación, si estaban relacionados con los objetivos del componente o con los 
medios para llevarlo a cabo.  
 
Por otro lado, se acogieron las tipologías de participación planteadas por Sara White para 
identificar el alcance de la misma y los intereses tanto del Estado como de los participantes 
en cada tipo de participación.  
 
La tercera etapa estuvo encaminada a la recopilación y lectura del marco normativo y 
documentos institucionales referentes a la política de atención y reparación integral a las 
víctimas del conflicto armado; así como también, se recolectó información de prensa, 
estudios de centros de investigación y comunicados de los diferentes actores relacionados 
con la implementación de la política. Si bien el componente de participación de la política 
de atención y reparación a las víctimas es el centro de atención de este Trabajo Final, se 
consideró importante contextualizar y ampliar la mirada generando un análisis general de 
la política de atención y reparación a las víctimas a partir del modelo de Matland; razón por 
la cual se generó el Anexo B: Análisis de las variables de conflicto y ambigüedad en la 
política de atención y reparación integral a las víctimas y el Anexo C:  
 
Por su parte, la información relacionada con el componente de participación, sus actores 
e instancias se encuentra desarrollada en el acápite sobre el diseño institucional del 
componente de participación a partir de la ley 1448 de 2011. En este proceso, se 
evidenciaron las características del proceso de implementación del componente, 
información que fue clasificada siguiendo las variables de ambigüedad y conflicto. Si bien, 
de acuerdo con las indicaciones y requerimientos de la Facultad, la realización del Trabajo 
Final no estima la recolección y uso de información de fuentes primarias, por ser este un 
estudio enfocado en conocer las características de la participación de las víctimas, se 
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consideró fundamental incluir sus voces en esta investigación, así como la de los demás 
actores involucrados en la implementación del componente de participación. Es por esta 
razón que se diseñaron 5 formatos de entrevistas semi estructuras para la recolección de 
la información primaria, teniendo como base la matriz de preguntas sobre las variables de 
conflicto y ambigüedad mencionada anteriormente, y los distintos grupos de actores que 
se abordarían. De igual manera en esta etapa se planteó la hipótesis que se buscaría 
corroborar a lo largo de este estudio.  
 
La cuarta etapa, se centró en la culminación del trabajo de campo, el cual inició con la 
observación participante durante seis meses aproximadamente, de una de las entidades 
perteneciente al Sistema de Atención y Reparación Integral a las víctimas del Conflicto 
armado –SNARIV- y de la dinámica de la Mesa Nacional. Posteriormente, se realizaron 13 
entrevistas con el fin de escuchar las voces de los siguientes actores (Ver Anexo D: 
Clasificación de fuentes primarias):  
 
a) Representantes de Organizaciones de Víctimas –OV-: Se entrevistaron tres personas 
víctimas del conflicto que son voceros de sus organizaciones y que han tenido la 
experiencia de participar en los escenarios institucionales tales como de la Mesa Nacional  
de Participación Efectiva de las Víctimas, en adelante de Mesa Nacional.  
 
b) Representantes de Organizaciones Defensoras de Víctimas –ODV- de la Mesa 
Nacional: Se entrevistaron a dos representantes de organizaciones defensoras de las 
víctimas. 
 
c) Entidad del Sistema Nacional para la Atención y reparación Integral a las Víctimas –
SNARIV-: Se entrevistó a una funcionaria del Centro Nacional de Memoria Histórica, 
entidad integrante del SNARIV.   
 
d) Subdirección de Participación de la Unidad para la Atención y Reparación Integral de 
las Víctimas –UARIV-: Se entrevistaron a cuatro funcionarios de la UARIV, entidad 
encargada de la implementación del componente de participación de las víctimas en el 
marco de la política de atención y reparación integral a las mismas y coordinadora del 
SNARIV. 
 
e) Defensoría del Pueblo: Se entrevistó a un funcionario de la Defensoría del Pueblo, ya 
que es la entidad que ejerce la secretaría Técnica de la Mesa Nacional y hace parte de la 
comisión de seguimiento a la Ley 1448 de 2011.  
 
f) Organizaciones de víctimas que no participan en los escenarios institucionales de 
participación: Se entrevistaron a dos voceros de organizaciones de víctimas.    
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Una vez obtenida la información primaria, se realizó la transcripción de las entrevistas y 
sistematización de la información en una nueva matriz en la que se relacionaban cinco 
variables: actores, conflicto, ambigüedad, momento de la implementación y hallazgos o 
temáticas. A partir de la sistematización de la información, fueron surgiendo temáticas 
comunes y se evidenciaron aquellas en las que los actores coincidieron mayoritariamente 
al señalarlas como referentes de conflicto y/o ambigüedad, de manera que algunas fueron 
adquiriendo más peso que las otras. Una vez consolidadas las temáticas provenientes de 
las fuentes primarias, se cruzaron con la información secundaria que ya se había 
categorizado, con el fin de identificar nuevas coincidencias y/o divergencias. La 
presentación, desarrollo y análisis de los hallazgos se consolidó en el cuarto capítulo.  
 
Se tomó como marco temporal de análisis el periodo comprendido desde 2011, año en que 
se expide la ley 1448 o Ley de Víctimas e inicia el proceso de reglamentación e 
implementación de cada uno de sus componentes, a junio de 2015, fecha en que termina 
el periodo de los primeros representantes Mesa Nacional de Víctimas.  
 
La  investigación está constituida por los siguientes capítulos: El primer capítulo 
corresponde al Estado del Arte, en donde se busca conocer las investigaciones realizadas 
sobre la implementación de políticas de participación para la población victimizada y la 
dinámica de su participación en los mismos,  en aras de identificar los hallazgos en esta 
materia así como los vacíos de conocimiento que aún existen y que puede abordar este 
estudio. En el segundo capítulo, se señala el marco teórico y conceptual que guiará el 
desarrollo y análisis de la investigación. En el tercer capítulo, se describe el componente 
de participación de la política de atención y reparación integral a las víctimas y en cuarto 
capítulo se presenta el análisis de la implementación del componente de participación de 
la política en los escenarios nacionales, a partir de las variables de conflicto y ambigüedad 





Capítulo 1. Estado del Arte sobre la 
participación de las víctimas del conflicto 
armado en los escenarios institucionales de 
participación 
Este capítulo tiene como objetivo presentar los diferentes trabajos académicos que se han 
desarrollado sobre la participación de las víctimas del conflicto armado interno en 
escenarios institucionales de participación. Si bien el periodo determinado para la 
investigación es a partir del año 2011, año en que se sanciona la Ley 1448 o Ley de 
Víctimas y Restitución de tierras; en esta revisión se quiso ampliar el horizonte de tiempo 
en la medida en que permitía tener un panorama mayor de cómo se ha investigado y se 
ha abordado la temática.  
 
Así pues la generación de estudios sobre la participación de las víctimas en los escenarios 
institucionales, se han desarrollado, en su gran mayoría, teniendo como marco de 
referencia la ley 387 de 1997  (por la cual se adoptan medidas para la prevención del 
desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y esta estabilización 
socioeconómica de los desplazados internos por la violencia) y los posteriores desarrollos 
que se han tenido en cuanto a la garantía y goce efectivo de los derechos de la población 
en situación de desplazamiento con el sentencia T-025 de 2004 y sus autos de 
seguimiento; nótese que para ese entonces la noción de víctima hacía referencia a la 
población en situación de desplazamiento.  
 
Después de sancionada la Ley de Víctimas en el año 2011, la información sobre el tema 
de la participación de las víctimas en los nuevos escenarios generados con la ley, 
excluyendo los informes elaborados tanto por el gobierno como por los entidades de control 
en virtud de sus funciones de seguimiento y monitoreo; proviene de artículos, documentos 
elaborados por entidades no gubernamentales nacionales e internacionales defensoras de 
derechos humanos, acompañantes de colectivos de víctimas o especialistas en la temática 
y es reducida, debido a su reciente entrada en vigencia. La presente investigación realizó 
una primera clasificación del material obtenido: A) Análisis de la participación de las 
víctimas en los escenarios institucionales antes de la Ley 1448 de 2011,  B) Análisis de la 
participación de las víctimas a partir de la Ley 1448 de 2011.  A su vez, en cada uno de 
10 
estos grupos se realizaron subclasificaciones de acuerdo a las perspectivas desde las 
cuales se ha abordado el objeto de estudio.  
 
a. Análisis de la participación de las víctimas en los 
escenarios institucionales previos a la Ley 1448 de 2011.  
 
Con miras a desarrollar el presente acápite se seleccionaron los artículos académicos e 
investigaciones relacionados con la participación de las víctimas en los escenarios 
institucionales de participación; los resultados de dicha búsqueda evidencian como 
paulatinamente la participación de las víctimas en los escenarios institucionales ha tomado 
mayor importancia para el mundo académico y los aspectos de análisis han ido cambiando.   
 
En primer lugar, se identifican aquellos trabajos académicos que se enfocaron en estudiar 
las diferentes modalidades de organización y acción colectiva de las organizaciones de 
población desplazada, y abordan el tema de la participación en escenarios institucionales 
de una manera tangencial, ya que apenas se estaban dando las primeras experiencias 
(Ortega 2005; Granada y González 2009; Guiso, Briceño y Acevedo 2010; Muñoz y Arias 
2010). Estos trabajos se reúnen bajo el nombre De la victimización a la acción colectiva de 
las víctimas. 
 
Posteriormente se reseñan las investigaciones que presentan como objetivo fundamental 
conocer a las dinámicas, alcances, límites y características de la participación de las 
Organizaciones de Población Desplazada –OPD- en los escenarios institucionales (Muñoz 
Caicedo, Wendy Tatiana 2008; Naranjo, Lopera, y Granada 2009; Granada 2012; Vargas 
2012) dichos trabajos, por sus características, se agruparon bajo el nombre de Primeros 
acercamientos a la participación de las víctimas en escenarios institucionales.  
 
De la victimización a la acción colectiva de las víctimas 
 
El primer trabajo académico que se abordará es el de Ortega (2005) “Desplazados internos 
en Colombia: forjando acción colectiva en las orillas de las rupturas (1995-2004)” el cual 
busca mostrar y poner en la discusión social el papel activo que han tenido los desplazados 
internos frente a la realidad violenta que les tocó enfrentar. Teniendo en cuenta la 
existencia de organizaciones de población desplazada y de acción colectiva, el autor se 
ubica en el terreno teórico de los movimientos sociales y describe e intenta comprender la 
acción contenciosa de la población en situación de desplazamiento interno en Colombia 
entre los años 1995 y 2004; basándose en el análisis de registro que hacía la prensa escrita 
sobre las acciones contenciosas y centrándose en aspectos como la geografía de la 
protesta, los motivos y objetivos que las impulsan, las características regionales y el 
repertorio de las mismas y los indicios de organización.  
 
11 
Desde el punto de vista conceptual, el autor acoge el concepto de acción colectiva de 
Charles Tilly, el concepto de repertorio de Sydney Tarrow y también los elementos teóricos 
planteados desde la Teoría de Movilización de Recursos TMR, McCarthy y Zald (1977), 
quienes proponen la noción de organización de movimiento social –OMS-. A su vez, toma 
de la Teoría de los Nuevos Movimientos Sociales, en particular la de Alberto Melucci, el 
concepto de áreas de movimiento social y las redes que constituyen dichas áreas.  
 
El autor inicia con una revisión del estado del arte sobre acciones colectivas y la 
organización de los desplazados en Colombia. En este sentido, sostiene que la 
observación e investigación sobre la acción colectiva de los desplazados internos es poca 
y que se ha tenido una aproximación desde la perspectiva de “la resistencia y la 
supervivencia de la población rural (Osorio 2001a, 2001b, 2004, 2006), de la resistencia 
civil no violenta (Hernández 1999, 2000 y 2004) y éxodos masivos y las protestas 
campesinas Archila y Prada 2002)” (Ortega 2005: 4); y presenta ejemplos de casos para 
cada una de estas modalidades. 
 
De acuerdo con los hallazgos de la investigación, en lo correspondiente a las dinámicas 
espaciales, se plantea que la confrontación colectiva de los desplazados internos se llevó 
a cabo primordialmente en el ámbito urbano para realizar sus protestas. En cuanto a los 
repertorios de confrontación, se identifica que las modalidades de las acciones 
contenciosas de los desplazados internos en Colombia durante el periodo estudiado 
fueron: las tomas, las protestas públicas, las invasiones masivas, las acciones legales las 
marchas y los bloqueos de vías; además de otras modalidades que desarrollaron las 
organizaciones de población en situación de desplazamiento. 
 
A su vez, se evidencia que la lucha de la población desplazada es una lucha pacífica que 
está conectada y puede articularse a luchas de espectro más amplio que van más allá de 
la demanda de derechos fundamentales como por ejemplo el movimiento de derechos 
humanos, a las luchas sociales desde los diferentes sectores y las luchas en lo rural. Si 
bien en los inicios del proceso de acción colectiva y para algunos las demandas están 
relacionadas con la supervivencia, en la mayoría de los casos el reconocimiento y 
restitución de sus derechos para tener una vida digna es el objetivo fundamental de la 
población en situación de desplazamiento; lo que evidencia el proceso de avance y cambio 
en el carácter de sus demandas  a la vez que hay un crecimiento en la “magnitud del 
problema, de los desarrollos institucionales y las luchas legales y de los aprendizajes 
adquiridos por los mismos desplazados internos” (Ortega 2005:18). 
 
Frente las acciones colectivas contenciosas, el estudio encontró que la respuesta del 
Estado oscilaba entre la represión y el diálogo, en donde siempre estuvo de telón de fondo 
las obligaciones legales que el Estado tiene con la población y el Estado mostró varias 
facetas en la manera de abordar las luchas sociales de dicha población: el Estado “como  
monopolizador de la violencia / represor, legislador, concertador, violador de derechos 
fundamentales y encargado de restituirlos” (Ortega 2005:18). En cuanto a las 
organizaciones de personas en situación de desplazamiento, el autor plantea que hay hilos 
conductores entre los procesos organizativos y las acciones colectivas contenciosas que 
en un principio no son claramente definidos pero posteriormente se van evidenciando y 
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tienen como objetivo “el reconocimiento de los derechos fundamentales de los 
desplazados como personas dignas” (Ortega 2005:20). 
 
A raíz de la sentencia T-025 de 2004 de la Corte Constitucional, en donde se le ordena al 
Estado propiciar y consolidar la participación de la población desplazada en las instancias 
del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada, en el año 2005 se 
instala la Mesa Nacional de Fortalecimiento de Organizaciones de Población Desplazada 
con la participación de representantes de las 6 organizaciones nacionales de población en 
situación de desplazamiento. Ortega (2005) plantea el surgimiento de una nueva etapa en 
el desarrollo de la organización de la población desplazada en Colombia, en donde se abre 
una ventana de oportunidad para que viejas y nuevas organizaciones incidan ante el 
Estado. 
 
Ante estos primeros acercamientos frente al Estado, el autor plantea una serie de dilemas 
y obstáculos que tienen que enfrentar las organizaciones de población desplazada: 1) 
Desde las instituciones que impulsan el fortalecimiento de la participación de las víctimas 
y sus organizaciones  se genera una aproximación a éstas y les señalan una serie de 
falencias que deben superar para poder cumplir con su papel dentro del Sistema de 
atención.  2) Por su parte desde las ONG´s que han trabajado por la población en situación 
de desplazamiento señalan que las organizaciones de población en situación de 
desplazamiento tienen fuertes debilidades como organizaciones sociales reivindicativas en 
el reconocimiento de sus derechos sociales, económicos y políticos, debido a la 
confluencia de múltiples aspectos: la urgencia de la sobrevivencia que no da tiempo para 
construir lo colectivo, la dificultad para construir lazos de unión frente una situación adversa 
compartida, la desconfianza propia de los contextos de guerra, la desesperanza y el temor 
a la estigmatización y exclusión; por lo tanto muchos de los intentos por construir 
organización han fracasado (Ortega 2005:26). 
 
Frente al panorama descrito, Ortega sostiene que las organizaciones de población 
desplazada logran importancia pero también su accionar puede verse limitado si éstas no 
desarrollan dinámicas de acción y agendas internas independientes del Estado y de las 
organizaciones no gubernamentales; que les permita tener interlocución y voz autónoma 
frente a estos actores pero también con la sociedad en general. 
 
En este trabajo el autor hace una importante descripción de la acción colectiva de la 
población en situación de desplazamiento, muestra los cambios que dicha acción ha tenido 
durante el periodo estudiado, así como va dejando preguntas abiertas en los diferentes 
aspectos alrededor de la acción colectiva contenciosa de dicho colectivo, tales como el 
estudio de las respuestas del Estado frente a los diferentes repertorios de la acción 
colectiva y el procesamiento de sus demandas, y sobre el contexto territorial de las 
acciones contenciosas. 
 
A su vez, si bien no profundiza en las dinámicas organizacionales que surgen a partir de 
la apertura de escenarios institucionales de participación para la población desplazada, si 
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plantea una serie de aspectos a partir de los cuales se  puede seguir investigando con el 
fin de conocer como las organizaciones se enfrentan a este nuevo contexto de 
participación y como sus dinámicas de participación cambian así como las de la misma 
institucionalidad. 
 
Siguiendo con la línea de descripción de la acción colectiva de la población desplazada, 
se presentan dos trabajos que, desde el estudio de caso en las ciudades de Medellín y 
Bogotá (Granada y González 2009; Guiso, Briceño, y Acevedo 2010; Muñoz y Arias 2010), 
evidencian varios de los hallazgos señalados por Ortega, en cuanto a la caracterización 
de la acción colectiva de la población desplazada (repertorios de acción y momentos de 
cambio); sin embargo, en estos trabajos que enfocan más en las  formas de interacción de 
la población en situación de desplazamiento con otros actores y el Estado, así como en el 
análisis del contexto donde dichas acciones se llevaron a cabo, para identificar los 
alcances y límites de las mismas. De esta manera, dichos estudios van dando respuesta 
a los interrogantes y nuevos aspectos a investigar que quedaron expresados a partir de, 
por ejemplo, el estudio de Ortega mencionado anteriormente. 
 
Partiendo nuevamente de la Teoría de Sidney Tarrow (1998) sobre los movimientos 
sociales, Granada y González2 analizan el ciclo de protesta y las acciones colectivas de la 
población desplazada en Medellín como sujetos activos en la lucha por la garantía y 
restablecimiento de sus derechos. El concepto de ciclo de acción colectiva de Tarrow 
(1998), acogido por los autores, hace alusión a “una fase de intensificación de los conflictos 
y la confrontación en el sistema social, que incluye una rápida difusión de la acción 
colectiva de los sectores más movilizados, a los menos movilizados, un ritmo de innovación 
acelerado en las formas de confrontación, marcos nuevos o transformados para la acción 
colectiva, una combinación de participación organizada y no organizada y una secuencia 
de interacción intensificada entre disidentes y autoridades” (Tarrow, 1998: 202) 
 
Los ciclos de protesta son puntos claves para el cambio social y político y son el resultado 
de la interacción entre actores de la movilización y autoridades. Son momentos en donde 
la acción colectiva aumenta y se pueden identificar nuevas formas de acción a la par que 
nuevas respuestas de las autoridades. Tarrow (1998) identifica dos fases de la 
movilización: la fase de movilización y la fase de desmovilización. De acuerdo con Tarrow, 
los ciclos de protesta están enmarcados en Estructuras de Oportunidad Política (EOP), y 
hacen parte del enfoque del proceso político, en donde los cambios en la estructura 
institucional del Estado generan oportunidades a los movimientos dando cabida a que 
surjan los ciclos de protesta.  
 
A su vez los autores Granada y Gonzales, retoman el concepto de la Estructura de 
Contexto, trabajada por Dieter Rucht (1999), para tener una lectura más amplia de la EOP 
e incluir el análisis del contexto (contexto cultural, social y el político) como una variable 
                                                          
2 Granada, James y González, Sandra. (2009, junio-diciembre). Acción colectiva de las 
organizaciones de población desplazada en Medellín. Ciclos, contextos, repertorios y perspectivas. 
Estudios Políticos, 35, Instituto de Estudios Políticos, Universidad de Antioquia, (pp. 107-130). 
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que influye en la acción colectiva determinando ciertas formas, el impacto y la permanencia 
de la misma. 
 
Teniendo en cuenta estas bases teóricas, los autores identificaron dos ciclos de la acción 
colectiva desarrollada por la población desplazada en Medellín; el primer ciclo es del año 
1996 al 2003 y el segundo ciclo va desde el 2004 al año 2009. En 1996 se da inicio al 
primer ciclo de movilización en una estructura de contexto donde se presentan tres factores 
claves que incentivaron el surgimiento de las acciones: el aumento de la población 
desplazada que llegó a Medellín en condición de extrema pobreza, la ausencia de una 
respuesta del Estado a nivel local y el apoyo de instituciones desde el ámbito nacional y 
de sectores de la sociedad.  
 
El segundo ciclo (año 2004) inicia su fase de movilización bajo un ambiente desalentador 
para algunos líderes de la población desplazada frente al tema de la participación y la 
generación de oportunidades pero a raíz de la sentencia T-025, se abre un camino 
importante para la garantía de sus derechos.  Para el año 2005 surge la Mesa de 
Organizaciones de Población Desplazada del municipio de Medellín y gracias a aspectos 
tales como la experiencia que  los líderes obtuvieron del ciclo anterior, el apoyo de la 
sociedad, el apoyo desde la Rama Judicial, la existencia de aliados en la administración 
municipal y el acompañamiento de organizaciones no gubernamentales, los procesos 
organizativos que se mantuvieron. 
 
Después del análisis de los dos ciclos de acción colectiva de la población en situación de 
desplazamiento en Medellín, los autores concluyen que uno de los mayores obstáculos 
externos ha sido “los enfoques de política de las diferentes administraciones municipales 
que no se orientaban al goce y acceso a los derechos, la continuidad del conflicto armado, 
la producción de nuevos desplazamientos forzados y los recursos escasos. Pero uno de 
los mayores obstáculos ha sido el desconocimiento de la situación de víctimas, con 
necesidades, vulneraciones y capacidades” (Granada y González 2009: 126). 
 
En ese sentido, los autores proponen que asumir un enfoque de derechos como marco 
que oriente la política y accionar de los gobiernos, podría ayudar a darle salida a las 
problemáticas que se han tenido con las formas organizativas y de acción colectiva de la 
población en situación de desplazamiento; y creen que los cambios que se generaron 
desde el año 2007 van en esa dirección: lograr que se restablezcan los derechos de la 
población incluido el de la participación, organización y conformación autónoma de su 
movimiento.  
 
A su vez, afirman que en los últimos años la población desplazada ha logrado participar 
en los escenarios de discusión de la política local, pero su continuidad dependerá de “la 
interpretación que haga la población desplazada, y por otro lado, del aprovechamiento y 
potenciación de las oportunidades abiertas a nivel local” (Granada y González 2009: 127). 
E identifican dos riesgos: “el primero es que no se realice la adecuación institucional 
necesaria para que la población sea atendida de manera coordinada bajo perspectivas 
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diferenciales, garantistas de derechos; el segundo, que no se cuente con los recursos 
necesarios, ni con el personal adecuado que afiance la fidelidad al enfoque que reconoce 
a la población desplazada como víctimas y sujetos de derechos” (Granada y González 
2009: 127, 128) 
 
Así pues, para Granada y González las soluciones a los problemas que viven las personas 
que han sido desplazadas pasa por el escenario de las políticas públicas y la consolidación 
de los primeros avances que ésta ha tenido en lo local, además del respeto por la 
autonomía de las organizaciones, de sus discusiones y decisiones. Consideran que la 
Mesa, por su parte, debe preparase  para negociar con la administración local, con otras 
organizaciones pares, fortalecer su participación autónoma en los escenarios 
institucionales y otros que surjan. 
 
Este trabajo es importante en la medida en que logra describir el accionar de las 
organizaciones de población desplazada, teniendo en cuenta la Estructura de 
Oportunidades Políticas, es decir los cambios en la estructura institucional del Estado 
sumado a las estructuras del contexto que permitieron la generación de ciclos de protesta 
con formas de acción particulares y logros específicos que a su vez siguen incidiendo en 
la institución pero también en la acción colectiva. Sin embargo, el trabajo no profundiza 
sobre los alcances de la acción colectiva más allá de su llegada a los escenarios 
institucionales, no muestra que dinámicas se dan al interior de estos espacios, que 
obstáculos o facilidades surgen allí para alcanzar los objetivos, o cómo las organizaciones 
ven estos nuevos escenarios de participación y cómo esos cambios institucionales afectan 
positiva o negativamente sus dinámicas organizacionales.  
 
Para profundizar en las dinámicas de las organizaciones de la población en situación de 
desplazamiento en los primeros momentos de contacto y participación con la 
institucionalidad, los artículos de Guiso, Briceño y Acevedo (2010) y Muñoz y Arias (2011), 
los cuales son fruto de una investigación cualitativa denominada Organización de 
población desplazada y restablecimiento de derechos en las ciudades de Medellín y 
Bogotá; son de bastante utilidad. La investigación da un salto de la caracterización de la 
población en situación de desplazamiento y  sus acciones colectivas, a la indagación y 
análisis sus organizaciones que conformaban ese amplio movimiento, es decir, busca 
conocer las prácticas, dinámicas de las organizaciones de la población –ODP- e identificar 
los alcances y limitaciones en su proceso por el logro del restablecimiento de sus derechos.  
 
Para Arias y Muñoz (2011) las organizaciones de población en situación de 
desplazamiento se caracterizan por tener rasgos de organizaciones de carácter 
comunitario, en el sentido de que sus bases presentan un alto índice de necesidades 
básicas insatisfechas. Y también estas organizaciones tienen un carácter de popular en la 
medida en que sus demandas por el acceso, garantía y restablecimiento de sus derechos 
sociales pretenden ir más allá de la satisfacción de necesidades básicas individuales y 
resistir frente a políticas que puedan vulnerar sus derechos (Muñoz  y Arias 2011: 21). 
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De acuerdo con los autores, las organizaciones de población desplazada –ODP- llevan a 
cabo diferente tipo de acciones a nivel micro y a nivel macro, cada una bajo un contexto y 
con un sentido particular, en donde se evidenciará su estructura organizativa, elementos 
de orden cultural y político, sus reivindicaciones como grupo y la manera de satisfacer las 
necesidades que los lleva a agruparse, la interacción con otras organizaciones y con el 
contexto y las posibilidades que da la normatividad y la institucionalidad vigentes (Muñoz  
y Arias 2011: 23).  
 
Así pues los autores identifican diferentes tipos de prácticas que llevan a cabo las ODP´s: 
a) Prácticas de Supervivencia (Todas  aquellas acciones que se ejecutan con el fin de 
satisfacer las necesidades biológicas de los miembros de la organización), b) Prácticas 
para aumento de las capacidades (acciones que les permiten a las organizaciones 
cualificarse y tener más oportunidades), c) Prácticas comunitarias (actividades dirigidas a 
crear y fortalecer el tejido comunitarios y los vínculos sociales), d) Prácticas en derecho 
(todas aquellas acciones que se llevan a cabo con el fin de exigir al Estado la garantía de 
sus derechos como ciudadanos), e) Prácticas de hecho (son acciones que buscan 
evidenciar la inoperancia del Estado para proteger y garantizar sus derechos) (Muñoz  y 
Arias 2011:24-26).  
 
Por su parte, Guiso, Alfredo; Briceño, Ricardo; Acevedo, Jenny, clasifican las ODP en dos 
tipos: En primer lugar, se encuentran las organizaciones que enfocan su accionar en la 
satisfacción de las necesidades básicas y gestión de la Ayuda Humanitaria de Emergencia 
para sus asociados junto con las acciones legales que se requieran; esto hace que estas 
OPD´s dependan y trabajen en función de la oferta institucional limitando la posibilidad de 
una lectura estratégica de su realidad (Guiso, Briceño y Acevedo 2010: 84,85).  
 
En segundo lugar, están las OPD´s que dirigen su trabajo a la formación, información, 
asesoría y articulación de las personas para la solución de sus necesidades concretas y 
en donde sus preocupaciones se politizan. Estas organizaciones muestran un interés por 
mostrar la situación de la población desplazada, conocer e incidir en las políticas públicas; 
en este sentido, buscan la participación en los escenarios institucionales logrando mayor 
apropiación de sus problemáticas y experticia en la gestión e interlocución. Este tipo de 
organizaciones logran la legitimidad de actores con poder para negociar y tomar decisiones 
sobre su situación e incidir en los procesos de política  pública, en donde además logran 
posicionarse como sujetos políticos (Guiso, Briceño y Acevedo 2010: 86-88). 
 
Los autores pasan a indagar por las relaciones que se generan entre las OPD y la 
institucionalidad pública. En este sentido encontraron que los líderes y las organizaciones 
no son “idiotas políticos”, es decir que su participación no es ingenua ni desinformada, sino 
que por el contrario  tiene la claridad frente a cuáles son las obligaciones del Estado para 
con ellos como ciudadanos, de los recursos que dispone y de los problemas de corrupción 
e ineficiencia frente a los mismos. Saben que muchos de los programas dirigidos a la 
población en situación de desplazamiento  son fruto de sus luchas y exigencias ante el 
Estado, así como la apertura de espacios para su participación en el diseño e 
implementación de las políticas públicas (Caso de la sentencia T-025 de 2004 y autos de 
cumplimiento) (Guiso, Briceño y Acevedo 2010: 89). 
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A su vez, señalan que la percepción de las personas desplazadas frente a la interlocución 
con la institucionalidad, es que son espacios de diálogo y encuentro pero no avanzan, sino 
que se dan “vueltas sobre lo mismo” y les genera mucho desgaste; y no se ve 
involucramiento efectivo y activo de los funcionarios públicos. Es así como bajo este nuevo 
panorama, se presentan varios desafíos para las organizaciones de población desplazada 
en aras de lograr un mayor grado de incidencia, visibilidad social e interlocución con las 
instituciones para restablecer sus derechos. Estos desafíos están relacionados con su 
capacidad para defender y mantener los espacios de participación que se han logrado para 
negociar con la institucionalidad, mejorar las estrategias de negociación (pensamiento 
estratégico para no perder el norte frente al restablecimiento de sus derechos), fortalecerse 
como sujetos políticos activos e interlocutores válidos y  legítimos ante la institucionalidad, 
movimientos sociales y demás actores y articularse con otros actores para llevar a cabo 
procesos de incidencia y concertación de políticas públicas (Guiso, Briceño y Acevedo 
2010: 90,91). 
 
Finalmente, sumado a los retos que identifican Guiso, Briceño y Acevedo (2010) frente a 
las organizaciones de población desplazada de cara a los escenarios de participación, 
Muñoz y Arias (2010) sostienen que la capacidad de las organizaciones para lograr el 
restablecimiento de sus derechos como colectivo está relacionada a dos variables: la 
autonomía y la visibilización; es decir, con su “capacidad para dar cuenta de la situación 
de sus integrantes como desplazados, política y socialmente” y su “capacidad para 
posicionarse más allá de los límites territoriales que les impone su ubicación geográfica y 
la posibilidad de movilizar la creación y mantenimiento de escenarios de incidencia política” 
respectivamente (Muñoz y Arias 2011: 32). 
 
Los autores relacionados hasta aquí brindan un panorama general de la acción colectiva 
de la población en situación de desplazamiento a nivel macro, es decir, como movimiento 
social; y a nivel micro desde las organizaciones de población desplazada; dando respuesta 
a interrogantes acerca de los tipos de movilización y acciones colectivas, tipos de prácticas 
y repertorios, de las relaciones con otros actores y con el Estado, de los contextos donde 
dichas acciones se desarrollan, su periodicidad y sentido de las mismas.  
 
Teniendo una visión del proceso que ha vivido la población desplazada en términos de 
acción colectiva, exploraremos aquellos trabajos que buscan conocer cómo se desarrolló 
la participación de las víctimas en los escenarios institucionales.  
 
Primeras experiencias de participación de las víctimas en 
escenarios institucionales 
 
En este acápite se seleccionaron dos trabajos académicos (Muñoz 2008; Vargas 2012) 
que representan los diferentes aspectos que se han analizado alrededor de la participación 
de las organizaciones de población en situación de desplazamiento en los escenarios 
creados por la institucionalidad.  
18 
 
La investigación de Muñoz (2008) titulada “Factores que condicionan la incidencia de las 
Organizaciones de Población Desplazada por la Violencia en el desarrollo de Políticas 
Públicas de Atención A Población Desplazada en Bogotá”, tiene como objetivo conocer las 
dinámicas de la participación e incidencia política de las víctimas del desplazamiento 
forzado, así como caracterizar a las organizaciones de población desplazada de la ciudad 
de Bogotá, su estructura y funcionamiento interno (la participación, sus mecanismos, 
formas y niveles), analizar las interacciones que se desarrollan en los espacios de 
interlocución con la institucionalidad y los factores o situaciones que afectan la incidencia 
política de las organizaciones de población desplazada en el marco de la política pública 
para su atención (contexto en el que se desenvuelven y actúan las organizaciones  y la 
condición de desplazamiento) (Muñoz Caicedo 2008:19).  
 
Los resultados arrojados en cuanto a los limitantes a la participación y la incidencia de la 
población desplazada en los escenarios institucionales participación, señalan que si bien 
la participación se percibe como una oportunidad y parte de los logros obtenidos ha sido a 
raíz de su ejercicio de presión y veeduría, los representantes de organizaciones de 
población desplazada partiendo de la experiencia sostienen que “la participación 
agenciada en estos espacios tan sólo legitima las políticas asistencialistas ya existentes y 
justifica los recursos utilizados para su atención” y “está condicionada porque los espacios 
participativos existentes son múltiples y con frecuencia poco consistentes en su desarrollo 
o limitados en su alcance por las instituciones que los coordinan. Razón para que los 
desplazados sientan desconfianza de estos y encuentren que de ellos no se expresan 
cambios objetivos para la situación que vive la PD”.  
 
Así, “su forma de participar corresponde a tener voz pero no voto, al realizar propuestas 
que no son tenidas en cuenta, no son cumplidas, materializadas o por lo menos resaltadas. 
No obstante, consideran que en ocasiones las decisiones las toman las mismas 
instituciones y no son dadas conocer a la PD”. (Muñoz Caicedo 2008: 53 y 55). En este 
sentido, de acuerdo con la autora, aspectos como la corrupción y el clientelismo, la falta 
de voluntad política del Estado que posibilite que las organizaciones puedan participar en 
la toma de decisiones y la deficiente comunicación y acción de las instituciones, 
condicionan la capacidad de incidencia de las organizaciones en dichos escenarios.  
 
Por otro lado, se identifica que los factores relacionados con la dinámica y la estructura 
organizativa que condicionan la participación son: la falta de recursos que genera 
dificultades para dar continuidad a los procesos y para la asistencia de los miembros de la 
organización; y los conflictos que surgen a raíz de dos elementos en particular: el político 
y el cultural, generando divisiones y que se vea cuestionada la representatividad de los 
líderes. Finalmente, aspectos como la condición misma de ser desplazados representa 
estigmatización y limitaciones para poder mejorar sus condiciones de vida, por ejemplo 
para acceder a un empleo. A su vez, la violencia contra los líderes y organizaciones de 
población en situación de desplazamiento ha impedido el ejercicio pleno de su derecho a 
la participación, en la medida en que las personas tienen que parar o buscar otras maneras 
de hacer su trabajo de denuncia y de exigibilidad de sus derechos en aras de salvaguardar 
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su vida y la de sus familias, afectando el proceso organizativo. (Muñoz Caicedo 2008:67-
69).  
 
En relación con los trabajos mencionados anteriormente, el trabajo investigativo de Muñoz 
logra visualizar varios factores que inciden en la participación de las organizaciones de 
población en situación de desplazamiento y su alcance, que anteriormente no se habían 
tocado, ya que no se centra exclusivamente en el estudio de la organizaciones de dicha 
población sino que busca conocer qué sucede en la dinámica de la participación en los 
escenarios institucionales fundamentalmente desde la perspectiva de las víctimas. Sin 
embargo, siguen existiendo vacíos de conocimiento en cuanto a lo que sucede en dichos 
escenarios de participación institucional, que no permite que la participación tenga una real 
incidencia y que vaya más allá de la existencia de casos puntuales de corrupción o de 
voluntad política, siendo necesario profundizar en el conocimiento sobre dichos 
escenarios, ¿Cómo funcionan?, ¿Qué discusiones se dan?, ¿Cómo se resuelven los 
disensos y cómo se toman las decisiones? Todos estos aspectos son claves para entender 
porque una vez las organizaciones participan en estos espacios no logran respuesta a sus 
demandas más sentidas. 
 
Siguiendo la pista a los avances en el proceso investigativo alrededor de la participación e 
incidencia de las víctimas en los escenarios institucionales, se identificó el trabajo de 
Maestría de Vargas Reina (2012), “Factores que condicionan la incidencia y la acción 
colectiva de Organizaciones de Población Desplazada -OPDS- el caso de Soacha”.  En 
primer lugar, Vargas realiza las precisiones conceptuales y teóricas en las que se basa la 
investigación de acuerdo a tres ejes: el primer eje trabaja lo relacionado con la noción de 
acción colectiva contenciosa de los movimientos sociales, sus características, los factores 
externos que le permiten a los movimientos crear y mantenerse en el tiempo desarrollada 
por Sidney Tarrow (1998), y los elementos que llevan a las personas a desarrollar procesos 
de acción colectiva retomando los aportes de McAdam, McCarthy, Mayer Zald (1999) y 
Tilly (2005). 
 
En el segundo eje, se hace referencia a la noción jurídica de una persona en situación de 
desplazamiento de acuerdo a la Ley 387 de 1997 y a qué se entiende por organización y 
participación. El tercer eje conceptual, hace referencia a las condiciones que limitan el 
impacto de la movilización social de los sectores empobrecidos de la población tomando 
como referencia los autores Piven y Cloward (1979). 
 
Los factores que condicionan los procesos de incidencia identificados por la autora son: 1. 
Aquellos relacionados con los diseños institucionales generados por el Estado para regular 
la participación de la población en condición de desplazamiento; 2. Los relativos a las 
dinámicas y formas organizativas de las organizaciones de población desplazada y 3. El 
contexto de violencia contra la población desplazada en el municipio de Soacha (Vargas 
Reina 2012:5).  
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La primera limitante para que las reivindicaciones y propuestas estructurales de las OPDs 
no hayan sido acogidas en los espacios de interlocución con el Estado, se refiere a que 
existen fayas estructurales en la manera como estaba diseñado el Sistema Nacional de 
Atención Integral a Población desplazada por la violencia –SNAIPD-, identificándose 
vacíos para la articulación de las mesas de organizaciones de población desplazada entre 
el nivel municipal, departamental y nacional. Dichas fayas estructurales tienen que ver con 
la prevalencia de lo sectorial sobre lo territorial y la falta de coordinación y articulación entre 
la nación y las entidades territoriales, de manera que los procesos de participación en los 
espacios institucionales de las OPDs se vuelven desgastantes ya que muchas de las 
decisiones que éstas demandan en cuanto a presupuesto, diseño e implementación de la 
política no dependen de las administraciones territoriales. Estas fayas entonces hacen que 
las posibilidades de incidencia de las OPDs para lograr programas o planes en lo local 
dirigidos a restablecimiento de sus derechos sean casi nulas. 
 
Identificadas las fayas estructurales del SNAIPD y por lo tanto los limitados resultados de 
la participación de las OPDs en los escenarios institucionales de participación, la autora 
plantea la pregunta sobre por qué las OPDs siguen participando en dichos escenarios 
teniendo en cuenta su ineficacia. Se señala entonces que para el Estado es beneficioso y 
busca generar estos escenarios institucionales de participación ya que logra canalizar el 
descontento de la población desplazada y minimiza la posibilidad de que ejerzan acciones 
de hecho o disruptivas; las ODPs son convocadas, escuchadas aunque eso no se 
manifiesta en el efectivo goce de sus derechos.  
 
Por su parte la población desplazada responde al llamado institucional, en la medida en 
que lo considera políticamente importante “para acceder a la información, realizar 
seguimiento y control, ser reconocidos como líderes de la PD, ser intermediarios, gestionar 
el acceso a servicios o ayudas para su comunidad y establecer una comunicación directa 
con los funcionarios de la administración municipal” (Vargas 2012: 100).  
 
El segundo grupo de factores que condicionan la incidencia de las OPDs, son aquellos 
relacionados los problemas organizativos de las OPDs y con el contexto de violencia en 
donde las ODPs tienen que trabajar. En cuanto a los problemas de la dinámica 
organizacional, se hace referencia en primer lugar a lo que se ha denominado los vacíos 
en el ascenso de las demandas y las tensiones sobre la participación y la representación 
en los espacios de interlocución (Vargas Reina 2012: 123). Es decir que si bien, de acuerdo 
al diseño del componente de participación, en la Mesa Municipal de PD se deben 
congregar las OPDs y ésta mesa debe articularse con la Mesa del nivel departamental y 
ésta a su vez con la Mesa Nacional, esta articulación no se da en la realidad ya que no 
existen mecanismos que la exijan y favorezcan. Muchas organizaciones no referencian ni 
a las mesas locales y a otras no les interesa trabajar en escenarios más amplios que su 
localidad. A su vez, tampoco en los comités territoriales existen mecanismos para que las 
alcaldías y las entidades puedan escalar a las entidades sectoriales y espacios decisorios 
a nivel nacional, las demandas de las ODPs en local. 
 
Por otro lado, las OPDs no han generado un mecanismo para la recolección y transmisión 
de las demandas de las OPDs en lo local a los espacios de decisión a nivel central, es 
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decir a las entidades de cada sector; siendo entonces la interlocución con el nivel nacional 
una iniciativa particular de las OPDs, así como de su discrecionalidad el convocar a otras 
organizaciones para llevar a cabo dicha interlocución; lo que genera tensiones frente a la 
representación de la población desplazada en los escenario de decisión e interlocución 
con el Estado. Y ante la creación de la  Mesa Nacional de fortalecimiento de OPDs, como 
escenario de las OPDs para interlocutar con el Estado, se identifican también problemas 
de comunicación entre los representantes de las OPDs que allí tienen asiento con la 
población en condición de desplazamiento en los territorios y no hay claridad sobre las 
reglas de juego para la elección y actuar de dichos representantes en lo territorial y en lo 
nacional. 
Igualmente a partir del análisis de caso de la mesa OPDs de Soacha, se identificaron otros 
problemas tales como: la débil cohesión entre las OPDs debido a los bajos vínculos de 
confianza entre los diferentes procesos organizativos, la falta de formación política y 
ausencia de procesos de planeación de su trabajo organizativo en aras de lograr sus 
objetivos, las difíciles condiciones de pobreza y vulnerabilidad en la que vive la población 
desplazada hacen que la participación en los espacios organizativos y de interlocución con 
el Estado sea muy costosa en términos de tiempo y energía; la falta de fortalecimiento del 
trabajo de los líderes de las OPDs con sus bases ya que muchos se han dedicado a la 
intermediación entre el  Estado y la población desplazada, que en ocasiones ha terminado 
en cooptación.  Volver al trabajo fuerte de base es importante para que la población 
desplazada pueda acceder a la información que circula en otros escenarios y al estar 
informadas puedan movilizarse, exigir sus derechos y los cambios estructurales 
necesarios. 
 
El último factor señalado por la autora, es la violencia contra la población en condición de 
desplazamiento. Varios de los líderes y líderesas de las OPDs han sido amenazados, 
asesinados, perseguidos políticamente y desplazados nuevamente, debido a su trabajo de 
reivindicación de los derechos de la población desplazada. Este factor que ha condicionado 
contundentemente la acción colectiva, los procesos organizativos y de incidencia de las 
OPDs, generando los siguientes impactos: debilitamiento de los procesos organizativos, 
limitación de la movilidad y acción en determinadas zonas, desconfianza y fragmentación 
de tejido social, estigmatización y polarización. 
 
Este trabajo investigativo que busca dar respuesta a la pregunta sobre los factores que 
limitan la incidencia de las organizaciones de población desplazada a partir de un estudio 
de caso (Soacha), pone su atención en tres aspectos fundamentales: diseños 
institucionales, dinámicas de las organizaciones de población desplazada y análisis del 
contexto donde dicha participación se lleva a cabo; lo que permite obtener un panorama 
más amplio y completo de la participación en la población desplazada, ya que vincula tres 
dimensiones que se convierten en estructurales para el desarrollo de procesos 
participativos.  
 
A su vez, a partir de este estudio y de los cambios que han tenido los diseños 
institucionales se abren otras preguntas para continuar el análisis y proceso de 
investigación sobre la participación de las víctimas en los escenarios institucionales y más 
allá de lo local, conocer en qué consisten y cómo las víctimas y sus organizaciones 
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perciben los cambios que se han dado a partir de la expedición de la Ley 1448/2011, si 
ésta ha incidido en sus dinámicas organizativas, investigar cómo ha sido la implementación 
del componente de participación de la Ley 1448/2011 y qué avances o limitaciones que 
han tenido las víctimas en términos de incidencia en el Estado a partir de estos escenarios 
nuevos se convierte en una importante labor. 
 
Se quiso presentar una revisión sobre los análisis de la participación bajo el marco 
institucional anterior a la Ley 1448 de 2011, con el fin de poder visualizar elementos 
comunes y disimiles en cuanto a las características de dicha participación, limitantes, 
alcances, actores y retos, los cuales nos sirven de base para identificar los cambios, 
avances o retrocesos en la participación de las víctimas a partir de los diseños 
institucionales generados por la Ley 1448 de 2011. A continuación, se presentan las 
producciones académicas relacionadas con la nueva fase de la participación bajo la ley 
1448 de 2011. 
 
b. Análisis de la participación de las víctimas a partir de 
la Ley 1448 de 2011 
 
Son pocos los trabajos académicos que se han realizado con miras a conocer qué ha 
sucedido con la participación de las víctimas bajo el nuevo marco institucional que trajo 
consigo la Ley 1448 del 2011. Así pues se identificaron 4 artículos que desde diferentes 
ópticas se acercan a la temática de la participación (Lemaitre 2013; Berrio 2013; Vargas 
2014; Rico y Bolívar 2014). Se llevará a cabo la exposición de los artículos siguiendo el 
orden cronológico que ha tenido la puesta en marcha de los escenarios de participación. 
Primero, se presentaran los trabajos de Lemaitre (2013) y Berrio (2013), los cuales se 
centran en la descripción de la participación de las víctimas en la etapa transicional previa 
la instalación de los escenarios de participación (Mesas de Participación). Posteriormente, 
se tomaran los trabajos de Vargas (2013), Rico y Bolívar (2014) en donde se analiza el 
diseño del componente de participación en la ley, la participación de las víctimas, sus 
limitantes y la eficacia de la misma. 
 
Lemaitre Ripoll (2013) en su artículo denominado “Diálogo sin debate: la participación en 
los decretos de la Ley de Víctimas”, examina como se llevó a cabo la participación de las 
víctimas y en particular de las minorías étnicas en el proceso de socialización de los 
decretos 4800/2011 y la consulta previa de los decretos-ley 4633/2011 (medidas de 
asistencia, atención, reparación integral y restitución de derechos territoriales a víctimas 
pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas) y 4635/2011 (medidas de asistencia, 
atención, reparación integral y restitución de derechos territoriales a víctimas 
pertenecientes a comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras), los 
cuales reglamentan la Ley 1448 de 2011. El artículo describe cómo se llevaron a cabo los 
talleres de socialización de los decretos mencionados y plantea una tipología de la 
participación: la participación como gobernanza, la participación como derecho y la 
participación como herramienta de transformación social, las cuales se encuentran en 
pugna durante el proceso (Lemaitre 2013:6).  
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De acuerdo con la autora,  el proceso de socialización de los decretos con las víctimas en 
general y con las minorías étnicas en particular responde principalmente a dos objetivos 
gubernamentales. En primer lugar, cumplir con la obligación de realizar una consulta previa 
con los grupos indígenas, afrocolombianos y Rom del país, y así evitar que la Ley 1448 
fuera declarada inconstitucional; en segundo lugar, recibir retroalimentación de las víc-
timas y aumentar la legitimidad de la ley. Ante todo era la reglamentación de una ley 
que aborda temas jurídicos y sociales de gran complejidad, que afectaría a 
aproximadamente a más de 4 millones de víctimas y que exigía mínimamente el 
conocimiento por parte de los participantes de los temas técnicos desarrollados en los 
artículos. 
 
En cuanto a la participación como gobernanza, se entiende “como una técnica de 
gobierno que se enfoca a mantener y aumentar la legitimidad del sistema y, por lo 
tanto, el consentimiento de los gobernados”, que promueve la participación ciudadana 
en la generación, implementación y seguimiento de políticas públicas, como una forma de 
gobernanza. Este concepto de participación proviene del ámbito del derecho 
administrativo y es promovido por las agencias de regulación como el Banco Mundial 
en donde la participación es parte de la implementación y la evaluación de los 
proyectos. En su momento, fue el discurso que acompañó la aplicación de ajustes 
estructurales en los países en desarrollo y a la disminución del papel del Estado, así 
los “espacios de participación ciudadana se convirtieron en algo positivo que reduce 
los costos de los programas estatales, garantiza una mejor ejecución de los recursos 
y aumenta su efectividad y sostenibilidad” (Gaventa y Barret, 2010 en Lemaitre 2013:12) 
 
En el marco de este enfoque, la participación es una buena forma de gobernar por las 
siguientes razones: la participación da información, da legitimidad a los gobiernos, 
fortalece la transparencia y la rendición de cuentas, es eficiente en la medida en que 
se pueden tomar mejores decisiones en menos tiempo. Así pues el concepto de 
participación como gobernanza y sus objetivos fueron los que, a criterio de la autora, 
guiaron el proceso de socialización y consulta que se estudia.  
 
La participación como derecho en relación con las víctimas y las minorías étnicas ha 
sido definido por la Corte Constitucional en sus diferentes pronunciamientos, como un 
derecho a ser escuchado más no un derecho a decidir, ligado al principio pro homine: 
“la interpretación que propenda por el respeto de la dignidad humana”; es decir, se 
apunta a la participación expresiva ligada a la dignidad humana y en donde las 
autoridades conservan el poder de decidir “de manera autónoma” para proteger “el 
interés general”. Con base en esta concepción se ordena el diseño de mecanismos de 
participación e indicadores, de manera que el ejercicio de la participación es 
fundamental para la superación del estado de cosas inconstitucional.  
 
Desde el concepto de la participación como un derecho, ésta se define como un bien 
social porque la participación en las políticas públicas permite la expresión de diversas 
experiencias, intereses, necesidades de grupos que han sido excluidos usualmente de 
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la toma de decisiones porque no tienen un poder político o económico, es decir que 
promueve también la inclusión política. A su vez, la participación es una obligación 
moral del Estado implícita en el tipo de Justicia que promueve el Estado social de 
derecho, en donde se debe escuchar a aquellos que no han sido beneficiados por la 
distribución de unos bienes primarios. Finalmente, la participación como derecho 
posibilita la realización del Autogobierno o sistemas de democracia directa (Lemaitre 
2013: 21). 
 
Teniendo en cuenta el concepto de participación como derecho, la autora señala que 
los talleres de socialización y consulta estudiados buscaron garantizar el derecho a la 
participación como derecho de las víctimas a ser escuchadas; sin embargo, las 
víctimas fueron limitadas a dar sus observaciones frente a unos artículos legales más 
que a expresar sus experiencias, preocupaciones, dolores y el propio diagnóstico de 
su situación. Se les pidió todo el tiempo que no hablaran de lo que saben y que se 
centraran en propuestas con un nivel en el lenguaje y contenido propicio para la 
institucionalidad. 
 
Frente a los conceptos de participación como gobernanza y derecho, la autora propone 
la noción de participación como herramienta para la transformación social, como 
movilización ciudadana, es decir, donde se tenga la participación directa en la toma de 
decisiones de políticas públicas para transformar circunstancias estructurales. En este 
caso los espacios de participación se convierten en espacios formativos, de 
intercambio de experiencias, adquisición de conciencia frente a su situación, de 
empoderamiento, de articulación de propuestas y donde se desarrollan las 
capacidades para retar los poderes establecidos y generar cambios sociales (Lemaitre 
2013:25) 
 
Lemaitre señala entonces que los procesos de socialización y consulta no fueron de 
empoderamiento, ya que ese no era el propósito ni se tenían las condiciones de tiempo 
ni institucionales para realizarlo. El proceso de empoderamiento de las organizaciones 
de base de víctimas requeriría un rediseño institucional y de aspectos como los 
mecanismos de toma de decisiones y responsabilidades; así como la superación de 
varios obstáculos que visualiza la autora en las prácticas participativas.  
 
De acuerdo con los escenarios de participación estudiados, lo que muestra la investigación 
es que el concepto de participación del gobierno es decir la participación como gobernanza 
(el “buen gobierno”), no concuerda con la noción de participación de las organizaciones de 
víctimas, quienes se guían por los desarrollos que se han hecho en materia de derecho 
constitucional en cuanto a la participación como un derecho y los antecedentes en 
Latinoamérica en cuanto a educación y empoderamiento popular que perfilan la 
participación como una herramienta de transformación social; generándose las 
limitaciones y contradicciones que se mencionaron. 
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Finalmente, la autora concluye afirmando que los conceptos de participación 
identificados “son complementarios y tienen la posibilidad de enriquecerse mutuamente 
generando círculos virtuosos”. “Difícilmente se dará una administración eficiente, eficaz y 
legítima de una transformación social radical, como la que traza la Ley de Víctimas, sin 
contar con una ciudadanía empoderada y capaz, lo cual pasa por supuesto por resolver 
las circunstancias más angustiosas de la pobreza”. En ese sentido, los espacios de 
participación pueden ser el escenario para empezar a generar esos cambios en las 
prácticas del Estado en donde las víctimas se empoderan, donde se ensayan formas de 
autogobierno y se dan relaciones más igualitarias entre las víctimas y la institucionalidad. 
(Lemaitre 2013:32) 
 
Este trabajo investigativo brinda herramientas importantes para entender que puede estar 
sucediendo en los escenarios de participación institucional, las dificultades y aciertos que 
se empiezan a identificar bajo un nuevo esquema institucional, desde las diferentes 
perspectivas conceptuales de la participación y la relación de los actores con cada una de 
estas; de manera tal que, identifica uno de los puntos de debate claves alrededor de la 
participación, y es responder a la pregunta ¿Para qué la participación?, ¿Cuál es su 
finalidad?, ¿Es un fin en sí mismo o un medio para llegar a qué? Las respuestas a estas 
preguntas brindaron luces para entender cómo fue el proceso de diseño del componente 
de participación, y también sobre cómo serán las dinámicas que se generarán en la 
implementación del componente teniendo en cuenta estas concepciones de base. 
 
El segundo texto relacionado con nuestro tema de estudio, es el desarrollado por Berrío 
(2013) en donde se hace una descripción del proceso de adopción de la Ley de Víctimas 
y la instalación del espacio transitorio, con representantes de organizaciones de víctimas 
para proponer y consultar el Protocolo de Participación de las Víctimas en el marco de la 
Ley 1448 de 2011. El artículo busca conocer la dinámica en el espacio transitorio a partir 
del análisis del diseño del sistema de participación propuesta y la identificación de vacíos, 
y visualizar el impacto que puede tener su implementación para las víctimas. A su vez, 
explora la idoneidad de este sistema como mecanismo para la interlocución entre las 
instituciones encargadas de restablecer sus derechos y las víctimas. 
 
En cuanto a los vacíos del nuevo sistema de participación, el autor sostiene que existen 
problemas en el diseño del sistema. El primero de estos está relacionado a los tiempos, ya 
que la Ley ordenaba que se adoptaran políticas y decretos reglamentarios a la mayor 
brevedad posible pero las mesas de participación aún no se habían instalado para ese 
entonces y por lo tanto desde éstas no se pudo alimentar el proceso de diseño de la 
política. Por esta razón, parte de los decretos y políticas (Decreto 4800 de 2011, 
reglamentario de la Ley 1448, el Plan Nacional de Atención y Reparación Integral y el 
Conpes 3726 de 2012)  se diseñaron sin la participación de las víctimas y sus 
organizaciones, lo que generó un gran malestar en la población víctima y le restó 
legitimidad al proceso. En su defecto se desarrollaron talleres regionales de “consulta” pero 
en estos no se dio un proceso de incidencia desde las víctimas en los planes y programas, 
ya que estas no pudieron conocer los textos a analizar con suficiente antelación y en los 
talleres solo se les pedía que dieran sugerencias frente a los textos ya creados.  
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Por esta razón no se puede determinar claramente cuál fue la incidencia de las 
organizaciones en la reglamentación (Berrio 2013:12), pero si se identifica que esta 
situación generó consecuencias al interior del movimiento de víctimas, ya que unas 
organizaciones apoyan el proceso adelantado por el gobierno mientras otras han 
terminado por cuestionar el papel que juegan los líderes, en la medida en que sienten que 
nada de lo que se diga se tendrá en cuenta en la implementación. Así pues, se pone en 
cuestión el incentivo principal de la participación, es decir, creer que ésta tiene poder de 
incidencia en aras de lograr un objetivo. 
 
Un segundo problema que el autor identifica a nivel del diseño, es que el nuevo esquema 
de participación de las víctimas contiene las mismas limitantes que presentaban las mesas 
de fortalecimiento de organizaciones de población desplazada: 1) La presencia y rol que 
juegan los representantes de las víctimas en los espacios de toma de decisiones es muy 
débil, es decir en las mesas de participación y consejos y comités directivos. Solo estos 
últimos son escenarios de toma de decisiones sobre la ejecución de los programas de 
asistencia, atención y reparación a las víctimas (el Comité Ejecutivo para la Atención y 
Reparación de las Víctimas, los subcomités técnicos,  los Comités Territoriales de Justicia 
Transicional y el Consejo Directivo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 
Restitución de Tierras Despojadas); pero allí, de acuerdo con Berrio, la participación de las 
víctimas es formal ya que no hay definido un mecanismo para saber de qué manera se 
acogieron las propuestas de las víctimas, en varios de estos escenarios el gobierno no 
está obligado a invitar a participar a las víctimas y en otros éstas tienen voz pero no voto. 
Las mesas de participación son escenarios deliberativos de las víctimas, pero no cuentan 
con la competencia  para tomar decisiones frente al diseño y la implementación de la 
política pública de atención y reparación integral (Berrio  2013:19). 
 
En tercer lugar, el autor señala un inconveniente en cuanto a que la participación de las 
víctimas tiene que ser garantizada por una precaria institucionalidad a nivel regional, con 
bajos niveles de coordinación con el nivel nacional, de articulación interinstitucional y con 
las mesas de participación a nivel local, como ya se había identificado con las mesas de 
participación de población desplazada. Así por ejemplo, la información necesaria sobre la 
acción del Estado no circula hacía las víctimas con la oportunidad y de manera completa, 
lo que impide que las víctimas estén informados y sean sujetos activos en la formulación 
e implementación de las políticas del Estado para su atención. Por otro lado el nuevo 
sistema de participación incluye un nuevo actor en lo local, como es el caso de las 
Personerías, quienes son los que hacen la secretaría técnica a nivel municipal, agregando 
una función más a las Personerías que ya cuentan con escasez de recursos (Berrio, 
2013:24). 
 
De acuerdo con los planteamientos expresados anteriormente, el autor sostiene que la 
participación en el nuevo sistema tiene problemas estructurales y termina reducida a la 
aprobación de políticas ya definas por el Estado. Sin embargo, Berrio identifica tres 
potencialidades que tiene el sistema para consolidar las mesas de participación como 
espacios autónomos de decisión y empoderamiento de las víctimas. La primera 
potencialidad, está relacionada con la participación por mesas y la capacidad 
transformadora que estas pueden tener en la medida en puede ser un espacio para el 
encuentro, trabajo colectivo, intercambio de conocimientos y experiencias entre las 
organizaciones y reconocimiento de sus trabajos; de manera que pueden fortalecerse 
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como una red que puede tramitar e incidir de manera más eficaz en la política de atención 
y reparación integral. Las mesas deben contar con la autonomía necesaria que les permita  
crear su agenda, su cronograma de trabajo y propuestas, las cuales deben ser vinculantes 
para temas específicos e incluirse en los Planes de Acción Territorial (Berrio, 2013:27). 
 
A su vez, la participación por mesas es un escenario que posibilita la formación y 
fortalecimiento político de las organizaciones sociales de base, ya que obliga a las víctimas 
a organizarse alrededor de problemas en común y para esto el Estado debe garantizar los 
recursos económicos y logísticos, para que los voceros y representantes de las víctimas 
mantengan contacto permanente con las víctimas en sus territorios. Y la última de las 
potencialidades, es que desde las mesas se puede promover mecanismos de veeduría 
desde las víctimas a la implementación de la política de atención y reparación integral a 
nivel local (Berrio  2013:28).  
 
Si bien Lemaitre (2013) se enfoca en poder esclarecer el tipo de participación que se 
promueve en estos espacios, los alcances y las limitaciones que acarrean cada uno de 
estos tipos de participación; y Berrio (2013), a partir del análisis del diseño del nuevo 
sistema de participación de las víctimas y la observación de las primeras acciones de dicho 
sistema, señala las dificultades que se están generando y propone ajustes y cambios; se 
hace necesario también profundizar más en el andamiaje institucional del Estado y que va 
más allá del sistema de participación generado con la Ley 1448 de 2014, así como en los 
diferentes factores del contexto que inciden de manera determinante en cualquier proceso 
de incidencia en las políticas públicas por parte de las víctimas.  
 
A continuación se referencia al trabajo investigativo de Vargas (2014), en el cual realiza un 
análisis comparativo de los diseños institucionales que regulan la participación de las 
víctimas con la Ley 1448 de 2012 y antes de la misma. Dicho análisis busca indagar sobre 
cómo los diseños institucionales favorecen la participación de las víctimas, así como 
también identificar los factores que limitan la incidencia que puedan tener las víctimas en 
los escenarios de participación creados por el Estado. 
 
En primer lugar, la autora realiza una descripción de los tres aportes conceptuales 
relacionados con los diseños que limitan la participación en escenarios institucionales; 
posteriormente, realiza una comparación entre el esquema de participación generado a 
partir de la Ley 387 de 1997 y el Decreto 250 de 2005 y el sistema creado con la Ley 1448 
de 2011y finalmente hace un análisis de los aspectos estructurales de la política pública 
de reparación integral a las víctimas que pueden estar limitando la incidencia de la 
participación de las mismas para alcanzar sus derechos. 
 
En cuanto a los diseños institucionales, la autora sostiene que las víctimas se enfrentan a 
las limitaciones identificadas en procesos participativos en democracias contemporáneas, 
entre las cuales se destacan tres en particular: El primer factor es la extrema dispersión 
institucional, ésta se entiende como “la profusión de un conjunto diverso y complejo de 
reglas de juego, normas, leyes y agencias que intervienen en la regulación de determinada 
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política pública, que obedecen a sus propias lógicas y cuya articulación con las restantes 
no siempre está reglamentada sino que puede ser discrecional” (Vargas, 2014:173). A la 
dispersión institucional se suma la inconsistencia en la implementación de la política, es 
decir, que no hay una unidad y coherencia entre las instituciones frente a la implementación 
de la política, lo que se evidencia en contradicciones entre éstas y vacíos en los marcos 
jurídicos.  
 
La unión de estos dos aspectos ha generado confusiones en cuanto a las 
responsabilidades y competencias de los actores y las instituciones  involucradas en la 
regulación de la política y la ejecución de acciones de manera descoordinada. Así como 
también se generan problemas en la toma de decisiones sobre el diseño, la 
implementación y ejecución, ya que dichas decisiones dependen de varias instituciones 
con sus propias lógicas y planes y en varios de los casos poco proclives a trabajar 
articuladamente; lo que dificulta que la población víctima logre respuestas concretas frente 
a sus demandas estructurales por medio de la participación en los espacios institucionales 
locales (Hernández Bonivento, 2009 en Vargas, 2014:173). 
 
El segundo factor en cuanto a los diseños institucionales está relacionado con la distancia 
existente entre los escenarios de participación en lo local y aquellos de decisión en los 
niveles centrales. En este sentido, en la medida en que prevalece una visión sectorial más 
que territorial, en cuanto a la definición de los lineamientos de la política para la atención y 
reparación a las víctimas y la asignación de presupuesto, se limitan los alcances de los 
procesos de participación a nivel local, ya que no cuentan con los recursos para 
implementar las decisiones que allí se toman y se cierran las posibilidades para que las 
propuestas desde lo local sean tenidas en cuenta a nivel nacional (Vargas, 2014:177). 
 
El tercer y último factor es la violencia contra los líderes y representantes de víctimas y sus 
organizaciones, factor que es valorado por la autora como uno de los graves y limita de 
manera definitiva la participación. De acuerdo con la autora, esta violencia contra los 
líderes y lideresas de organizaciones de víctimas, defensores de DH, reclamantes de 
tierras y los pobladores de la ruralidad, busca castigar e intimidar a estos actores, 
desarticular sus procesos organizativos y frenar la política de reparación integral. 
 
En cuanto a la comparación entre el sistema de participación previo a la Ley 1448 de 2011 
y el que surge a partir de la misma, la autora identifica cinco nuevas reglas de juego que 
buscan llenar los vacíos en cuanto a la incidencia y mecanismos que faciliten su 
participación: “1. promueve la inclusión de personas afectadas por diversos hechos 
victimizantes, 2. plantea reglas de juego para la elección de representantes, 3. crea unos 
mecanismos de articulación entre los niveles territoriales, 4. establece sesiones de diálogo 
abiertas con cuerpos colegiados y 5. ofrece algunos incentivos para la participación” 
(Vargas, 2014:186). Sin embargo, a pesar de estos importantes cambios, el estudio señala 
factores estructurales de política pública que obstaculizan la incidencia de las víctimas, 
estos son: Débil capacidad institucional, técnica y financiera en lo local, débil articulación 
entre nación y territorio y la violencia.  
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Se concluye entonces que si bien con la Ley 1448 de 2012, se proponen reglas de juego 
que buscan que la participación de las víctimas sea un proceso más incluyente y 
democrático, continúan determinados diseños de política pública que hacen que la 
participación sea un ejercicio separado de las instancias de decisión en lo programático y 
lo presupuestal, con abismos en la articulación entre un complejo y disperso entramado 
institucional, que tiene como función atender y reparar a las víctimas; así como también 
dichos diseños han generado nuevos problemas de acción colectiva. Situación que se 
agrava por la incapacidad estatal de garantizar la seguridad de las víctimas y de sus líderes 
en lo local. Estos aspectos evidentemente dificultan la incidencia en escenarios de toma 
de decisiones y conllevan a la generación de los siguientes impactos en la participación de 
las víctimas (Vargas, 2014:203): 
 
a. Las reglas para la participación producen problemas de acción colectiva entre los 
participantes porque no tienen en cuenta las dinámicas organizativas de las víctimas en lo 
local, haciendo que las organizaciones se fragmenten y compitan entre ellas por el logro 
de un cupo en los escenarios de participación. 
 
b. La manera como está concebida la participación reduce las víctimas a un daño y hecho 
victimizante invisibilizandolas como sujetos políticos y sociales. 
 
c. Las organizaciones han centrado sus acciones en la participación en los escenarios 
institucionales, dejando de un lado su fortalecimiento como movimiento, que genere altos 
niveles de presión en el Estado a través de otros repertorios de participación; y sin obtener 
una respuesta satisfactoria a sus demandas por esta vía institucional. 
 
d. La participación en los escenarios institucionales genera altos costos para las víctimas 
en términos de recursos, tiempo, seguridad y estigmatización. 
 
e. Dificultad para alcanzar logros a través de la participación ya que la capacidad de 
respuesta de los actores involucrados en lo local es muy limitada y depende de decisiones 
a nivel nacional y la capacidad de articulación con lo local. 
 
Este artículo, centrado en el análisis de los diseños institucionales creados para garantizar 
la participación de las víctimas en el desarrollo de las políticas públicas que las atañen, 
identifica elementos que limitaban la participación de las organizaciones de población 
desplazada y que aún persisten en el diseño del sistema de participación generado a partir 
de la Ley 1448 de 2011. La mirada más amplia al diseño institucional, a la forma como 
opera el Estado a nivel nacional y su relación con lo local, a la toma de decisiones y como 
las instituciones se articulan para ejecutarlas, y no solo al sistema de participación como 
lo hace Berrio enfocándose en las dinámicas de las mesas; permite visualizar y entender 
el panorama en los escenarios de participación de la Ley 1448 de 2011. 
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Finalmente en el trabajo académico de Rico y Bolívar (2014), denominado “Eficacia de la 
participación en las organizaciones sociales de víctimas: percepción de líderes en el 
departamento del Atlántico”, las autoras se plantean como objetivo indagar por el sentido 
que los líderes de población víctimizada le dan a su participación en organizaciones 
sociales y sobre las razones por las cuales siguen participando a pesar de las graves 
condiciones de seguridad a las que se enfrentan; esto a partir del modelo teórico de Marcos 
de Acción Colectiva (MAC), la teoría del Actor racional (AR) y planteamientos teóricos 
sobre la vinculación de los procesos morales y emocionales a la protesta social.  
 
El modelo teórico de los Marcos de Acción Colectiva (MAC) indaga por las creencias 
colectivas sobre diferentes aspectos de la realidad y que son la base para dar significados, 
a partir de tres elementos para analizar la acción colectiva: la justicia, la identidad y la 
agencia. Los cuales están siempre presentes en los discursos sobre las movilizaciones 
sociales y por lo tanto su análisis es fundamental para conocer las motivaciones para llevar 
a cabo este tipo de participación política. Desde esta perspectiva, las personas participan 
en una acción colectiva porque tienen la convicción de que su participación reparará un 
atropello que se ha vivido en una situación que se considera inequitativa y además 
cambiará las condiciones que lo generaron (Rico y Bolívar 2014: 74) 
 
En cuanto a las teorías de la acción racional se rescata la noción de que además del cálculo 
que hace un individuo de costos y beneficios al participar y obtener un bien público, existen 
motivaciones colectivas, sociales y morales. Los individuos determinan su participación de 
acuerdo a los logros que obtengan y en función de estos encaminan sus esfuerzos. En 
cuanto al papel de las emociones en las movilizaciones sociales, se destaca el papel que 
juegan las emociones positivas como la felicidad, la confianza, el respeto, la satisfacción 
en el momento de la participación y las que surgen posteriores a ésta como el orgullo y la 
esperanza. 
 
A partir del análisis e interpretación desarrollados por las autoras, éstas concluyen que los 
líderes tienen una percepción de eficacia tanto individual como colectiva de su participación 
en las organizaciones de víctimas, ya que muestran un alta valoración de su labor 
apoyando la gestión para la reparación de las víctimas y de la labor de otros líderes de 
otras organizaciones y procesos. También destacan el papel fundamental que han jugado 
las víctimas como grupo en la lucha por sus objetivos y de la importancia del colectivo para 
enfrentar circunstancias que le son desfavorables. 
 
A su vez, los líderes evidenciaron el vínculo que hay entre los logros de la participación y 
los procesos identitarios, es decir que en sus relatos aluden a la mejora de las condiciones 
de las víctimas y su inclusión en un nuevo escenario que perciben como mejor al que 
actualmente viven. Se identifica también un marco de eficacia ya que consideran que su 
condición de líderes y víctimas les sirve para fortalecer sus capacidades y de esta manera 
enfrentar las difíciles condiciones en las que se encuentran y mejorarla a través de la 
movilización social. Consideran que desde las organizaciones de víctimas se puede tener 
incidencia en las políticas públicas y avanzar en sus metas. 
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Hay además motivaciones morales que son las que llevan a los líderes a trabajar en 
condiciones amenazantes, la falta de verdad y justicia y su compromiso por un país 
diferente, hace que continuar con la lucha por sus derechos sea un deber moral. La 
racionalidad de los líderes va más allá de la lógica del actor racional, es decir que no solo 
participan para obtener una reparación integral sino que lo hacen porque la participación 
es un medio para curar la dignidad dañada, para resarcirla; lo que evidencia que también 
en el cálculo que hacen lo líderes opera una racionalidad moral (Rico y Bolívar 2014: 83). 
 
Dado el contexto de violencia donde se lleva a cabo la participación en este estudio, se 
identifica que la participación implica para los líderes costos económicos y de tiempo pero 
además costos psicológicos y sociales bastantes altos, tales como la estigmatización, la 
revictimización y la amenaza permanente; sin embargo, los líderes siguen luchando 
porque, como se señaló anteriormente, valoran los beneficios de su acción y media en su 
decisión factores diferentes a la de minimizar los costes. Ahora, la percepción de la eficacia 
en los líderes, como un estímulo para la acción, ha aumentado con la aprobación de la Ley 
1448 de 2011 ya que con su implementación consideran que ha fomentado la participación 
y la disposición de recursos para la incidencia política; sin embargo, el gran reto para el 
Estado, de acuerdo con las autoras, es lograr las garantías para la participación en medio 
del conflicto armado interno (Rico y Bolívar 2014: 85). 
 
Las preguntas que surgieron alrededor de la acción colectiva de la población víctima del 
conflicto armado en Colombia y que dieron fruto a los primeros estudios de tipo descriptivo 
que se realizaron sobre esta temática, expuestos al inicio de este documento, son 
retomadas por las autoras desde un enfoque analítico y a la luz de las nuevas perspectivas 
teóricas sobre el estudio de las motivaciones y percepciones de eficacia en quienes 
participan.   
 
El estudio muestra que la percepción de eficacia de la participación está presente en el 
discurso de los líderes y ésta, sumada a factores de tipo moral y emocional, explica porque 
los líderes siguen participando sabiendo que ponen en riesgo su propia vida. Pareciese 
entonces que las dificultades en los procesos de participación en escenarios institucionales 
en el marco de la Ley 1448 de 2011 y antes de la misma, y los bajos niveles de incidencia 
desde los sistemas de participación de las víctimas identificados por Lemaitre, Berrio y 
Vargas no han logrado menoscabar la creencia en algunas víctimas sobre la importancia 
y eficacia de la participación incentivada desde la institucionalidad, de manera que 
responden al llamado del Estado a participar.  
 
Ya sea desde el estudio de sus protagonistas o desde la institucionalidad de Estado, la 
movilización y participación de las víctimas en la discusión y toma de decisiones sobre las 
políticas que incidirán directamente en su cotidianidad y que buscan restablecer los 
derechos vulnerados, se ha convertido en un reto para las mismas víctimas como para el 
Estado a la hora de buscar puntos comunes sobre lo que se espera de la participación y 
es allí donde justamente se han encontrado los principales obstáculos. 
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A lo largo de este capítulo se han podido identificar diferentes entradas de análisis sobre 
lo que a la fecha se ha avanzado en el estudio del componente de participación en el marco 
de la ley 1448 de 2011 y sus antecedentes, es decir, a nivel de su diseño y formulación. 
Desde el cuestionamiento por el tipo de participación que se busca desde la ley, pasando 
por el análisis comparativo de los sistemas de participación de las víctimas antes y después 
de la misma, la identificación de cambios importantes y la prevalencia de vacíos; 
deteniéndose en el análisis de los diseños institucionales y factores estructurales en los 
que se desarrolla el sistema de participación y de los contextos, hasta llegar a las 
motivaciones y perspectivas de acción colectiva de las víctimas y sus organizaciones; se 
han logrado plantear posibles escenarios de lo que será la implementación del componente 
de participación superada la etapa inicial de transición. 
 
Si bien, se han dado avances significativos sobre esta temática, siguen existiendo vacíos 
de conocimiento sobre la participación de las víctimas en el marco de la nueva política de 
atención y reparación a las víctimas, relacionados con: las dinámicas de las víctimas y sus 
organizaciones en relación con la participación  en escenarios institucionales (los efectos 
que ha generado en las víctimas y sus organizaciones la inclusión de la representación de 
diferentes hechos victimizantes en los escenarios de participación, las relaciones y 
percepciones que se han generado entre las organizaciones que participan en los espacios 
institucionales y las que se niegan a hacerlo, las relaciones y posibles articulaciones entre 
las organizaciones de víctimas y demás organizaciones sociales de cara a la incidencia 
para el goce efectivo de derechos); la organización y acción del Estado frente a la 
participación de las víctimas (la forma como se hace seguimiento y evalúan los procesos 
de participación y niveles de incidencia de las víctimas en los escenarios institucionales en 
los diferentes niveles territoriales, los tipos de relaciones y percepciones que se establecen 
entre las víctimas y los funcionarios públicos en los escenarios de participación y como 
éstas influyen en su dinámica, los análisis de los procesos de participación en los 
escenarios de nivel nacional, el análisis sobre las respuestas del Estado frente a la 
incidencia y demandas de las víctimas en los escenarios de participación). 
 
Esta investigación se propone continuar con el proceso de análisis del componente de 
participación de la política pública de atención y reparación integral a las víctimas del 
conflicto armado pero centrándose en la etapa subsiguiente  al diseño y formulación de la 
política, es decir, busca indagar por el proceso de implementación de dicho componente y 
a su vez, considera necesario observar los escenarios nacionales de participación de las 
víctimas, teniendo en cuenta que la mayoría de los estudios han hecho énfasis en los 
escenarios locales; esto con el fin de identificar los factores que han favorecido o limitado 
el ejercicio del derecho a la participación de las víctimas en la política pública dirigida a su 






Capítulo 2. Marco Teórico y Conceptual 
En este capítulo se presentan las nociones conceptuales y teóricas que guiarán el 
desarrollo de la presente investigación. En este sentido, en primer lugar se trabajará lo 
referente a la definición de política pública y de ciclo de la política pública para profundizar 
posteriormente en la fase de la implementación. En segundo lugar, se presenta el modelo 
de Ambigüedad y Conflicto de Richard E. Matland, a partir del cual se realizará el análisis 
de la implementación de la política pública seleccionada en esta investigación y en tercer 
lugar, se plantean los conceptos de víctima y participación. 
 
2.1 Política Pública. Ciclo de la Política Pública. La 
Implementación 
 
De acuerdo con la definición planteada por Roth, una política pública hace referencia a “un 
conjunto conformado por uno o varios objetivos colectivos  considerados necesarios o 
deseables, de medios y acciones que son tratados, por lo menos parcialmente,  por una 
institución u organización gubernamental  con la finalidad de orientar el comportamiento 
de actores individuales o colectivos para modificar una situación percibida como 
insatisfactoria o problemática” (Roth: 2014: 38). A su vez, el autor señala que las políticas 
públicas con sus programas y proyectos que la constituyen, son una creación intelectual, 
una construcción social y una construcción de un objeto de investigación de acuerdo con 
Muller y Surel (1998:14), o con Majone (1997:192), quien sostiene que no existe “un 
conjunto único de decisiones, actores e instituciones constitutivo de las políticas que puede 
ser descubierto y descrito”; lo cual implica una mayor dificultad para delimitar una política, 
su punto de inicio y finalización, o para identificar el punto donde una política hace parte 
de un sector y no de otro. Así pues, la delimitación de una política es fruto de un debate y 
lucha política entre diversos actores, pero también una decisión que toman los mismos 
analistas de políticas. 
 
Dentro del amplio espectro de teorías para el análisis de las políticas públicas como objeto 
de estudio, el ciclo de la política o marco secuencial, fue la propuesta teórica a partir de la 
cual se inicia esta labor, de ahí su popularidad y arraigo en el mundo académico. Esta 
teoría, es desarrollada por Jones en la década del setenta y presenta la política pública 
como un objeto de análisis que se divide en diferentes etapas, las cuales se pueden 
estudiar por separado pero se encuentran integradas de manera secuencial en un ciclo 
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repetitivo. Las etapas o fases de la política pública desde esta perspectiva son: 1) la 
definición del problema y la inclusión en la agenda pública, 2) la formulación de las 
soluciones para dicho problema, 3) la toma de decisión, 4) la implementación de la decisión 
tomada, y 5) la evaluación de la política. Para Jones, este marco es de tipo ideal y reconoce 
que el proceso de la política puede omitir alguna de las etapas, iniciarse en cualquiera de 
estas o transitar por dichas etapas de manera “desordenada”. 
 
Sobre cada una de las etapas mencionadas, se han llevado a cabo gran cantidad de 
estudios e investigaciones que buscan profundizar y generar sus propias teorías. En esa 
medida Roth sostiene que, el ciclo de política más que un enfoque teórico, es una 
herramienta de análisis ya que no se centra en una perspectiva teórica particular sino que 
se apoya y nutre de otras teorías y perspectivas epistemológicas para llevar a cabo el 
análisis (Roth 2014: 84). Esta visión de la política pública, si bien permite ventajas como 
es la centralidad en los procesos más que en las instituciones para el entendimiento de 
cada una de las partes que constituyen la política pública y en la búsqueda de los efectos 
concretos de la misma; también, genera un inconveniente, y es que tiende a perder de 
vista el proceso de la política pública como un conjunto. 
 
La presente investigación se apoya en la noción de ciclo de política pública, como una 
herramienta, en la medida en que permite ubicar el escenario de análisis, es decir, la fase 
de implementación del componente de participación de las víctimas en el marco de la 
política destinada a su atención y reparación integral.  A su vez, se seleccionó dentro de 
los estudios y propuestas teóricas, el modelo de Ambigüedad y Conflicto de Richard E. 
Matland para el análisis de la implementación, el cual se explicará más adelante. 
 
La implementación de las decisiones públicas es definida por Mény y Thoening como “la 
fase de una política pública durante la cual se generan actos y efectos a partir de un marco 
normativo, de intenciones, de textos o de discursos” (Mény y Thoening, 1992:159). Esta 
etapa es vista por los analistas de políticas públicas como decisiva, ya que es el momento 
en donde el discurso se lleva a actos concretos por parte varias entidades y en diferentes 
escenarios, dando continuación a la lucha política; siguiendo a Pressman y Wildavsky “la 
política de implementación es la determinante definitiva del resultado” de una decisión (En 
Roth, 2014: 185). Los estudios de la implementación han propuesto gran variedad de 
modelos y teorías para analizarla pero debido a la gran diversidad de políticas públicas y 
de los contextos en donde surgen, se ha dificultado el consenso entre los investigadores 
frente aspectos como su definición, en qué momento inicia y culmina, o cuáles son los 
elementos fundamentales que inciden en el proceso de implementación y los criterios para 
su evaluación (Roth, 2014: 217).  
 
De la mano al gran reto que representa el proceso de implementación, es decir llevar las 
palabras a realidades concretas, se ha identificado su mayor dificultad y es justamente lo 
que se ha denominado “implementation gap”, es decir la brecha, la diferencia tan 
significativa que existe entre las decisiones tomadas y su aplicación, evidenciando que no 
basta con haber tomado decisiones políticas excelentes para poder obtener los resultados 
deseados. Desde el enfoque de la  racionalidad absoluta y limitada, la implementación es 
vista como un problema de capacidad administrativa y operativa y por lo tanto la solución 
35 
a dichas dificultades alude a una mayor claridad en las funciones, a controles en la cadena 
jerárquica y mejoras en la gestión; sin embargo, la persistencia de la brecha entre la política 
y su implementación en diferentes sociedades, niveles y tipos de decisión evidencia que 
existen factores, que van más allá de lo técnico, y que inciden en la implementación, 
relacionados con el carácter político y conflictivo de esta etapa. En el proceso de 
implementación de una política pública intervienen diversidad de actores e instituciones: 
gremios, funcionarios públicos, parlamentarios, cada uno con diferentes intereses y 
características y por lo tanto lograr la actuación coordinada y neutral como el tipo ideal de 
burocracia de Max Weber, se convierte en una labor casi que imposible (Roth, 2014:186) 
 
Alrededor del estudio de la implementación de las políticas públicas se han desarrollado 
principalmente dos escuelas de pensamiento que han planteado efectivos métodos para 
estudiar y describir la implementación, estas son: top-down y el bottom-up. El enfoque top-
down3 concibe la implementación como un trabajo que se desarrolla de arriba hacia abajo 
y ve a los diseñadores de políticas como el actor central ya que de éste emanan las 
directrices o autoritative decisión, a partir de la cual se desarrollan e implementan unas 
acciones. Los actores localizados en el centro o en el tope de la pirámide jerárquica son 
vistos como los actores más relevantes para producir los efectos deseados y por lo tanto 
dicho enfoque centra su atención en la identificación y análisis de los factores que pueden 
ser manipulados a este nivel (Mantland, 1995:146).  
 
Elementos como la autoridad jerárquica, la diferenciación de funciones y la distinción entre 
la estructura administrativa y el mundo político son fundamentales para el logro eficiente 
de los resultados propuestos; de manera que, como se mencionó anteriormente, los 
problemas de la implementación se reducen a dificultades en la coordinación y el control 
de la estructura administrativa.  Desde este enfoque se recomienda entonces a los 
diseñadores de políticas, la elaboración de políticas con objetivos claros y consistentes, 
minimizar el número de actores que deben intervenir, limitar el grado de cambios 
necesarios y ubicar la responsabilidad de la implementación en instituciones o agencias 
gubernamentales que tengan una “simpatía” con las metas que la política quiere alcanzar 
(Mantland, 1995:147). 
 
El enfoque bottom-up4 ve la implementación como una labor que se realiza de abajo hacia 
arriba y surge como una propuesta alternativa ante las limitaciones del enfoque top-down. 
Desde este enfoque, se argumenta que se puede lograr una visión más realista de la 
implementación si se mira la política desde el punto de vista de la población a quién ésta 
va dirigida y de quienes la desarrollan a nivel local; ya que se ha constatado que parte de 
las dificultades están relacionadas con el contexto y las acciones llevadas a cabo por los 
funcionarios de niveles inferiores que tienen contacto directo con los ciudadanos 
destinatarios de la política.  
                                                          
3 Algunos de los autores exponentes de la escuela top-down son: Pressman y Wildavsky (1973), 
Van Meter y Van Horn (1975), Bardach (1977), Sabatier y Mazmanian (1979, 1980) y Mazmanian y 
Sabatier (1983) (Pûlzl Helga y Treib Oliver, 2007: 91) 
4 Algunos autores exponentes de la escuela bottom-up son: Lipsky (1971,1980), Elmore (1980) y 
Hjern (1982) en colaboración con autores como Porter (1981) y Hull (1982) (Pûlzl Helga y Treib 
Oliver, 2007: 93) 
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Es así como entender las metas, estrategias, actividades y contactos de los actores 
involucrados en el proceso de implementación a nivel local es fundamental para 
comprender ésta fase de la política; pero también para la construcción de las soluciones a 
los problemas que se generen a partir de la ejecución, de manera que desde lo local, desde 
donde surgen los inconvenientes se puedan ir haciendo los ajustes hacia el nivel central 
donde se originó la política. 
 
De manera alterna a las escuelas top-down  y bottom-up, en el ámbito del estudio de la 
implementación se han planteado otros enfoques, por ejemplo desde la Teoría de la 
Elección Racional5 surgen propuestas como la Teoría de Juegos6 y la Teoría de la 
Agencia7, así como también se ha esbozado la posibilidad de combinar las variables de 
estudio de las dos escuelas inicialmente mencionadas: top-down (variables a nivel macro) 
y bottom-up (variables a nivel micro), dando lugar a las denominadas Teorías Híbridas o 
Aproximaciones Combinadas.  
 
Como parte de esta tercera propuesta de análisis se identifica un grupo de investigadores 
que propone combinar las dos escuelas en un modelo; tal es el caso de la propuesta de 
Elmore (1985) con el “Forward and backward mapping”, Sabatier (1986, 1988, 1991) con 
el “Advocacy Coalition Framework”, o Goggin (1990) con “The communication model”. De 
otro lado, otros autores han indagado sobre aquellas condiciones frente las cuales una 
escuela es más apropiada que la otra. Por ejemplo Dunsire (1978) y Saetren (1983) 
sostienen que ambos modelos deben ser aplicados en diferentes momentos del proceso 
de implementación, siendo el modelo top-down aplicable en las fases más tempranas  de 
planeación y el modelo bottom-up es más apropiado para la fase de evaluación. Por su 
parte Berman (1980) argumenta que un plan de implementación debe ser desarrollado 
                                                          
5 La Teoría de la Elección Racional (TER), tiene sus orígenes durante la primera mitad del siglo 
pasado en los Estados Unidos como crítica al modelo de la economía de bienestar que se quería 
construir en Europa y podría definirse como una “perspectiva teórica general de las ciencias del 
comportamiento humano, y su ámbito es el de la interacción humana, es decir, se refiere a toda 
clase de situaciones sociales”; la cual introdujo un cambio teórico y metodológico para todas las 
ciencias sociales”. Autores como Kenneth Arrow, John Nash, Thomas Schelling, Robert Axelrod, 
Anatol Rapoport, Gary Becker aportaron a dicha  perspectiva desde diferentes campos del 
conocimiento; siendo los trabajos de Arrow, los que consolidan la Teoría de la Elección Racional 
como una disciplina y a partir de los cuales le es otorgado el Premio Nobel de Economía en 1972. 
La TER se basa en la suposición de que los actores tienen un conjunto de preferencias y actúan 
racionalmente con el fin de maximizar la obtención de dichas de las mismas y en ese sentido, Arrow 
investigó y se preguntó por existencia de criterios de utilidad colectiva o social, o de un interés 
general sostenido en una voluntad general (Vidal, 2008: 221-223). Las políticas públicas son vistas 
como una serie de dilemas de acción colectiva debido a falta de mecanismos institucionales que 
promuevan la cooperación. A su vez, las interacciones estratégicas entre los actores determina los 
resultados políticos (Cerna, 2013:19). 
6 Algunos autores que desarrollan la Teoría de Juegos en el ámbito de la implementación de las 
políticas públicas son: Bardach (1977), Koremenos and Lynn (1996), O’Toole (1995), Stoker 
(1991) and Weber (1998) (Cerna, 2013: 20). 
7 Algunos investigadores que han desarrollado la Teoría de la Agencia en el procesos de 
implementación son: Bendor and Moe (1985), Kiewiet and McCubbins (1991), Weingast and Moran 
(1983), Wood (1988) (Cerna, 2013: 20). 
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usando tanto el modelo top-down como bottom-up dependiendo del conjunto de 
parámetros que describen el contexto de la política y que no son influenciables por los 
diseñadores de la implementación (Matland, 1995:152). 
 
Teniendo en cuenta que la implementación de las políticas púbicas se lleva a cabo con la 
interacción de diversidad de actores en diferentes niveles, que los responsables de la 
política a nivel central como los actores a nivel local son fundamentales para una 
implementación exitosa, y que a su vez el proceso de implementación y sus resultados 
varían de acuerdo al tipo y el contenido de cada política; la presente investigación 
considera que el análisis de la implementación del componente de participación de la 
política pública de atención y reparación integral a las víctimas debe contemplar la 
combinación de los principales elementos de las escuelas top-down (variables a nivel 
macro) y bottom-up (variables a nivel micro). En este sentido se acoge la propuesta teórica 
de Richard E. Matland, la cual se presenta a continuación.  
 
2.2 Modelo de Ambigüedad-Conflicto de la 
implementación de las políticas públicas de Richard E. 
Matland 
 
Frente a las dos corrientes de combinación de las escuelas top-down y bottom-up 
mencionadas anteriormente, el modelo de Ambigüedad y Conflicto propuesto por Richard 
E. Matland en 1995, busca reconciliar los amplios hallazgos encontrados por ambas 
escuelas y explicar cuando es más apropiado aplicar una u otra a partir de un modelo 
síntesis, que más que recoger el listado de variables que pueden afectar el proceso y que 
han venido siendo señaladas a largo de bastantes estudios, pretende profundizar en las 
condiciones y las razones por las cuales dichas variables son importantes y crear bases 
más coherentes que ayuden a una mayor comprensión del proceso de implementación. 
(Matland, 1995:153). En ese sentido, el autor señala la importancia de observar cómo dicho 
proceso varía de acuerdo al tipo de política pública, siendo necesario poner mucha más 
atención en sus características.  
 
El modelo plantea cuatro perspectivas de implementación distintas basadas en los niveles 
de ambigüedad y conflicto que puede presentar una política; el análisis de estas dos 
variables permitirá identificar cuál de dichas perspectivas se ajusta y puede describir el 
proceso de implementación de la política seleccionada. 
 
Antes de explicar la propuesta de Matland, es necesario dar cuenta de las variables más 
importantes a partir de los cuales el autor desarrolla su modelo. En primer lugar, el autor 
define como “implementación exitosa” aquella que es acorde y leal a los objetivos 
establecidos explícitamente en la política por los tomadores de decisiones, quienes fueron 
elegidos democráticamente y por lo tanto sus decisiones tienen un valor superior. En caso 
de que una política carezca de objetivos claramente definidos, el parámetro para calificarla 
como exitosa se complejiza y por lo tanto es necesario apelar a las normas generales de 
la sociedad y los valores también comienzan a jugar un rol (Matland, 1995:155). 
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En segundo lugar se plantea  la noción de conflicto en la política pública. De acuerdo con 
Matland, así como el conflicto juega un papel central para distinguir los diferentes modelos 
de toma de decisiones, también es elemento fundamental para distinguir los procesos de 
implementación. Tanto el modelo de actor racional como el modelo burocrático de toma de 
decisiones de políticas, asumen a los individuos como actores que racionalmente se guían 
por su interés individual. Sin embargo, los modelos de actor racional (Luce and Raiffa 1957; 
Raiffa 1970; Lave and March 1980) señalan que el conflicto no existe ya que hay una 
congruencia y acuerdo entre los objetivos a la hora de tomar las decisiones y por lo tanto 
se puede maximizar el interés personal y el bienestar social, de manera que el problema 
se sitúa es en buscar la mejor vía para lograr los objetivos acordados. Por su parte, desde 
el modelo burocrático (Allison 1971; Halperin 1974) se sostiene que no hay un acuerdo y 
congruencia entre los objetivos y por lo tanto se hace un énfasis especial en el conflicto, 
ya que éste existe además porque hay una interdependencia de los actores e 
incompatibilidad de los objetivos. 
 
Se presenta el conflicto en una política pública cuando los actores ven dicha  política como 
directamente relevante para sus intereses y cuando estos tienen puntos de vista 
encontrados frente a la misma. Al existir el conflicto las acciones cambian y los actores 
acuden a mecanismos tales como la creación de coaliciones, pagos de prebendas, 
intercambio de favores, vigilancia de acuerdos, métodos coercitivos y las acciones suelen 
ser el resultado de un largo proceso de negociación, el cual no busca un acuerdo sobre 
los objetivos sino que se centra en alcanzar acuerdos sobre los medios, sobre las acciones. 
Sin embargo, en la discusión sobre los espacios para llevar a cabo las acciones o sobre 
los medios para alcanzar los objetivos de la política también surgen disputas (Matland, 
1995:156). 
 
Autores de la escuela top-down han manejado el conflicto como un elemento endógeno a 
la política pública que los diseñadores de la misma pueden influenciar y deben intentar 
minimizar, es decir que lo ven como un elemento que puede ser manipulable. Proponen 
entonces delegar la implementación de la política a una agencia con la que haya simpatía, 
el objetivo es disminuir los niveles de conflicto en el proceso de implementación, 
acercándose así al modelo racional de toma de decisiones. Por su parte, la escuela bottom 
–up, sostiene que el nivel de conflicto de una política pública ya está dado y no es 
manipulable.  
 
Para Matland, algunos tipos de conflicto son manejables y es posible hacer políticas con 
mayores niveles de consenso en la medida en que se limiten los cambios que éstas 
conlleven o por ejemplo dando incentivos remunerados para que actores importantes se 
unan.  
 
Pero esto también tiene un límite, algunas políticas son inevitablemente controversiales y 
no hay manera de ajustarlas para evitar el conflicto, ya que en muchas ocasiones la base 
del conflicto es la incompatibilidad de valores y no es posible lograr consensos. El nivel de 
conflicto de una política pública genera un número de efectos e incide en la facilidad con 
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que se pueda acceder al proceso de implementación y en los mecanismos utilizados para 
la resolución del conflicto. Un bajo nivel de conflicto en una política permite un acceso más 
fácil y se usan mecanismos como la persuasión y la solución de los problemas; mientras 
que cuando hay altos niveles de conflicto las barreras para tener acceso a la 
implementación son más altas y se apela comúnmente a la negociación y la coerción 
(Matland, 1995:157). 
 
En tercer lugar, Matland retoma la noción de ambigüedad y sostiene ésta surge en  la 
implementación de una política por la existencia de dos situaciones: la ambigüedad en los 
objetivos y ambigüedad en los medios. Para los modelos top-down por ejemplo, la claridad 
de los objetivos es una variable fundamental que incide directamente en el éxito de una 
política y por lo tanto la ambigüedad en los objetivos es vista como la causante de 
incertidumbre y malas interpretaciones que llevan al fracaso de la política. Sin embargo, el 
autor destaca que estudios (Reagan 1984) han mostrado los efectos disfuncionales de la 
claridad de los objetivos y los efectos positivos de la ambigüedad, de manera que en 
ocasiones ambigüedad y conflicto en los objetivos están negativamente correlacionadas, 
es decir que, entre más claros sean los objetivos es más probable que se generen 
conflictos ya que los actores estarán alerta por la amenaza que pueda representar una 
política y trataran de limitar el alcance de la misma en cuanto a su propuesta de cambio, 
con el fin de que se puedan mantener las estructuras de poder y burocráticas existentes. 
Por lo tanto, la ambigüedad se ha presentado como una vía para limitar los conflictos 
(Matland, 1995:158). 
 
Así pues de acuerdo con el contexto, la ambigüedad puede ser vista como un elemento 
necesario para que nuevas políticas puedan lograr legitimidad, así como el resultado 
natural del proceso político ya que los políticos en su día a día generan políticas con altos 
niveles de ambigüedad en sus objetivos como en sus medios. Se identifica ambigüedad 
en los medios cuando por ejemplo hay incertidumbre acerca de los roles que deben cumplir 
las organizaciones en el proceso de implementación o cuando la complejidad del medio 
hace difícil conocer las herramientas que se deben usar, cómo usarlas y los efectos que 
se pueden generar (Matland, 1995:158). 
 
El grado de ambigüedad de una política pública incide directamente en el proceso de 
implementación, por ejemplo en la habilidad que tengan los superiores para monitorear las 
actividades, en la posibilidad de que la política haya sido entendida de manera uniforme 
en los muchos lugares donde se implementa, en la probabilidad de que los actores locales 
jueguen un rol importante y en que cambien en los diferentes lugares de la implementación 
(Matland, 1995:159). 
 
De acuerdo con las características del proceso de implementación señaladas, Matland 
reafirma lo indicado por Offerdal (1984) y sostiene que el proceso de implementación da 
la posibilidad de aprender nuevos métodos así como también de alcanzar nuevos 




Cuatro perspectivas de implementación 
 
La matriz del Modelo de Conflicto- Ambigüedad presenta cuatro perspectivas de 
implementación de acuerdo a los niveles de ambigüedad y conflicto (alto o bajo) de la 
política pública: Implementación Administrativa, Implementación Política, Implementación 
Experimental e Implementación Simbólica. Para cada tipo se señala el elemento 
fundamental que va a determinar su resultado, es decir, los recursos, el poder, las 
condiciones adecuadas del contexto y coaliciones fuertes respectivamente. 
 
Figura 2-1 Matriz de Ambigüedad- Conflicto del proceso de implementación de la 
política pública 
 
Fuente: Tomado de Matland (1995:160).  Adaptado por Gaviria 
 
a. Implementación Administrativa: Políticas con Bajo nivel de 
Ambigüedad y Bajo nivel de Conflicto 
 
Desde el punto de vista de la teoría del actor racional, el proceso de toma de decisiones 
racionales tiene como prerrequisito contar con bajos niveles de conflicto y de ambigüedad. 
Los objetivos y los medios son dados para poder resolver un problema del cual se tiene 
conocimiento y estas son las características de lo que Matland denomina Implementación 
Administrativa; la cual parte del principio de que los resultados están determinados por los 
recursos con los que se cuenta. Desde esta perspectiva, el proceso de implementación es 
visto como una maquina dirigida por un nivel central que cuenta con los recursos, la 
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información, las capacidades para generar la política deseada. La implementación es 
programada en orden jerárquico y es llevada a cabo por actores que participan de manera 
estable en el tiempo, en donde cada nivel que conforma la cadena jerárquica tiene unas 
responsabilidades y tareas claras, procedimientos estandarizados a desarrollar y por lo 
tanto los niveles de ambigüedad son mínimos.  
 
Así pues los fracasos en este tipo de implementación son vistos como problemas técnicos 
que hacen que la “maquina” falle, tales como: insuficiencia de recursos, malos entendidos 
debido a problemas de comunicación, poco tiempo para poder hacer un buen uso de la 
tecnología, bajos niveles de coordinación, ausencia de una estrategia de monitoreo para 
controlar y sancionar comportamientos indebidos. 
 
Este sistema jerárquico de implementación se encuentra relativamente cerrado a las 
influencias del entorno lo que genera resultados uniformes a nivel micro por medio de 
muchos ajustes. A su vez, de acuerdo con Etzioni (1961), este esquema de 
implementación logra la conformidad de los actores participantes por medio de tres 
mecanismos: normativo, coercitivo y remunerativo8. Este tipo de implementación se acerca 
a los enfoques top-down, ya que ésta escuela proviene de los viejos modelos de la 
administración pública, en donde la administración se encuentra separada de la política y 
a eso alude su efectividad (Matland, 1995:161). 
 
b. Implementación Política: Políticas con Bajo nivel de Ambigüedad y 
Alto nivel de Conflicto 
 
Contar con bajos de niveles de ambigüedad y altos niveles de conflicto, es una 
circunstancia propia de los modelos políticos de toma de decisiones; en donde los actores 
tienen definidos sus objetivos claramente pero hay disenso en la medida en que hay 
incompatibilidad entre dichos objetivos y por lo tanto también a nivel de los medios. La 
Implementación Política parte del principio de que los resultados de la implementación son 
decididos por el poder, es decir que un actor o una coalición de actores pueden tener el 
poder de imponer su voluntad sobre la de otros participantes, pero en otros casos se 
recurre a la negociación para alcanzar un acuerdo. 
 
Para políticas con estas características, la conformidad de quienes están involucrados en 
el proceso de implementación no es automática, ya que si bien puede haber una claridad 
en los objetivos de la política, los recursos son controlados por agencias diferentes a las 
implementadoras y/o por actores que se oponen a los propósitos de la política. El proceso 
                                                          
8 Siguiendo a Etzioni, un mecanismo normativo es aquel que genera conformidad en los 
participantes de una organización cuando comparten la meta que la organización busca o porque 
la persona que solicita una acción goza de legitimidad, por ejemplo un superior en la estructura 
jerárquica. Un mecanismo coercitivo es aquel que amenaza con sanciones el incumplimiento de 
una petición o falla en una acción. Un mecanismo remunerativo se basa en el uso de incentivos 
suficientes, usualmente económicos, para mostrar atractiva la acción o petición que se le hace al 
participante (Matland, 1995:161). 
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de implementación entonces consiste en asegurar el apoyo de aquellos actores que tienen 
los recursos necesarios para lograr el éxito de la política y lograr que el proceso no sea 
frustrado por los opositores de la política. Si bien algunos actores están en desacuerdo con 
los objetivos de la política, el éxito de este tipo de implementación depende de si se tiene 
el poder suficiente para imponerse sobre la voluntad de los otros participantes o de si se 
tienen los suficientes recursos que hagan posible una negociación y lograr acuerdos sobre 
los medios. 
 
Esta perspectiva de implementación se acerca a los planteamientos más recientes 
realizados por los investigadores de la escuela top-down. Los modelos tradicionales de la 
administración pública y las primeras propuestas teóricas de la escuela top-down 
asumieron una mirada administrativa de lo que era esencialmente político y fallaron en ver 
los orígenes de las barreras que surgen en la implementación; sin embargo, las nuevas 
propuestas de dicha escuela si hacen un énfasis importante en los factores políticos a nivel 
de la implementación. Por otro lado, Matland afirma que la escuela bottom-up, la cual 
sostiene que las políticas son decididas en los niveles micro,  se equivoca al no tener en 
cuenta la fuerza y poder que puede despertar un asunto problemático cuando está 
claramente definido y explícitamente formulado. De manera que una política puede 
generar una contundente oposición a nivel local frente a los medios que se están usando, 
pero las autoridades centrales pueden tener el suficiente poder para imponer su plan sobre 
otros participantes.  
 
c. Implementación Experimental: Políticas con Alto nivel de 
Ambigüedad y Bajo nivel de Conflicto 
 
Cuando una política muestra altos niveles de ambigüedad y bajos niveles de conflicto los 
resultados van a depender, en gran parte, de los actores que están más activos y 
comprometidos. El principio básico que guía este tipo de implementación es que las 
condiciones del contexto dominan el proceso de implementación, por lo tanto los resultados 
dependen de los recursos y actores presentes en el escenario de la microimplementación. 
La ambigüedad de la política hace que la implementación sea diferente en cada lugar ya 
que se involucraran actores con percepciones diversas sobre la política, bajo distintas 
presiones, con o sin disponibilidad de recursos, lo que hace que los resultados de la política 
varíen fuertemente de un lugar a otro. Este tipo de implementación experimental se 
identifica en casos donde las preferencias son problemáticas y la tecnología es incierta, de 
manera que el elemento crucial es saber con qué participantes se cuenta y la intensidad 
de su participación.  
 
La ausencia de conflicto abre la posibilidad de que participen un alto número de actores 
que tendrán la oportunidad de moldear significativamente la política. Este tipo de 
implementación está más abierta a las influencias externas que los otros, de manera que 
las políticas van mutando como un experimento natural. Políticas con objetivos y medios 
planteados de manera ambigua se incluyen dentro de esta perspectiva, así como también 
las políticas que tienen objetivos claros pero los medios para la implementación son 
totalmente ambiguos. Para las políticas con estas características, es más importante mirar 
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los procesos de aprendizaje que mirar el éxito de los resultados, ya que estas políticas se 
llevan a cabo en áreas poco conocidas y por lo tanto es difícil generar una programación 
de la implementación; la ambigüedad entonces puede ser vista como una oportunidad para 
aprender nuevos medios y plantearse nuevos objetivos. 
 
La escuela bottom-up ha mostrado mayor habilidad para describir el proceso de 
implementación cuando se tienen políticas con las características mencionadas en esta 
perspectiva, ya que hace un énfasis en las oportunidades de los actores a nivel local y hay 
una mayor tolerancia a la ambigüedad. 
 
d. Implementación Simbólica: Alto nivel de Ambigüedad y Alto nivel 
de Conflicto 
 
Aunque  investigadores sostienen que una política ambigua disminuye el conflicto, como 
ya se mencionó anteriormente, se han identificado políticas con altos niveles de 
ambigüedad y conflicto como es el caso de políticas que invocan símbolos destacados 
para una sociedad. Las políticas simbólicas juegan un papel importante en la confirmación 
de nuevos objetivos, en la reafirmación de compromisos frente antiguos objetivos y para 
enfatizar en la importancia de nuevos valores y principios (Olsen 1970, en Matland 
1995:168). De acuerdo con Matland, un alto nivel de conflicto es importante porque éste 
estructura la manera cómo las soluciones son desarrolladas y un alto nivel de ambigüedad 
genera resultados que varían de un lugar a otro. El principio que guía este tipo de 
implementación es que la fuerza de coalición a nivel local determina los resultados. 
 
La ambigüedad en este tipo de políticas estimulará la proliferación de interpretaciones y 
generará una competencia frente a la correcta visión o interpretación de la misma. Los 
actores ven sus intereses atados a una definición específica de la política y por lo tanto es 
probable que se genere competencia entre coaliciones en los diferentes lugares. Las 
condiciones del contexto a nivel local afectaran los resultados ya que éste incide en la 
fuerza de coalición, a su vez los resultados están más delimitados y menos diferenciados 
que en los casos de una implementación experimental porque las coaliciones de oposición 
tiene la capacidad de poner límites sobre la política aun cuando no puedan determinar su 
contenido. 
 
Las políticas dirigidas a redistribuir el poder o bienestar son ejemplos de políticas cuya 
implementación es de tipo simbólica. Los objetivos de estas políticas con frecuencia 
brindan poca información acerca de cómo proceder, aunque los símbolos son suficientes 
para generar oposición antes de formular cualquier plan. Las políticas de implementación 
simbólica son conflictivas y por lo tanto existen similitudes con la implementación política. 
En estos casos los actores están intensamente involucrados, los desacuerdos se 
resuelven por medio de la negociación o la coerción, y la resolución de conflictos y la 
persuasión son usadas para alcanzar acuerdos limitados. Sin embargo, la implementación 
simbólica difiere de la implementación política cuando considera que es la fuerza de 
coalición a nivel micro, y no a nivel macro, la que determina el resultado de la 
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implementación; esta diferencia justamente se presenta debido al alto nivel de ambigüedad 
que tiene la implementación simbólica en sus medios y por no contar con un objetivo 
general como referente. En la medida en que este tipo de política simbólica vaya 
disminuyendo sus niveles de ambigüedad a partir de las discusiones y concreción de 
medios y clarificación frente a los objetivos, les permitirá a los actores del nivel central tener 
la oportunidad de ejercer más control e influencia y por lo tanto acercarse al tipo de 
implementación política. 
 
Siguiendo a Matland, los casos de implementación simbólica, es decir donde el conflicto y 
la ambigüedad son esenciales a la política, no pueden ser debidamente descritos ni desde 
la escuela top-down ni bottom-up. Se necesita entonces identificar las facciones que a nivel 
local compiten, además de los factores del contexto que afectan a dichas facciones en 
competencia como se propone desde la escuela bottom-up, pero teniendo en cuenta la 
naturaleza política de sus interacciones como lo sugiere la escuela top-down, para lograr 
explicaciones precisas de los resultados de las políticas. 
 
Finalmente, acogiendo las lecciones de décadas de investigación sobre la implementación 
de las políticas públicas, la presente investigación se suma a la tendencia de acoger un 
enfoque o aproximación multiteórica para el análisis del proceso de implementación, que 
tenga en cuenta que la complejidad y las particularidades de cada lugar, momento, área, 
sector, estructura y capacidades que se deben tener en cuenta para ejecutar la política; en 
ese sentido, se acoge el Modelo de Conflicto-Ambigüedad de la implementación de 
Matland como guía para el análisis, ya que permite retomar las principales fortalezas y 
minimizar las debilidades de las dos escuelas más predominantes (top-down y bottom-up), 
así como lograr niveles de interacción y articulación entre ambas. 
 
Teniendo en cuenta las variables de conflicto y ambigüedad, se considera que la política 
de atención y reparación integral a las víctimas y por lo tanto su componente de 
participación, reúne las características de lo que Mantland ha denominado implementación 
política. Para conocer algunos de los elementos que se tuvieron en cuenta para definir el 
tipo de implementación de la política véase en el Anexo B. Análisis de la política de 
Atención y Reparación Integral a las víctimas del conflicto armado según las variables de 
conflicto y ambigüedad de Richard E. Matland.  
 
2.3 Las víctimas del conflicto armado y su organización 
 
Noción de víctimas de conflicto armado 
 
De acuerdo con la Ley 1448 de 2011, víctima del conflicto armado son aquellas personas 
que individual o colectivamente han “sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º 
de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de 
Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.  
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También son víctimas el cónyuge, compañero o compañera permanente, parejas del 
mismo sexo y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima 
directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. A falta de 
estas, lo serán los que se encuentren en el segundo grado de consanguinidad ascendente.  
De la misma forma, se consideran víctimas las personas que hayan sufrido un daño al 
intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización.  
La condición de víctima se adquiere con independencia de que se individualice, aprehenda, 
procese o condene al autor de la conducta punible y de la relación familiar que pueda existir 
entre el autor y la víctima” (Artículo 3, Ley 1448 de 2012). 
 
Esta definición de víctima no está exenta de críticas, ya sea por las limitaciones temporales 
para la inclusión de las personas víctimas del conflicto armado en el sistema de atención 
y reparación integral o porque al incluir a una persona en la categoría de “víctima” en aras 
de facilitar su identificación por parte del Estado, restringe la historia, la identidad y la 
experiencia de los sujetos a una sola vivencia, la de la victimización, lo que marca la 
manera como la institucionalidad y la sociedad establece una relación con estás personas. 
 
Más allá de la definición jurídica de quién es víctima o no, este término implica tener en 
cuenta elementos sociológicos, psicológicos e históricos, cuando se busca darle 
centralidad a las voces de las víctimas en medio de un conflicto. En primer lugar, es 
importante señalar que la violencia no ha afectado de manera aislada a algunas personas 
sino que ha dejado una huella profunda en las comunidades y en diversos grupos 
poblacionales. En este sentido, si bien se identifican daños personales, estos no se pueden 
entender sin el contexto que le da sentido, por lo tanto el trabajo de las víctimas no se limita 
a estas sino que debe tomar en cuenta al conjunto de la población.  
 
Algunas personas prefieren evitar el término “víctima”, ya que éste trae consigo un cierto 
modo de estigmatización debido a las experiencias vividas y exalta el sufrimiento, la 
impotencia, la pasividad y deja de lado la capacidad de las personas para enfrentar las 
adversidades y superar lo sucedido; por esta razón prefieren términos como el de 
“sobreviviente” (CNMH, 2013:33). Sin embargo, teniendo en cuenta estas observaciones, 
para esta investigación es fundamental señalar que cuando se hace referencia a una 
víctima, se habla de una persona que “como resultado de acciones u omisiones que 
constituyen violaciones de derechos humanos o de normas del derecho humanitario, sufre 
daño físico o mental, sufrimiento emocional, pérdidas económicas o imposibilidad de 
ejercer sus derechos fundamentales como persona” (IIDH, 2006:75). Algunas personas 
son víctimas directas, ya sea porque han sido asesinadas, desaparecidas, desplazadas, 
despojadas, secuestradas, torturadas, violadas, molestadas sexualmente, heridas o 
porque ha sufrido la pérdida de un familiar. Otras personas se convierten en víctimas 
porque han sido testigos de algunas de estas violaciones a los derechos humanos contra 
amigos, familiares o miembros de su comunidad.  A su vez, las víctimas pertenecen a 
comunidades o grupos sociales que fueron violentados en razón de su ideología, identidad 
étnica, de género, o por la propiedad de la tierra o por ser considerados subversivos; por 
lo tanto cada persona que ha sido víctimizada tiene una experiencia propia, unas 
necesidades y competencias diferentes que la hacen enfrentar el dolor y procesar sus 
traumas y perdidas de manera particular. 
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La violencia afecta de maneras diversas a las personas y a las comunidades de acuerdo 
a la forma que adopta, su intensidad, el tiempo que dura, entre otras condiciones; pero 
estas diferencias también se relacionan con la edad, género, etnia y posición social de las 
víctimas. Por su parte, las víctimas en ocasiones tienen miedo, se sienten paralizadas ante 
el ambiente hostil que enfrentan cotidianamente a raíz de la persistencia del conflicto 
armado, siendo en muchas ocasiones revictimizadas y estigmatizadas; pero por otro lado 
se encuentra su necesidad de conocer la verdad, de que se reconozcan los hechos que 
las afectaron, así como su dignidad o la de sus familiares.  
 
La víctima, ya sea un grupo o una persona, desde el marco de la presente investigación  
es considerada como sujeto de derechos y que cumple un papel social de “resistencia 
activa con el fin de evitar la impunidad y la desmemoria, reconociendo y reconociéndose 
no solo en el sufrimiento sino también y especialmente en la condición de actores y actoras 
sociales en el intento de que se haga justicia, se reparen los daños ocasionados y se 
garantice la no repetición de las violaciones. En este contexto, la idea de víctima se 
constituiría como eje vertebrador y motor de cambio. Nombrarse víctima o sobreviviente 
significaría la posibilidad de reconocimiento y dignificación, ya que lo que no se nombra no 
existe y difícilmente se reconoce” (CNMH, 2013:34) 
 
La organización de las víctimas  
 
La búsqueda de la realización de intereses y derechos que requieren de la atención del 
Estado, lleva a las víctimas y sus organizaciones a intervenir en la actividad pública a partir 
de un conjunto de acciones por medio de las cuales se involucran en el debate, 
construcción, evaluación, gestión y desarrollo de asuntos públicos que les afectan o que 
son de su interés; lo que implica de antemano una interacción con el Estado y la sociedad 
así como también un importante proceso de agrupación en variedad de organizaciones.  
 
Se entiende como organización a aquellas “formaciones sociales, de totalidades 
articuladas con un círculo precisable de miembros y una interna diferenciación de 
funciones. En segundo lugar, tienen de común el estar orientadas de una manera 
consciente hacia fines y objetivos específicos. Y en tercer lugar, tienen de común el estar 
configuradas racionalmente, al menos en su intención, con vistas al cumplimiento de estos 
fines u objetivos” (Mayntz, 1967: 56). Por su parte, Malinowski sostiene que la organización 
social alude a la manera como los individuos organizan sus relaciones con el fin de 
satisfacer sus necesidades biológicas, psicológicas y sociales (En Uricoechea, 2002:25, 
26). Además de constituirse en un medio para el logro de fines y necesidades identificadas 
como comunes, Torres Carrillo afirma que las personas construyen procesos organizativos 
“para hacer viables proyectos y utopías compartidas”. A su vez, las organizaciones 
contienen un sistema socioestructural, es decir, cuentan con estructuras de poder, 
recursos, estrategias de acción y procesos, y además tienen un sistema cultural 
conformado por símbolos, ritos, lenguajes y valores compartidos que definen su propia 
identidad y que hacen que una organización sea particular frente a otras organizaciones 
pares y en los escenarios de acción (Torres Carrillo, 2006:3,8). 
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A su vez, las organizaciones como actores sociales y políticos que exigen sus derechos 
“entienden que su intencionalidad política no consiste en tomar el poder, sino en construir 
poder desde todos los espacios sociales, entendido como proyecto alternativo y 
articulación colectiva, como capacidad para gestar y desarrollar proyectos viables que se 
consideran legítimos en función de sus ideales y principios, de generar nuevos esquemas 
de participación y organización que fortalezcan la capacidad de la población para enfrentar 
eficazmente sus problemas…”. (Torres, 2007: 225). Es decir que los escenarios diseñados 
para la participación de la ciudadanía en los procesos de formulación, implementación y 
veeduría de las políticas, se constituyen en escenarios fundamentales para que grupos 
sociales, como es la población que ha sido víctimizada, pueda incidir en su realidad y lograr 
los objetivos de restablecimiento y protección de sus derechos. 
 
La lucha por la verdad, la justicia, la reparación y las medidas de no repetición de las 
violaciones a los derechos humanos ha sido el objetivo que han asumido las 
organizaciones de víctimas, en la mayoría de los casos, acompañadas por las 
organizaciones defensoras de derechos humanos. Las personas que han sido victimizadas 
han generado procesos organizativos con miras a lograr su reconocimiento como sujetos 
de derecho por parte del Estado y la sociedad, denunciar los hechos violentos que 
afectaron su integridad o la de sus comunidades y exigir el restablecimiento de sus 
derechos como víctimas y ciudadanos. Este rol que han desempeñado las organizaciones 
de víctimas ha sido fundamental, ya que ha permitido que se mantenga la memoria viva, 
que se informe a la opinión pública sobre su situación, que se ejerza presión ante las 
autoridades públicas, así como también han brindado apoyo legal y moral a las víctimas, 
contribuyendo a restaurar su dignidad y confianza. 
 
Los procesos organizativos de la población víctima del conflicto armado han sido muy 
diversos, en cuanto a sus participantes, demandas, formas de organización, medios y 
escenarios de acción. Así pues se encuentran organizaciones conformadas de acuerdo al 
hecho victimizante: organizaciones de población que ha vivido el desplazamiento forzado, 
organizaciones de familiares de víctimas de desaparición forzada, el movimiento de 
víctimas de crímenes de Estado, organizaciones de víctimas del secuestro, organizaciones 
de víctimas de MAP (minas antipersonal) y MUSE (municiones sin explotar), 
organizaciones de víctimas de violencia sexual, entre otras. Algunas organizaciones 
trabajan a nivel nacional mientras otras desarrollan su trabajo a nivel local como es el caso 
de víctimas de hechos puntuales de violencia en los territorios (masacres por ejemplo). A 
su vez, si bien las organizaciones buscan el restablecimiento de los derechos de las 
víctimas, se encuentran diferencias en la aplicación de los medios y acciones a través de 
los cuales dichos objetivos se quieren alcanzar; unas privilegian la denuncia y 
confrontación del Estado a través de vías de hecho o acciones legales, otras buscan la 





2.4 La participación  y sus niveles 
 
La participación  
 
La presente investigación entiende la participación como un “proceso social que resulta de 
la acción intencionada de individuos y grupos en busca de metas específicas, en función 
de intereses diversos  y en el contexto de tramas concretas de relaciones y de poder” 
(Vásquez y González, 2003:19). A su vez, Giorgis (2008: 391, 392) enfatiza que la 
participación es una praxis de “sujetos históricos” que buscan intervenir “en los procesos 
de organización de la vida social, política, económica, cultural de su propio contexto, de 
manera explícita o más o menos reservada”. Es decir, que la participación no solo se da 
en medio de un contexto particular y es desarrollada por actores que son fruto de las 
experiencias, intereses y visiones del mundo, sino que busca incidir en el mismo, de tal 
manera que tiene un carácter político.  
 
De acuerdo con el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, la participación política 
“es toda actividad de los miembros de una comunidad derivada de su derecho a decidir 
sobre el sistema de gobierno, elegir representantes políticos, ser elegidos y ejercer cargos 
de representación, participar en la definición y elaboración de normas y políticas públicas 
y controlar el ejercicio de las funciones públicas encomendadas a sus representantes” 
(Revista IIDH, 2001-2002: 9-10). Desde este punto de vista, la participación cumple un 
papel fundamental “en la defensa de los derechos humanos, tanto los civiles y políticos 
como los sociales, culturales y económicos o los de la defensa del medio ambiente y los 
de las generaciones futuras” (Giorgis, 2008: 391, 392).  
De acuerdo con lo anteriormente mencionado, la participación de las organizaciones de 
víctimas en los escenarios creados por la ley, puede definirse como participación política, 
en la medida en que buscan incidir en el proceso de elaboración e implementación de las 
políticas públicas que directamente las afectan, de manera que como resultado final, el 
Estado garantice los derechos de los que son titulares.  
 
Formas y funciones de participación  
 
Ahora bien, teniendo en cuenta que la presente tesis buscar analizar la implementación 
del componente de participación de la política de atención y reparación integral a las 
víctimas del conflicto armado, es importante tener en cuenta que la participación puede 
asumir múltiples formas y servir a diferentes intereses, y es justamente esta “versatilidad” 
lo que genera una amplia gama de experiencias, muchas de las cuales no reflejan 
precisamente un proceso participativo. 
 
Sara White, sostiene que la participación es un asunto político que envuelve interrogantes 
que generan tensiones: quiénes participan, cómo participan y en qué términos; se 
desarrolla en escenarios que no son neutrales para las personas que quieren expresar sus 
intereses y posiciones; y es un proceso dinámico en donde sus formas y funciones pueden 
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volverse en un aspecto de conflicto y lucha (White, 1996: 6). Existen dos aspectos 
fundamentales a tenerse en cuenta en las políticas de participación. El primero, tiene que 
ver con quiénes participan, frente a lo cual White sostiene que las personas y grupos 
sociales no son homogéneos y que se necesitan mecanismos especiales para que quienes 
se encuentran en situaciones de desventaja puedan participar. Un segundo aspecto, es el 
nivel de participación, en donde la autora afirma que la participación de la gente en la 
implementación de un programa o política no es suficiente, sino que ésta debe darse a 
nivel de la gerencia y toma de decisiones.   
 
En este sentido, la autora propone un marco de referencia interesante para el análisis de 
la participación en la medida en que permite visualizar cómo a partir de los intereses de 
las personas que participan y de quienes diseñan e implementan las políticas y proyectos 
en donde se invita a participar, se perfilan cuatro formas de participación cada una con una 
función particular. 
 
Tabla 2-1 Formas y funciones en la participación 
Forma de 
participación 
Intereses frente a la participación Función de la 
participación Top-Dow Bottom-up 
Nominal  Legitimación  Inclusión  Mostrar, demostrar 
Instrumental  Eficiencia  Costo Es medio 
Representativa Sostenibilidad Apalancamiento  Dar la voz 
Transformativa Empoderamiento  Empoderamiento  Es medio y fin 
Fuente: Tomado de White (1996:7).  Adaptado por Gaviria 
 
La tabla anterior nos muestra la existencia de cuatro formas de participación: nominal, 
instrumental, representativa y transformadora; en donde cada una presenta los intereses 
de quienes diseñan e implementan la política frente a la participación (top down), de 
quienes participan (bottom-up); así como la función que cumple cada forma de 
participación. Esta tipología de White es una herramienta que puede permitir una mayor 
practicidad en la elaboración del análisis, sin embargo en la realidad ninguno de estos tipos 
de participación se da de manera “pura”, sino que a lo largo de un proceso se puede 
presentar la combinación de intereses y por lo tanto identificarse diferentes tipos de 
participación.  
 
Participación Nominal: En este caso, se identifica que los diseñadores e implementadores 
de la política promueven la participación con el fin de que ésta se legitime a partir de la 
asistencia, de las personas destinatarias de la política, a actos o reuniones concretas de 
acuerdo a lo establecido por ellos mismos. Por su parte, muchas personas afirman hacer 
parte del proceso al que son invitadas pero raramente asisten o se involucran de lleno en 
el mismo: sin embargo, se mantienen allí para sentirse incluidas y poder acceder a posibles 
beneficios que se ofrezcan por su presencia (White, 1996:8). 
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Participación Instrumental: En ocasiones la participación de las comunidades en algunos 
proyecto o programas se promueve por ejemplo con el fin de sustituir mano de obra y se 
asume su participación como la contrapartida que aportan los destinatarios de dichos 
programas, lo cual ayuda a garantizar su compromiso. Este tipo de participación responde 
al interés de eficiencia de los financiadores de la iniciativa. Por su parte, para las personas 
esta participación es vista como un costo, ya que deben sacrificar su tiempo y energías, 
sin embargo, lo hacen porque consideran que es una opción viable para lograr la garantía 
de algún bien o servicio, por esta razón la participación más que ser valorada tiene es un 
carácter instrumental. La participación es un medio para lograr algo que beneficia a la 
población y costo-efectivo para los financiadores (White, 1996:8). 
 
Participación representativa: En este tipo de participación los destinatarios de una política 
o proyecto son convocados por los diseñadores e implementadores a dar su punto de vista, 
sus opiniones frente a la misma, de manera que les permite asegurarse de conocer que 
están pensando las comunidades y evitar crear algo inapropiado y por esta vía responden 
a su interés de sostenibilidad de la política. Para las personas, participar en estos 
escenarios es la posibilidad de dar a conocer sus posiciones, asegurar algún tipo de apoyo  
e influenciar la manera como la política o el proyecto se implementará y será direccionado. 
La participación entonces asume un carácter representativo, ya que es una forma efectiva 
a través de la cual la gente puede expresar sus propios intereses (White, 1996:8).   
 
Participación transformativa: En esta modalidad, tanto para quienes diseñan e 
implementan la política como para quienes son destinatarios de la misma, la participación 
es vista como empoderamiento, es decir, que la experiencia práctica de estar involucrado 
en un proceso de estudiar y considerar opciones, tomar decisiones y actuar colectivamente 
en contra de las injusticias es, en sí misma, transformativa. Esto conduce a tener una 
mayor conciencia sobre qué hace y mantiene a la gente empobrecida y a aumentar la 
confianza en las habilidades para hacer la diferencia y generar cambios. El 
empoderamiento es usualmente visto como un proceso manejado desde abajo, esto es 
debido a que tiene que involucrar a los de abajo, otros actores pueden apoyar pero no 
pueden llevar a cabo dicho proceso. Sin embargo, como se ve en la tabla, el 
empoderamiento puede ser el interés de los de arriba (top-down), cuando éstos están 
trabajando en solidaridad con los más desfavorecidos. En esta modalidad, la participación 
es al mismo tiempo un medio para empoderar y también un fin en sí misma, rompiendo la 
división entre medios y fines presente en las otras formas de participación descritas. Este 
proceso nunca terminará porque es una dinámica continua que transforma la realidad de 
la gente, su percepción y sentido de la misma (White, 1996: 8,9).  
 
Como puede verse en cada una de las formas de participación mencionadas, los intereses 
de quienes dirigen una política no siempre encajan con los intereses de las comunidades 
y personas que serán afectados por la misma. Si bien, el patrón predominante es el uso 
de la participación como legitimación o eficiencia desde las esferas de poder, siempre 
existe el potencial de que la participación sea “cooptada” desde abajo por parte de quienes 
se encuentran en situaciones de mayor desventaja para usarla como una manera para 
apalancar sus ideas e intereses y empoderar. Sin embargo, no siempre la participación es 
un interés de la población pobre o en situaciones de desventaja, esto siempre depende de 
sus alcances  y los términos en las cuales es ofrecida. 
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A su vez, la autora sostiene que la participación es un proceso complejo y más abstracto 
en donde el poder está inserto e incide en la negociación para determinar cuáles intereses 
se favorecen sobre otros. Los intereses entonces, reflejan las amplias relaciones de poder 
en una sociedad y los procesos de participación en sí mismos dan forma a la constitución 
de intereses. Así pues, cualquiera que sea la propuesta de desarrollar políticas o proyectos 
que incluyan la participación, éstos no escapan de las limitantes que se derivan de las 
relaciones de poder en una sociedad y que si bien en varios casos las personas 
participantes no expresan explícitamente sus intereses, percepciones y juicios, eso no 
quiere decir que no los tengan sino que en ocasiones no creen que estos puedan ser 
alcanzados o se encuentran bajo unas relaciones de poder que no les permite decirlos.   
 
Por otro lado, es necesario no perder de vista que ante la fuerte crisis de credibilidad y 
legitimidad de las instituciones de la democracia representativa  (partidos políticos, 
políticos, parlamento) se ha apelado a los instrumentos de participación y democracia 
participativa para subsanar las limitaciones de dichas instituciones representativas; 
generándose una relación de “complementariedad” para unos o de “remedio” para otros9. 
En este sentido, “las dinámicas representativas no electorales están presentes en las 
modalidades de acción pública que se manifiestan en la sociedad civil y en la conducción 
de las políticas públicas” y se caracterizan por poseer los siguientes elementos que están 
determinados por los contextos en donde se lleva a cabo la representación: procesos de 
autorización (se definen las condiciones de autorización, ¿quién puede elegir, quién puede 
ser elegido, en qué contextos hay individuos o grupos que dicen representar ideas, 
intereses o personas?), contenidos de la representación (es decir las demandas, iniciativas 
o programas de política que son promovidos y defendidos por un representante), 
modalidades de control o rendición de cuentas (se define cómo se evalúa la 
representación, las sanciones o acciones a tomar, y los instrumentos para llevar a cabo 
una rendición de cuentas) (Monsiváis 2013: 48, 58, 59) 
 
Finalmente, es importante enfatizar en que la participación siempre traerá consigo 
conflicto, ya que si por medio de ésta los que no tienen voz pueden ganar voz y este cambio 
reta las relaciones de poder existentes a nivel de un grupo social o en la sociedad en su 
totalidad,  el cambio “duele”, como lo expresa White, y desencadena conflictos (White, 
1996: 12-15). 
                                                          
9 A su vez, Monsiváis sostiene que la escala y complejidad de los sistemas políticos 
contemporáneos hacen inviable “una concepción de la democracia en la que normativamente se 
espera un vínculo inmediato entre el ciudadano y las decisiones colectivas”, es decir de democracia 
directa. Y afirma, “es poco realista esperar que millones de personas se involucren directamente en 
las decisiones políticas y legislativas de un régimen, aunque se tenga la expectativa de que el 
desarrollo tecnológico ponga remedio a este problema algún día. Inclusive si las tecnologías de la 
información llegan a comunicar instantáneamente a millones de personas, persiste, no obstante, un 
problema de carácter funcional. Las decisiones políticas suponen un conocimiento especializado y 
el dominio de la técnica jurídica; demandan a la vez profesionalización, capacidades de negociación, 
deliberación e intercambio, y recursos que no están distribuidos de manera uniforme: tiempo, dinero 
y disposición”. Autores como Dahl (1989), Habermas (1998) y Held (2006), entre otros, han 
profundizado en el tema y abogado por la democracia contemporánea teniendo en cuenta las 
complejidades de las sociedades modernas (Monsiváis 2013: 52,53) 
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El marco teórico presentado anteriormente será de utilidad para poder interpretar y analizar 
el proceso de implementación del componente de participación de la política de atención y 
reparación integral a las víctimas, en la medida en que a partir del modelo de Matland se 
podrán identificar las características de la política, el tipo de implementación que se 
esperaría de la misma y por lo tanto contrastar con la realidad de lo que ha sido la 
implementación de dicho componente.  
 
Ahora bien, teniendo en cuenta que los estudios realizados sobre la participación de las 
víctimas han destacado como obstáculo importante para el logro de sus objetivos, las 
restricciones que tienen los escenarios de participación a nivel local para tomar decisiones 
de fondo sobre la implementación de la política debido a que esta facultad la tienen las 
entidades coordinadoras de la política a nivel central (Vargas Reina 2014, 2012; Naranjo 
G., Lopera M., Granda V. 2009), vale la pena preguntarse ¿qué sucede con la participación 
de las víctimas en los espacios nacionales de participación generados por la Ley 1448 de 
2011 que tienen una cercanía con los escenarios centrales de toma de decisiones?, 
¿Existe alguna relación entre el tipo de implementación del componente de participación, 
de acuerdo con el esquema propuesto con Matland, y el tipo de participación que han 
ejercido las víctimas de acuerdo con la propuesta de White? 
 
Para poder dar respuestas a estas preguntas, en el siguiente capítulo se hará una 
presentación del diseño institucional del componente de participación de la política pública, 
para pasar posteriormente a analizar los elementos claves que permiten caracterizar la 
política pública y el componente de participación como una  implementación política y su 




Capítulo 3. El diseño institucional del 
componente de participación de las Víctimas 
en la política pública de Atención y 




En el año 2011 el Estado colombiano dio un significativo paso adelante en la protección y 
garantía de los derechos de las víctimas: creó la Ley 1448 o Ley de Víctimas y Restitución 
de Tierras. No obstante, este hecho tiene antecedentes importantes que fueron nutriendo 
el camino para llegar a la mencionada ley. En 1997, se promulgó la Ley 387, por la cual se 
adoptaron medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, 
consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia 
en Colombia, y crea el Sistema Nacional de Atención Integral a la población Desplazada 
por la Violencia -SNAIPD- y el Consejo Nacional de Atención Integral a la Población 
Desplazada por la Violencia –CNAIPD- como órgano consultivo y asesor, encargado de 
formular la política y garantizar la asignación presupuestal de los programas que 
ejecutaban las entidades del SNAIPD.  
 
Posteriormente, siete años después, la Corte Constitucional en la sentencia T-025 de 2004 
declaró el estado de cosas inconstitucional en relación a la situación de los derechos de la 
población en condición de desplazamiento forzado; es decir, que la Corte estableció que a 
pesar de las disposiciones de la Ley 387, existía una violación masiva y reiterada de 
derechos humanos de dicha población y que fallas estructurales de las políticas del Estado 
colombiano eran un factor que había contribuido a esta violación (Rodríguez y Rodríguez, 
2010: 13). La sentencia T-025, surtió un efecto desbloqueador del aparato estatal 
encargado de atender a la población desplazada y buena parte de las políticas destinadas 
al restablecimiento de los derechos de la población víctima del conflicto existen gracias a 
la sentencia (Rodríguez y Rodríguez, 2010: 42). 
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Es así como la Ley 1448 de 2011, por primera vez en más de medio siglo de conflicto 
armado, y fruto de los proceso de incidencia de las organizaciones de víctimas, de las 
organizaciones nacionales e internacionales defensoras de derechos humanos y de la 
declaratoria del estado de cosas inconstitucional por parte de la Corte Constitucional; las 
personas afectadas por diferentes hechos víctimizantes en el marco del conflicto armado 
empezaron a ser reconocidas en la legislación como sujetos de derecho, de una reparación 
integral y una atención especial por parte del Estado y toda la sociedad.   
 
Tabla 3-1 Referentes normativos sobre la participación de las víctimas del conflicto 
en Colombia a partir de la Ley 1448 de 2011 
Título Contenido 
Ley 1448 de 2011 
Por la cual se dictan medidas para la atención, asistencia y 
reparación integral de las víctimas del conflicto armado y se dictan 
otras disposiciones 
Decreto Ley 4633 de 2011 
Por medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, 
reparación integral y de restitución de  derechos territoriales a las 
víctimas pertenecientes a pueblos indígenas 
Decreto Ley 4634 de 2011 
Por medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, 
reparación integral y de restitución de tierras a víctimas 
pertenecientes al pueblo rom o gitano 
Decreto Ley 4635 de 2011 
Por medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, 
reparación integral y de restitución de tierras a víctimas 
pertenecientes a comunidades negras, afrocolombianas, raizales 
y palenqueras 
Decreto 4800 de 2011 
Por medio del cual se reglamenta la Ley 1448 de 2011 y se dictan 
otras disposiciones 
Resolución 0388 de 2013 
Protocolo de 
Participación 
Por la cual se adopta el Protocolo de Participación efectiva de las 
Víctimas del Conflicto Armado 
Resolución 0588 de 2013 
Por el cual se modifican disposiciones de la Resolución 0388 del 
10 de Mayo de 2013 por medio de la cual se adopta el Protocolo 
de Participación efectiva de las Víctimas del Conflicto Armado y se 
dictan otras disposiciones 
Resolución 01448 de 2013 
Por el cual se modifican disposiciones de la Resolución 0388 del 
10 de Mayo de 2013 por medio de la cual se adopta el Protocolo 
de Participación efectiva de las Víctimas del Conflicto Armado y se 
dictan otras disposiciones 
Resolución 00544 de 2014 
Por la cual se regula la tabla de valores de la Unidad de Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas para el reconocimiento de 
apoyos destinados a garantizar la participación efectiva de los 
miembros de la Mesa Nacional de Participación de las víctimas  del 
conflicto armado y a sus representantes a los demás espacios de 
participación. 
Resolución 00828 de 2014 
Por el cual se modifican las Resoluciones 0388 de 2013 de 10 de 
Mayo de 2013, la 0588 de 13 de junio de 2013 y la 01448 de 26 de 
diciembre de 2013 
Fuente: Elaborado Gaviria para la presente investigación 
 
Se generó una nueva institucionalidad encargada de poner en marcha las acciones del 
Estado para atender y reparar integralmente a la población víctima, nace entonces la 
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Unidad de Atención y Reparación Integral para las Víctimas -UARIV-  (en adelante, Unidad 
de Víctimas) y la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas (en adelante, Unidad de Tierras). A su vez, surge el Sistema Nacional de 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas –SNARIV- conformado por 
aproximadamente 50 entidades nacionales, las entidades territoriales, 4 programas 
nacionales, las Mesas Municipales, Departamentales y Nacional de Participación de 
Víctimas, y el Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –
CEARIV-, como máxima instancia de decisión del SNARIV, en donde se establecen las 
políticas, estrategias e instrumentos de planificación, gestión, seguimiento y evaluación, 
de cada uno de los componentes de la política. La puesta en marcha y coordinación de 
este sistema es liderado por la UARIV. 
 
 
Tabla 3-2 Entidades de conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas –SNARIV- 
 
Componentes de Política Entidades 
 
Ayuda Humanitaria, 
Atención y Asistencia  
 
1. Unidad de Atención y Reparación Integral para las 
Víctimas –UARIV-  
2. Departamento para la prosperidad social  
3. Defensoría del Pueblo 
4. Personerías 
5. Ministerio de Relaciones Exteriores  
6. Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF- 
7. Ministerio de Salud y Protección Social  
8. Ministerio de Educación 
9. Instituto Colombiano de Crédito y estudios Técnicos en el 
Exterior –ICETEX- 
10. Servicio Nacional de Aprendizaje –SENA- 
11. Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial 
12. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
13. Fiscalía General de la Nación 
14. Registraduría Nacional del Estado Civil 
15. Instituto Nacional de Medicina Legal y Forense 
16. Agencia Colombiana para la Reintegración –ACR- 
17. Agencia Colombiana para la Superación de la Pobreza 
Extrema –ANSPE-  
18. Alta Consejería para las Regiones y la Participación 
Ciudadana 
19. Alta Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer 
Reparación Integral 20. Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución 
de Tierras Despojadas 
21. Instituto Geográfico Agustín Codazzi 
22. Instituto Colombiano de desarrollo Rural –INCODER- 
23. Superintendencia de Notariado y Registro  
24. Ministerio de Justicia y del Derecho 
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25. Consejo Superior de la Judicatura- Sala Administrativa 
26. Fondo Nacional de Vivienda 
27. Banco Agrario  
28. Fondo para el Financiamiento del sector Agropecuario  -
Finagro- 
29. Banco de comercio Exterior –Bancoldex- 
30. Superintendencia Financiera de Colombia 
31. Superintendencia de Industria y Comercio 
32. Policía Nacional de Colombia 
33. Ministerio de Cultura 
34. Ministerio de Tecnología de la Información y 
Comunicaciones 
35. Ministerio del Trabajo 
36. Ministerio de Comercio, Industria y Turismo  
37. Centro Nacional de Memoria Histórica 
38. Procuraduría General de la Nación 
39. Archivo General de la Nación 
40. Programa para la Atención Integral contra Minas 
Antipersonal 
41. Programa Presidencial para la formulación de estrategias 
y acciones para el desarrollo de la Población 
Afrocolombiana, Negra, Palenquera y Raizal 
42. Programa Presidencial para la formulación de estrategias 
y acciones para el desarrollo integral de los Pueblos 
Indígenas de Colombia 
43. Unidad Administrativa para la Consolidación Territorial – 
UACT- 
Prevención y Protección  
 
44. Ministerio del Interior 
45. Ministerio de Defensa 
46. Unidad Nacional de Protección 
47. Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derechos 
Internacional Humanitario 
Presupuestal y Planeación  
 
48. Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
49. Departamento Nacional de Planeación –DNP- 







54. Mesa Nacional, departamentales, municipales y 
distritales de Víctimas   




3.2 La Participación de las Víctimas en la política pública 
de Atención y Reparación Integral a las Victimas  
 
 
Desde la Carta Constitucional, la participación es concebida como principio y al mismo 
tiempo fin esencial del Estado democrático, es decir, que no se concibe la democracia sin 
la participación de los ciudadanos; por lo tanto ésta debe ser transversal a toda la 
institucionalidad y es un derecho y un deber de todas las personas. El derecho-deber de 
la participación requiere de la formación de seres humanos con la capacidad de ejercerlo, 
lo cual le implica al Estado y a la sociedad la disposición de medidas y condiciones para 
que cada individuo desarrolle las competencias y herramientas necesarias10; para que de 
manera autónoma y libre y en uso de pleno discernimiento, contribuya a construir y adoptar 
las decisiones que lo afectarán individual y  colectivamente. 
 
La jurisprudencia constitucional11, ha señalado justamente, que la participación ciudadana 
no se suscribe solamente a los escenarios y mecanismos de participación electoral, sino 
que tiene una dimensión mucho más amplia, acorde con el concepto de democracia 
participativa, en donde los ciudadanos pueden participar constantemente en los procesos 
decisorios no electorales que incidirán significativamente en el rumbo de su vida. Es así 
como, el rol del ciudadano sobrepasa el acto de elegir a sus representantes por medio del 
voto y asume una labor importante al tener la posibilidad de intervenir directamente en el 
proceso de toma de decisiones y de ejercer control político sobre las personas u órganos 
que detentan el poder político12. 
 
A su vez, la Corte ha hecho un especial énfasis en el carácter universal y expansivo del 
principio democrático de la participación; es decir, que el derecho a la participación no se 
limita tampoco a los escenarios políticos, sino que las personas interesadas pueden 
participar en las deliberaciones de los cuerpos colectivos en las diferentes esferas sociales, 
en donde son consideradas de acuerdo al rol que desempeñan en la sociedad (obrero, 
ama de casa, estudiante, consumidor); y la participación debe expandirse a los distintos 
ámbitos público y privado, “profundizando permanentemente su vigencia, lo que demanda 
por parte de los principales actores públicos y privados un denodado esfuerzo para su 
efectiva construcción”13.  
 
También se ha señalado la responsabilidad del Estado de garantizar de manera especial 
la participación de las comunidades tradicionales, pueblos indígenas y tribales en la 
adopción de las políticas públicas que incidan en sus intereses, esta participación debe 
realizarse en condiciones semejantes a las asignadas a los demás ciudadanos14. De 
acuerdo con lo anterior y con el contenido y alcance de normas de derecho internacional 
que hacen parte del bloque de constitucionalidad, se ha definido como un derecho 
                                                          
10 Constitución Política de Colombia de 1991, art. 41 
11 Corte Constitucional, sentencia C-180 de 1994. 
12 Corte Constitucional, Sentencia T-235 de 1998. 
13 Corte Constitucional, Sentencia C-089 de 1994. 
14 Corte Constitucional, Sentencia C-175 de 2009. 
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fundamental de las comunidades indígenas y afrodescendientes, la consulta previa frente 
a las decisiones legislativas y administrativas susceptibles de afectarles directamente. 
 
En concordancia con el horizonte trazado por la jurisprudencia en materia del alcance de 
la participación ciudadana, en un Estado Social de Derecho, las autoridades 
gubernamentales  y entidades públicas deben generar las condiciones para que los 
ciudadanos y ciudadanas puedan llevar a cabo verdaderos procesos participativos que les 
permita incidir en aquellas decisiones que afectaran su cotidianidad. Es decir, que no basta 
con preguntar una opinión o informar sobre decisiones ya tomadas, es necesario invitar al 
intercambio de ideas, al debate y a la generación de consensos sobre posibles respuestas 
a una necesidad o problemática. Veamos entonces como los elementos trazados desde la 
jurisprudencia sobre la participación son acogidos por la Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras:  
 
La ley establece la participación de las víctimas como eje rector: “Es deber del Estado 
garantizar la participación efectiva de las víctimas en el diseño, implementación, ejecución 
y evaluación al cumplimiento de la ley y los planes, proyectos y programas que se creen 
con ocasión de la misma (…)”15. Así como define el procedimiento para hacerla efectiva: 
“Se garantizará la participación oportuna y efectiva de las víctimas de las que trata la 
presente ley, en los espacios de diseño, implementación, ejecución y evaluación de la 
política a nivel nacional, departamental, municipal y distrital. Para tal fin, se deberán 
conformar las Mesas de Participación de Víctimas, propiciando la participación efectiva de 
mujeres, niños, niñas y adolescentes, adultos mayores víctimas, a fin de reflejar sus 
agendas.” 
 
A su vez, el decreto 4800 de 2011, reglamentario de la Ley de Víctimas, sostiene que la 
participación es el derecho que tienen las víctimas a “informarse, intervenir, presentar 
observaciones, recibir retroalimentación y coadyuvar de manera voluntaria, en el diseño 
de los instrumentos de implementación, seguimiento y evaluación de las disposiciones 
previstas en la Ley 1448 de 2011 y los planes, programas y proyectos implementados para 
fines de materializar su cumplimiento”  
 
El Estado, en aras de garantizar la participación de las víctimas, debe: 
 
 Disponer los medios e instrumentos necesarios para la elección los representantes 
de las víctimas en las instancias de decisión y seguimiento previstas en la ley. 
 Garantizar el acceso a la información. 
 Diseñar espacios de participación adecuados para la efectiva participación de las 
víctimas en los niveles nacional, departamental y municipal. 
 Realizar ejercicios de rendición de cuentas sobre el cumplimiento de los proyectos 
y programas que se diseñen y ejecuten en el marco de la ley y del cumplimiento de 
lo dispuesto por el artículo 209 de la Constitución. 
                                                          
15 Ley 1448 de 2011, art. 192 y 193. 
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Es así como, al interior de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas -UARIV-, se crea la Subdirección de Participación, la cual tiene 
como una de sus funciones, la de garantizar la ejecución de la Ley con la voz e incidencia 
de las víctimas en todo su proceso. Se crean las Mesas de Participación de las Víctimas a 
nivel nacional, departamental y municipal, sumadas a otros espacios en donde las víctimas 
podrán participar en el marco del SNARIV. De igual manera, a varias de las entidades del 
Estado, tales como la Defensoría, la Personería y la Contraloría se les asignaron funciones 
específicas con el fin de fomentar, facilitar y aportar las condiciones necesarias para la 
participación.   
 
En esta línea,  la UARIV  expide la resolución 0388 de mayo de 2013 o denominado 
Protocolo de Participación de las Victimas. El Protocolo de participación establece los 
principios, las garantías, las condiciones y los incentivos para concretar el derecho a la 
participación de las víctimas, así como también fija los parámetros que orientan el 
funcionamiento de los espacios de participación (Mesas de Participación de víctimas 
nacional, departamental y municipal). Esto con el fin de que las instancias y entidades 
públicas responsables de la implementación de la ley 1448, tengan en cuenta las 
observaciones presentadas desde estos escenarios de participación. Al respecto las 
consideraciones de la resolución 0388/2013, señalan:  
 
“Que la participación efectiva de las víctimas comprende un conjunto de garantías 
materiales, que particularmente permitan el funcionamiento de las mesas de víctimas en 
todo el país, para el diseño, ejecución y seguimiento de las políticas públicas, así como el 
fortalecimiento de las organizaciones de víctimas, y de sus líderes y lideresas. Que se hace 
necesario diseñar e implementar Espacios de Participación Efectiva de las Víctimas que 
articulen, tanto a nivel territorial, como nacional, todos los espacios de incidencia de las 
víctimas, con las iniciativas y recursos existentes en las distintas entidades que conforman 
el SNARIV, con el fin de concertar políticas pertinentes, diferenciales y particulares para 
las víctimas del conflicto armado”. 
 
Las Mesas de Participación se definen como “los espacios de trabajo temático y de 
participación efectiva de las víctimas, de orden municipal, distrital, departamental y 
nacional, elegidos y designados por las mismas víctimas y sus organizaciones y destinados 
para la discusión, interlocución, retroalimentación, capacitación y seguimiento de las dispo-
siciones contenidas en la Ley 1448 de 2011, sus decretos reglamentarios, la jurisprudencia 
y demás normas complementarias”16. 
 
Éstas están estructuradas siguiendo una lógica territorial, es decir: en los niveles municipal, 
distrital, departamental y nacional, son conformadas por representantes de las 
organizaciones de víctimas (OV) del nivel municipal o distrital que previamente se 
inscribieron en las Personerías municipales o distritales; y cuentan con la participación de 
organizaciones defensoras de víctimas (ODV) que son elegidas también en cada ámbito 
                                                          
16 Resolución 0388 del 2013, art 7. 
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territorial previa inscripción ante las Personerías, para nivel municipal y distrital, ante las 
Defensorías Regionales Departamentales, para nivel departamental y ante la Defensoría 
del Pueblo, en lo nacional17.  
 
Las ODV ejercen una función de acompañamiento técnico y político a las mesas de 
víctimas, más no representación de las víctimas, su elección se lleva a cabo en el 
respectivo ámbito territorial y tienen voz pero no voto. En las mesas municipales, las 
organizaciones defensoras de víctimas cuentan con dos representantes, a nivel 
departamental con cuatro representantes y a nivel nacional con ocho representantes.  
 
 
Figura 3-1 Mesas de Participación de Víctimas 
 
 
Fuente: Elaborado para Gaviria para la presente investigación 
 
 
La conformación de las mesas en los distinto niveles territoriales se realiza bajo la 
modalidad de cupos a proveer por hechos victimizantes, y por sectores victimizados 
(enfoques diferenciales) y cuentan con máximo 26 miembros. Las mesas municipales y 
distritales están conformadas por representantes de organizaciones de víctimas de cada 
municipio o distrito; dichas mesas municipales eligen representantes para la conformación 
de las mesas departamentales y las mesas departamentales envían sus delegados para 
la conformación de la Mesa Nacional18. El periodo de funcionamiento de las Mesas de 
Participación Efectiva de las Víctimas es de dos años; teniendo en cuenta que la Ley 1448 
de 2011 tiene una vigencia de 10 años, es decir hasta Junio de 2021, se estima que durante 
este tiempo las mesas tendrán cuatro periodos de funcionamiento19. 
                                                          
17 Resolución 00828 de 2014, art 7. 
18 Resolución 00828 de 2014, art 7 
19 Resolución 1448 de 2013, art 1 y 2 
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1. Hechos victimizantes contra la vida 
y la libertad (homicidios, masacres, 
secuestro, desaparición forzada), de 
los cuales por lo menos uno tendrá que 
ser mujer. 
2 cupos  2 cupos  2 cupos  
2. Hechos victimizantes contra la 
integridad física, de los cuales por lo 
menos uno tendrá que ser mujer. 
2 cupos  2 cupos  2 cupos  
3. Hechos violencia sexual, de los 
cuales por lo menos uno tendrá que ser 
mujer. 
2 cupos  2 cupos  2 cupos  
4. Hechos de desplazamiento forzado, 
de los cuales por lo menos cuatro 
tendrán que ser mujeres. 
8 cupos  8 cupos  10 cupos  
5. Víctimas LGBTI 1 cupo  1 cupo  2 cupos 
6. Víctimas mujeres 1 cupo  1 cupo  2 cupos 
7. Víctimas jóvenes (entre 18 y 28 
años). 
1 cupo  1 cupo  2 cupos 
8. Víctimas de adultos mayores (más 
de 60 años). 
1 cupo 1 cupo 2 cupos 
9. Víctimas en condición de 
discapacidad. 
1 cupo 1 cupo 2 cupos 
10. Víctimas comunidades indígenas, 
designado por su respetiva autoridad 
tradicional. 


























11. Víctimas comunidades 
tradicionales afrocolombianas, 
designado por su respectiva autoridad. 




12. Víctimas de comunidades Rrom   2 cupos 
comunidades 
Rrom 
13. Organizaciones defensoras de 
víctimas  
2 cupos 4 cupos 8 cupos 
14. Departamentos que no quedaron 
representados en la Mesa Nacional 









En lo referente a los grupos étnicos (pueblos indígenas, comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras, y  el pueblo Rom o gitano), el Estado reconoce 
que ha habido una afectación particular de estas comunidades a causa del conflicto 
armado interno y por lo tanto se estipulan  medidas diferenciales para su atención, 
asistencia, reparación integral y restitución de derechos territoriales, reglamentadas en los 
Decretos con fuerza de Ley  4633, 4634 y 4635 de 2011. A su vez, las víctimas de estos 
grupos étnicos en concordancia con el Convenio 169 de la OIT,  vienen desarrollado un 
proceso de concertación con la UARIV para definir su inclusión en los escenarios de 
participación, en el marco de sus usos y costumbres Por otro lado, el protocolo de 
participación efectiva estipula la creación de un protocolo especial para la participación 
para niños, niñas y adolescentes con el fin de garantizar su derecho a participar en  la 
discusión, aprobación, ejecución y evaluación de la política pública bajo este enfoque 
diferencial. Sin embargo, a la fecha este protocolo no se ha publicado ni tampoco el 
mecanismo para la inclusión de los grupos étnicos.  
 
Cada una de las mesas deberá designar voceros, quienes estarán encargados de articular 
la interlocución con otros actores del proceso; y elegir representantes quienes 
representarán a las mesas en los espacios institucionales diseñados por la Ley en donde 
“se adoptan decisiones de política pública y donde las víctimas intervienen, por su propia 
iniciativa”20. La secretaría técnica de las mesas la ejercen los personeros en el orden 
municipal/ distrital, las defensorías regionales a nivel departamental y la Defensoría del 
Pueblo en el orden nacional21. 
 
Como ya se mencionó, el Sistema Nacional de Atención y Reparación a víctimas –
SNARIV- está confirmado por las entidades estatales a nivel nacional y territorial y las 
Mesas de Participación de Víctimas, las cuales participaran en “la formulación e 
implementación de la política integral de atención, asistencia y reparación a las víctimas”, 
así como en su adopción22. En el marco del SNARIV, la Mesa Nacional de Participación 
tiene representación en:  
 
Tabla 3-4 Espacios de participación de los representantes de las víctimas 
 
Espacios Locales Número de personas víctimas que 
participan 
Comités territoriales de Justicia Transicional 
municipales, distritales y departamentales 
2 representantes de las Mesas de Víctimas de 
acuerdo al nivel territorial, uno de los cuales 
debe ser mujer 
Espacios Nacionales Número de personas víctimas que 
participan  
1. El Consejo Directivo de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión y 
Restitución de Tierras Despojadas. 
2 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas, deben ser víctimas de 
desplazamiento forzado y una debe ser mujer 
2. El Comité Ejecutivo para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas. 
2 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas, uno debe ser mujer 
                                                          
20 Decreto 4800 de 2011, art. 263. 
21 Decreto 4800 de 2011, arts. 287 y 288.  Resolución 0388 del 2013,  art. 12. 
22 Ley 1448 de 2011, art. 161. 
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3. Comisión de Monitoreo y Seguimiento del 
cumplimiento de la ley 
3 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas, al menos uno debe ser mujer 
4. El Consejo Directivo del Centro de Memoria 
Histórica 
2 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas, al menos uno debe ser mujer 
Subcomités Técnicos Número de personas víctimas que 
participan 
1. Subcomité de Coordinación Nacional y 
Territorial 
2 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas 
2. Subcomité de Sistemas de Información 2 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas 
3. Subcomité de Atención y Asistencia 2 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas 
4. Subcomité de Medidas de Rehabilitación 2 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas 
5. Subcomité de Reparación Colectiva 2 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas 
6. Restitución 2 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas 
7. Indemnización Administrativa 2 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas 
8. Medidas de Satisfacción 2 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas 
9. Prevención, Protección y Garantías de no 
repetición 
2 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas 
10. Enfoque Diferencial 6 representantes de la Mesa Nacional de 
víctimas 
Fuente: Elaborado por Gaviria para la presente investigación 
 
De acuerdo con lo expresado en la tabla anterior, las víctimas que hacen parte de las 
Mesas Municipales, Distritales, Departamentales y Nacional de participación cumplen un 
papel de representación ante las diferentes entidades del Estado en diversos espacios. A 
nivel local (municipal, distrital y departamental) se encuentran los Comités de Justicia 
Transicional, los cuales son precedidos por el alcalde o gobernador según corresponda y 
son la máxima instancia de articulación interinstitucional en el territorio para la 
implementación de las políticas, planes, programas y proyectos encaminados hacia la 
prevención, asistencia, atención, y reparación integral a la población víctima. A nivel 
nacional se identifican 4 espacios y 10 subcomités técnicos en donde los representantes 
de la Mesa Nacional son invitados a las sesiones ordinarias y a las sesiones extraordinarias 
cuando se considere necesario. Los representantes deben ser convocados con antelación 
a la sesión de manera que puedan preparar sus observaciones frente a los temas a tratar, 
dichas observaciones son de obligatoria recepción por parte de las entidades involucradas 
y se les debe dar respuesta motivada.  
 
Todas las instancias de decisión del SNARIV, deben dar a conocer sus decisiones y 
habilitar mecanismos para su publicación, esto con el fin de que las víctimas que no hacen 
parte de ninguna forma organizativa, ni de las Mesas de Participación o que presentan 
mayores dificultades para participar en escenarios de toma de decisiones, como niños, 




De igual manera, es importante aclarar que estos espacios institucionales de participación 
no restringen la posibilidad de que las entidades del SNARIV generen los espacios de 
interlocución que consideren necesarios en aras de lograr la participación efectiva de las 
víctimas. A su vez, las víctimas no organizadas tienen derecho a la participación efectiva 
dando a conocer sus observaciones, propuestas y opiniones, a través de intervenciones o 
escritos dirigidos a las Mesas de Participación o de forma directa a las entidades públicas 
del SNARIV.  
 
Por otra parte, el Protocolo de Participación efectiva de víctimas señala una serie de 
garantías de tipo técnico y logístico, que deben tener en cuenta las distintas poblaciones 
de víctimas  (enfoque diferencial)  y que le permitirán a las Mesas de Participación ejercer 
su función de representación de otras víctimas, así como lograr una participación efectiva 
en los escenarios creados por la Ley 1448/2011, mencionados anteriormente. Dichas 
garantías, se refieren a los siguientes tipos de apoyos: 
 
- Apoyo logístico para el funcionamiento de las Mesas de Participación. 
- Apoyo de transporte, estadía y gastos de viaje a las Mesas Municipales, Distritales, 
Departamentales y a la Nacional, así como a los Representantes a los Espacios de 
Participación y Subcomités. “A nivel municipal y departamental, las tablas de 
valores para pagos de transporte, gastos de viaje y apoyo logístico se definirán en 
el Plan de Acción Territorial, PAT”. 
- Apoyo logístico y técnico para la elaboración de informes, documentos y proyectos. 
- Apoyo necesario para las víctimas en condición de discapacidad. “Se les brindarán 
las condiciones necesarias para su participación en las mesas, tales como 
intérpretes de signos, documentos en braille, entre otros medios que los ayuden a 
superen las barreras de acceso a los espacios físicos, a la comunicación y a la 
información”. 
- Apoyo a las mujeres víctimas con hijos menores de 5 años que pertenecen a las 
mesas de participación. “Se les garantizará el servicio de los hogares infantiles del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, con el fin de que puedan adelantar su 
participación en los diferentes espacios” de participación23. 
 
 
La financiación de los espacios de participación que se han venido mencionando, es 
compartida entre el Gobierno Nacional y los Gobiernos Municipales, Distritales y 
Departamentales bajo los criterios de complementariedad, concurrencia y subsidiariedad. 
En este sentido, en cuanto al principio de subsidiariedad, los municipios/distritos que tienen 
menor capacidad financiera deben ser apoyados por los departamentos y la Nación, para 
cumplir con las garantías para la participación efectiva de las víctimas. Al respecto, la 
Nación analiza dos variables para determinar el apoyo: la categoría del Municipio y el 
porcentaje de la población victimizada.  A su vez, los entes territoriales tienen la obligación 
de definir en el Plan de Acción Territorial –PAT- recursos específicos para el 
funcionamiento de las respectivas Mesas de Participación24. 
 
                                                          
23 Resolución 0338/2013, art. 49. 
24 Resolución 0338/2013, art. 50. 
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De igual manera, el protocolo define diferentes tipos de incentivos para promover la 
participación efectiva de las víctimas y fomentar las buenas prácticas:  
 
- Formación a los miembros de las Mesas de Participación en temas como: Ley de 
Víctimas, liderazgo, formulación de proyectos, utilización de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones –TIC´s-, y temas relacionados con el ejercicio 
de sus funciones. También las Mesas de Participación podrán solicitar las 
capacitaciones que consideren necesarias para fortalecer sus competencias.  
- Apoyo a procesos de formación e intercambio de experiencias, en donde  los 
miembros de las Mesas de Participación puedan asistir a eventos de carácter 
nacional o internacional relativos a las funciones que desempeñan. Se buscarán 
recursos a través de Cooperación Internacional. 
- La Unidad de Víctimas, con el acompañamiento del Ministerio de Educación 
Nacional, promoverá que las instituciones de educación superior establezcan 
procesos de acceso, selección y admisión diferenciales para los líderes de las 
víctimas que hacen parte de las Mesas de Participación, y la estipulación de becas 
o créditos condonables especialmente destinadas a mujeres cabeza de familia, 
adolescentes, población en condición de discapacidad y grupos étnicos.  
- Financiación de proyectos de promoción de la participación de las víctimas. Las 
Mesas de Participación, en todo nivel, podrán presentar proyectos que promuevan 
la participación de las víctimas y sus organizaciones. 
 
Finalmente, la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, recoge varias de las disposiciones 
ya reconocidas a nivel nacional e internacional en lo relacionado con los derechos de las 
víctimas en los procesos judiciales; reforzando la obligación de las autoridades judiciales 
de reconocer a las víctimas como parte importante en los procesos judiciales y a no 
desconocer sus derechos25.  
 
Así pues, se genera todo un desarrollo de la institucionalidad y de procesos estatales para 
atender las demandas y garantizar los derechos de las personas víctimas de conflicto 
armado; los cuales, para el caso del componente de participación, evidencian el 
aprendizaje desde el Estado y las luchas de las víctimas, así como los desarrollos 
jurisprudenciales frente al concepto y garantía del derecho a la participación. Y es 
justamente sobre el derecho a la participación efectiva, como ese derecho que permitirá 
darle conexión a la ley con la realidad y el fortalecimiento de las víctimas como sujetos de 
derechos que deciden sobre su futuro; sobre el cual se quiere centrar este Trabajo Final. 
  
  
                                                          
25 Ley 1448 de 2011, título II. 
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Capítulo 4.  Análisis de las variables de 
conflicto y ambigüedad en la  implementación 
del componente de participación de la política 
de atención y reparación integral a las 
víctimas 
 
De acuerdo con los elementos que brinda Matland para definir el tipo de implementación 
de una política, anteriormente se afirmó que la política de atención y reparación integral a 
las víctimas del conflicto en Colombia, respondía a una implementación política, es decir a 
una con altos niveles conflicto y bajos niveles de ambigüedad que se expresan a nivel de 
los medios26.  
 
En las próximas líneas, se busca mostrar y analizar los diferentes aspectos que permiten 
caracterizar la implementación del componente de participación de las víctimas como 
política, a partir del análisis de las variables de conflicto y ambigüedad. En primer lugar, a 
partir de la información primera y secundaria recolectada, se desarrollan ocho aspectos 
que se han identificado como fuente de conflicto en torno al ejercicio de la participación: 1) 
las nuevas reglas de juego que reconocen y a la vez excluyen algunos grupos de víctimas, 
2) el choque entre víctimas y Estado por sus percepciones frente a los objetivos y alcance 
de la participación, 3) los bajos niveles de formación académica, organizativa y política de 
las víctimas, 4) el cuestionamiento de la representatividad de las y los líderes que hacen 
parte de  la Mesa Nacional de Participación Efectiva de las Víctimas, 5) las reglas de juego 
para las ODV y la prevención por parte de las victimas hacia éstas, 6) las pocas 
herramientas para la resolución de conflictos entre las víctimas y de las víctimas con el 
Estado, 7) Apoyos e Incentivos insuficientes para la garantía de la participación y 8) la falta 
de voluntad política y otros aspectos que obstaculizan la participación efectiva. 
 
                                                          
26 Por medios se hace referencia al conjunto de herramientas, elementos, procedimientos, 
instrumentos que me permiten lograr un objetivo. Para el caso en estudio, el Protocolo de 
Participación es ejemplo de un medio que busca garantizar el derecho a la participación de las 
víctimas. 
67 
Posteriormente se presentarán los factores de ambigüedad identificados en el 
componente: 1) la falta de apropiación de los roles, instrumentos jurídicos, conceptuales y 
metodológicos para la implementación del componente participación, y 2) debilidades en 
el sistema de seguimiento y monitoreo a la implementación del componente. 
 
Antes de dar paso al análisis, es fundamental señalar los actores que intervienen en la 
fase implementación del componente a nivel nacional:   
 
Figura 4-1 Mapa de Actores del componente de participación 
 
Fuente: Elaborado por Gaviria para la presente investigación 
 
Estos actores han desempeñado un papel diferenciado en los diversos momentos del 
proceso de implementación, es decir, en la fase del espacio transitorio27 donde se crea el 
                                                          
27 De acuerdo con el artículo 285 del decreto 4800 de 2012, la UARIV debía generar con la 
participación  de las víctimas, un Protocolo de Participación Efectiva en donde se establecerían los 
principios, las garantías, las condiciones y los incentivos para la participación de las víctimas, así 
como también los parámetros que orientaran la conformación y el funcionamiento de las mesas de 
víctimas y demás escenarios de diseño, implementación y seguimiento de las políticas públicas 
dirigidas a éstas, de manera que pudieran incidir por ejemplo en la reglamentación de la ley 1448 
de 2011. Sin embargo, aspectos como la posesión de alcaldes y gobernadores, los dispendiosos 
trámites para el ajuste y creación de la institucionalidad, la definición, traslado y coordinación de 
funciones en el nuevo Sistema de Atención y Reparación integral a las víctimas (UARIV, 2013: 29) 
hicieron que solo hasta un año después de expedida la ley, la Unidad de Víctimas, decidiera 
convocar a los Espacios de Interlocución Transitorios de Víctimas de carácter municipal, distrital, 
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Protocolo de Participación y posteriormente, en la entrada en funcionamiento de las Mesas 
de Participación Efectiva de las Víctimas.  
 
A su vez, es fundamental señalar que dentro del universo aproximado de 7 millones de 
personas victimizadas en el país hay, como en todo grupo humano, una gran diversidad 
no solo en virtud de los hechos que los han victimizado, sino en sus formas y niveles de 
organización, en sus demandas, visiones, prácticas políticas y en el manera como asumen 
su condición transitoria de ser víctima.  
 
4.1) Factores de conflicto en la implementación del 
componente de participación 
  
El proceso de participación de las víctimas en la política pública dirigida a su atención y 
reparación integración integral no ha estado libre de conflictos. A continuación se 
presentarán las fuentes de conflicto identificadas por este estudio: 
 
a. Inclusión de unos y exclusión de otros, las dos caras de las nuevas 
reglas de juego para la participación de las víctimas 
 
Una de las fuentes de conflicto está relacionada con la manera cómo fueron acordadas las 
reglas para la participación y cómo éstas dieron paso a la participación de nuevos actores 
o por el contrario a la exclusión de otros, ya que este reconocimiento que la ley da a los 
distintos grupos de víctimas marcó de antemano sus posibilidades y la naturaleza de su 
participación. 
 
De acuerdo con las personas entrevistadas para este estudio, tanto funcionarios como 
representantes de organizaciones de víctimas que hicieron parte del espacio transitorio, 
coincidieron en señalar que el componente de participación planteado desde la Ley 1448 
inicialmente generó resistencia y rechazo por parte de las organizaciones de la población 
en situación de desplazamiento; ya que lo consideraban como un retroceso en su lucha 
por el reconocimiento como víctimas y por el restablecimiento de sus derechos. 
Consideraban que la ley reconocía e incluía en los procesos participativos a personas 
víctimas de otros hechos victimizantes y grupos poblacionales, y los ponía a competir con 
éstos a la hora de buscar la atención y reparación integral por parte del Estado. Muchos 
de los líderes de la población desplazada que llevaban un proceso de participación en las 
                                                          
departamental y nacional (Circular 004 de 2012 del 29 de Junio de 2012) y estableciera los criterios 
para elección de los representantes de las organizaciones de víctimas (OV) y organizaciones 
defensoras de víctimas (ODV) a estos espacios transitorios. En medio de muchas dificultades y 
falencias de parte de la UARIV (Contraloría General de la República, 2013: 31-41) críticas desde 
las víctimas, se llevó a cabo el debate y elaboración del Protocolo que duró aproximadamente un 
año y que concluyó con la sanción de la Resolución No.0388 del 2013, por la cual se adopta el 
Protocolo de Participación Efectiva de las Víctimas del Conflicto Armado. 
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Mesas de Fortalecimiento de Población Desplazada, no solo veían amenazado su 
protagonismo sino que también expresaron su desconfianza hacia el Estado frente a la 
garantía de sus derechos con la nueva política pública; ya que a la fecha eran muy 
insuficientes los resultados en la materia, a pesar de la declaración de un Estado de cosas 
inconstitucional por parte de la Corte Constitucional, los respectivos autos de seguimiento 
y audiencias públicas, en donde permanentemente se le ordenaba al Ejecutivo acatar las 
acciones necesarias para enfrentar la violación sistemática de derechos humanos de la 
población víctima28.  
 
Si bien existía un descontento de la población en situación de desplazamiento con la ley y 
los mecanismos de participación, este grupo de victimas continúo en el proceso de 
implementación del componente, pero como veremos más adelante, esta resistencia frente 
al cambio fue fuente de otros conflictos. 
 
Por otra parte, desde otros sectores de las víctimas, como son las víctimas de crímenes 
de Estado, del partido político Unión Patriótica29, o los familiares de personas 
desaparecidas que llevan una larga historia de lucha por los derechos de las víctimas, de 
antemano existía un rechazo a la ley ya que identificaban vacíos en cuanto a sus 
contenidos, perspectivas jurídicas y políticas contrarias a sus posiciones, y errores en la 
manera como ésta se formuló, lo que determinó su posición frente al componente de 
participación. En cuanto a los contenidos, estas organizaciones consideraron que por 
ejemplo la ley invisibilizó el delito de la desaparición forzada de personas, ya que no 
profundiza en sus características, ni asume un enfoque diferencial a la hora de tratar estos 
casos; es decir que no tiene cuenta las particularidades de está atroz práctica que genera 
daños e impactos diferentes a otros hechos victimizantes.  
 
A su vez, señalan que la desaparición forzada es vista de una manera restringida, ya que 
se concibe como una práctica propia del conflicto armado interno desconociendo que 
fundamentalmente la desaparición forzada ha sido ejercida en América Latina por los 
Estados como herramienta para eliminar a los opositores políticos en el marco del conflicto 
                                                          
28 “Entre enero de 2004 y enero de 2010, la corte dictó 84 autos con el fin de darles continuidad a 
las órdenes impartidas en la sentencia T-025 de 2004, solicitar informes y acciones concretas, hacer 
seguimientos puntuales e inclusive establecer indicadores de evaluación del grado de realización 
de los derechos de los desplazados” (Rodríguez y Rodríguez 2010: 85). “La implementación de las 
políticas ha sido muy desigual, y en general sigue siendo una asignatura pendiente. No sorprende 
entonces que a pesar de los avances en el derecho a la salud y la educación, éste todavía por verse 
si el caso contribuirá a mejorar sustancialmente la dramática situación en que continúan viviendo 
millones de desplazados en Colombia” (Rodríguez y Rodríguez 2010: 276) 
29 La Unión Patriótica surge en 1984 como resultado de los acuerdos para la búsqueda de la salida 
negociada al conflicto armado, entre el gobierno del presidente Belisario Betancur y las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia –FARC-. La Unión Patriótica sería el movimiento político 
que serviría plataforma para impulsar las transformaciones necesarias para consolidar la paz y en 
donde los integrantes de las FARC lograrían reincorporarse a la vida civil (Corporación Reiniciar, 
2007: 7) 
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social y político en contextos de dictadura y de regímenes democráticos30. Por su parte, 
las víctimas de la Unión Patriótica consideran que la Ley de Víctimas no contempla ni el 
genocidio por razones políticas, ni las violaciones a los derechos relacionados con la 
persecución que llevó a destrucción del partido político (los derechos políticos, la libertad 
de expresión y de asociación, la igualdad y no discriminación y la dignidad), dentro de las 
violaciones objeto de reparación; además de que asume la reparación desde un enfoque 
“basado en violaciones individuales que impide reconocer la gravedad  y dimensiones de 
las violaciones cometidas y de los impactos causados” (Reiniciar, Monzón Cifuentes, 2013: 
117), razón por la cual sus derechos no se verían reconocidos. 
 
Por otro lado, la ley considera víctimas a aquellas personas que hayan sufrido un daño a 
partir de hechos ocurridos desde el 1 de Enero 198531, lo que limita totalmente el universo 
de víctimas a ser reconocidas y por lo tanto de sus familiares a la reparación integral; esto 
teniendo en cuenta que por ejemplo  el Estado Colombiano ha recurrido a las ejecuciones 
extrajudiciales, a la desaparición forzada y al homicidio desde antes de esa fecha. 
 
“No aceptábamos de ninguna manera que fuera excluyente por las fechas que la ley tiene 
a  partir del 1 de enero de 1985 y desconoce las víctimas de los setenta, de los ochenta 
prácticamente reconoce solo cinco años de víctimas, en momentos en que la desaparición 
forzada en Colombia fue total, entonces todas las familias quedamos por fuera, la mayoría 
de esas víctimas todas eran líderes sociales, militantes de izquierda parecía que hubiera 
sido adrede” (Olga, representante de organización de víctimas, 23/10/2015, sede de la 
organización) 
 
A esta restricción se suma la que señala que aquellas personas que pertenecieron a un 
grupo armado no pueden ser consideradas víctimas32, dejando por fuera a varias personas 
que le apostaron a procesos de paz, se desmovilizaron y reinsertaron a la vida civil, pero 
a quienes justamente el Estado no les garantizó sus derechos y fueron víctimas de torturas, 
                                                          
30 Para profundizar sobre la desaparición forzada véase: Kai Ambos (Alemania) et al. (2009) 
Desaparición Forzada de Personas. Análisis comparado e internacional. Julio, Editorial Temis. 
Bogotá D.C.  
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2009). . 
Desapariciones forzadas o involuntarias. Folleto informativo Nº 6/Rev.3. Octubre. Génova. Suiza. 
En cuanto a principal perpetrador de las desapariciones forzadas en Colombia, el informe del Centro 
Nacional de Memoria Histórica sostiene que “A lo largo de los últimos 40 años la desaparición 
forzada ha sido ejecutada por los distintos actores armados del conflicto pero, sin lugar a dudas, se 
ha convertido en la “obra” fundamental de los cuerpos de seguridad del Estado; los grupos 
guerrilleros han privilegiado más la práctica del secuestro. En particular, la desaparición forzada ha 
sido empleada por miembros de las Fuerzas Militares – y muy especialmente por integrantes de sus 
servicios de inteligencia- como estrategia contrainsurgente para combatir al llamado “enemigo 
interno”. Lo anterior como un “método” de investigación por parte de los miembros de la Policía 
Nacional y del Departamento Administrativo de Seguridad y como instrumento de terror para lograr 
el control territorial y de la población por parte de los grupos paramilitares” (Centro nacional de 
Memoria Histórica, 2013: 24) 
31 Ley 1448 de 2011, articulo 3.  
32 Ley 1448 de 2011, articulo 3, parágrafo  
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persecución, desaparición forzada, entre otros hechos victimizantes33, luego de su 
desmovilización.  
 
En lo relacionado a la manera como se formuló la ley, algunas de las organizaciones de 
víctimas de crímenes de Estado consideran que no tuvo realmente un carácter 
participativo, ya que las propuestas en las cuales las organizaciones de víctimas habían 
trabajado por décadas no pudieron ser expuestas ni debatidas y por lo tanto no fueron 
acogidas. En ese sentido, cuando entra en marcha la implementación del componente de 
participación, dichas organizaciones consideraron que ya sus aportes no tenían sentido en 
la medida en que ya todo estaba decidido.  
 
A la par, a medida en que se empezaba la implementación de la ley en sus otros 
componentes, varias de las víctimas en los territorios empezaron a sentir bastante 
inseguridad frente a esa nueva institucionalidad que surgía con la ley, debido a que varios 
de los funcionarios que ocupaban estos nuevos cargos eran relacionados con sus 
victimarios, como fue el caso de las Personerías en los municipios y algunas Alcaldías; ya 
que como es bien conocido el paramilitarismo se infiltró y cooptó al Estado y sus 
autoridades locales, en lo que se denominó el fenómeno de la parapolítica34. Esta situación 
no solo generó intimidación y la negativa frente a la posibilidad de participar en los 
escenarios que creaba la ley, sino que se les empezó a ver como ilegítimos.  
 
 “Esto nos puso en una situación de mucha prevención porque nosotros teníamos muchas 
informaciones de que en las regionales se había nombrado a personas con las que no se 
tenía mucha confianza, entonces qué pasa?, que muchos de las organizaciones dijeron: 
yo allá no voy porque ese fue el que mató a mi hijo, son de la misma red” (Luis 
representante de organización de víctimas, 14/10/2015, sede de la organización) 
 
                                                          
33 Tal es el caso del proceso de paz y negociación con las FARC-EP en 1985 a partir del cual surge 
la Unión Patriótica y las experiencias posteriores en los años 90 en donde se desmoviliza el M-19, 
el EPL, el PRT, el Quintín Lame y posteriormente la Corriente de Renovación Socialista.  
34 La Parapolítica se define como las relaciones entre congresistas, alcaldes, gobernadores, 
diputados, concejales, así como miembros de fuerza pública y funcionarios de Fiscalía, y DAS en 
varias regiones del país, con grupos paramilitares en distintas partes del territorio nacional. Estas 
relaciones se podían dar en estos tres sentidos: 1) los paramilitares buscaron a políticos 
tradicionales de su región para construir un proyecto político conjunto, 2 ) lo políticos que a 
paramilitares para obtener respaldo en época electoral, y 3)  se realizaron cuerdos en los que los 
paramilitares garantizaban votos a cambio de porciones del presupuesto municipal y departamental. 
Según el último informe de Corporación Nuevo Arco Iris (CNAI), a julio de 2010, existen procesos 
por vínculos con el paramilitarismo contra 3 gobernadores, 5 alcaldes y 6 concejales elegidos para 
el periodo 2007- 2011, y contra 16 ex gobernadores, 38 ex alcaldes, 12 ex diputados, y 21 ex 
concejales elegidos para periodos anteriores. En total son 101 figuras políticas regionales 
procesadas. A julio a julio de 2010, la Corte Suprema de Justicia presentó una lista de 109 casos 
en contra de congresistas y ex congresistas (37 en averiguación) que estaban siendo procesados 
por esa entidad por sus presuntos vínculos con grupos paramilitares. En: Portal Verdad Abierta, 




Por otro lado, elementos como la provisión de cupos de las mesas de participación a 
representantes de organizaciones por hecho victimizante y exigencia de la constitución 
legal y “formal” de las OV, iban en contravía de las lógicas organizativas y trabajo de las 
víctimas. En primer lugar, en la mayoría de los casos las personas independientemente 
del o de los hechos victimizantes, de los que fueran víctimas hacían parte de las 
organizaciones de población desplazada ya que su desplazamiento estaba acompañado 
de otros delitos por lo tanto no había esa división del movimiento de víctimas con base en 
los  hechos victimizantes como lo planteaba la ley; y en segundo lugar, no todas las 
organizaciones de víctimas estaban legalmente constituidas 35en la medida en que no se 
consideraba como un elemento necesario para su participación, por el contrario, si podría 
ser un elemento que les obligaba a tener una formalidades y demandaba unas obligaciones 
que no consideraban importantes para su accionar.  
 
A su vez, otras organizaciones no optaron por esa formalización ya que hacían parte de 
redes o movimientos que agrupaban varias organizaciones y en esa medida la 
coordinación de dichos espacios estaban legalmente constituida pero las organizaciones 
parte no. Esto hizo que por ejemplo, varias organizaciones que constituyen el Movimiento 
de Crímenes de Estado no se pudieran postular a las mesas de participación a nivel local 
por no tener su propia personería jurídica.  
 
En suma, una de las fuentes de conflicto en la fase inicial de la implementación del 
componente fue el diseño de nuevas reglas de juego que si bien propiciaron la inclusión 
de nuevos grupos de víctimas a partir de la visibilización de distintos hechos victimizantes; 
generó resistencia por parte de las organizaciones de población en situación de 
desplazamiento, así como también un rechazo, desde otros sectores de las víctimas, como 
son las víctimas de crímenes de Estado, del partido político Unión Patriótica o los familiares 
de personas desaparecidas, las cuales llevan una larga historia de lucha por los derechos 
de las víctimas e identificaban vacíos en cuanto a sus contenidos y perspectivas jurídicas 
y políticas; así como errores en la manera como ésta se formuló, tales como: 1) Las 
definiciones y concepciones de hechos victimizantes como la desaparición forzada y el 
genocidio por razones políticas. 2) La definición del 1 de Enero de 1985 como fecha a partir 
de la cual se reconocen de las víctimas del conflicto, lo que generó que organizaciones de 
víctimas como las de desaparición se sintieran marginadas de la ley, en la medida en que 
esta práctica ejecutada fundamentalmente por el Estado, se llevaba a cabo desde antes 
de esta fecha. 3) La negación de la categoría de víctimas a personas que hubieran 
pertenecido a grupos armados y que hubieran sido victimizadas posterior a su 
desmovilización. 4) La formulación de la ley sin la participación de las víctimas dejaba poco 
margen para que las víctimas siguieran aportando, lo que hacía inocua la participación de 
cara a la implementación de la ley. 5) La desconfianza frente a las instituciones que 
                                                          
35 La constitución legal de una organización consiste en el registrarse en los libros de la Cámara de 
Comercio. El proceso de registro en Cámara de Comercio faculta a las organizaciones para ejercer 
derechos y contraer obligaciones, y es de carácter obligatorio para las siguientes personas jurídicas 
sin ánimo de lucro: Asociaciones, corporaciones, fundaciones e instituciones de utilidad común: 
gremiales, de beneficencia, profesionales, juveniles, sociales, democráticas y participativas, cívicas 
y comunitarias, de egresados, de ayuda a indigentes, drogadictos e incapacitados (excepto las 
empresas privadas del sector salud) y clubes sociales (Dansocial, 2007: 37,38) 
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intervenían en la implementación del componente a nivel local, tales como la Personería y 
la Alcaldía, ya que las relacionaban con sus victimarios. 6) La provisión de cupos a la Mesa 
de participación a representantes organizaciones por cada hecho victimizante y la 
exigencia de la constitución formal de dichas organizaciones, ya que no correspondía a la 
realidad de las organizaciones de las víctimas. Aspectos que determinaron la ausencia de 
estos sectores de víctimas en los escenarios propuestos por la ley. 
 
Este conjunto de factores relacionados con el reconocimiento o no que hace la ley de 
distintos grupos de víctimas y de las condiciones en que se plantea su participación 
generaron conflicto entre las víctimas y el Estado y perfilaron las distintas posiciones de 
las víctimas frente al componente en estudio, algunas de las cuales fueron fuente de 
futuros conflictos en el proceso de participación, como se verá a continuación. 
 
 
b. Choque entre víctimas y Estado por sus percepciones frente a los 
objetivos y alcance de la participación 
 
El espacio transitorio, es decir el momento previo a la elección de la primera Mesa Nacional 
de Víctimas, tuvo como objetivo la discusión y aprobación consensuada  con las víctimas 
de las reglas de juego que harían posible la participación efectiva; siendo el centro del 
debate la propuesta de participación estatal en relación con las nociones, expectativas y 
visiones que los diversos grupos de víctimas tenían de la participación, y que se deben en 
gran medida a la experiencia organizativa, a su formación política y las formas como se 
han relacionado con el Estado. 
 
Desde el punto de vista institucional, la participación efectiva es planteada como un 
proceso que tiene como objetivo que las victimas  enriquezcan el proceso de 
implementación de la política pública en los distintos niveles territoriales, en la medida en 
que los planes y proyectos destinados a hacerla una realidad, deben ser construidos, 
monitoreados y evaluados con la colaboración de las víctimas. En este proceso las 
víctimas tienen el derecho a plantear sus propuestas y recibir respuesta de parte de la 
institucionalidad sobre si son acogidas, en qué términos y en caso contrario, conocer las 
razones correspondientes. En este sentido, las víctimas no toman decisiones, sino que su 
poder está en ser consultadas, en poder hacer parte del debate y en “el lobby” que pueden 
hacer ante la institucionalidad para que sus aportes sean acogidos, lo que implica a su vez, 
que debe haber una voluntad política de las entidades de satisfacer al máximo los intereses 
de las víctimas en el marco de la política pública. 
 
Esta concepción ya es en sí misma un avance con respecto a los procesos participativos 
que se llevan a cabo en otros ámbitos, en donde usualmente la participación también se 
restringe a la consulta pero la comunidad no tiene la posibilidad de conocer porque sus 
aportes se acogieron o no. Para el caso de la participación de las víctimas, se da un paso 
adelante en este aspecto, ya que ante los disensos entre víctimas y Estado, el Estado 
como tomador de la decisión final debe dar una argumentación y debe quedar un registro 
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de ese proceso; de manera que si la decisión tomada no fue la más acertada, el Estado 
asume los costos políticos de la misma, en caso de que se generaran.  
 
Varios grupos de víctimas coincidieron con esta visión del Estado y decidieron involucrarse 
en el proceso de participación, ya que consideraban que era una oportunidad para: 1) 
visibilizar la victimización y sus problemáticas, 2) para sentirse reconocidos, escuchados, 
respetados y valorados por el Estado y la sociedad, 2) para interlocutar con la 
institucionalidad e intentar incidir con sus propuestas sobre las políticas públicas que los 
afectan y así obtener resultados para sus comunidades y para las víctimas en general. La 
ley se convierte, para éstos en una herramienta jurídica que respalda la participación como 
medio para exigir la garantía de sus derechos y en esa medida la consideran muy valiosa. 
 
De otro lado, algunos líderes y lideresas de la población en situación de desplazamiento 
se involucraron a este nuevo ejercicio de participación propuesto por la ley 1448, trayendo 
consigo los aprendizajes, conflictos y prevenciones del proceso de participación anterior 
que llevaron a cabo en el marco de la política de atención a esta población (Ley 387 de 
1997 y decreto 250 de 2005)36, y sobretodo una perspectiva de la participación que termina 
enfocándose en solventar las necesidades individuales, debido a las precarias condiciones 
socio-económicas en las que se encuentra esta población, pero también a las políticas 
asistencialistas sobre las cuales se basó la atención. Lo anterior, condicionó los precarios 
resultados del proceso participativo, quedando totalmente olvidada la discusión sobre la 
política pública.  
 
Bajo estas circunstancias varias de las organizaciones de población desplazada 
continuaron su proceso de participación bajo el nuevo esquema; sin embargo, la 
perspectiva de la participación de algunos sumada a la resistencia frente al cambio 
mencionado en el numeral anterior y el escepticismo, generó una relación de irrespeto 
entre los líderes de la población víctima de desplazamiento y las instituciones que se hizo 
notable tanto en la etapa transitoria como en la primera Mesa Nacional de Participación 
Efectiva de las Víctimas, en donde la posibilidad de diálogo y entendimiento en varias 
ocasiones se perdió y la participación era asimilada como la manera de imponerse un actor 
sobre otro. 
 
Por su parte las organizaciones de víctimas históricas, como las de crímenes de Estado, 
consideraron que el objetivo de la participación efectiva planteado por el Estado era 
importante y lo compartían; sin embargo, la estructura y los mecanismos de participación 
creados a partir del Protocolo seguían restringiendo la participación a la consulta, lo que 
sumado a la cultura de rechazo a la participación presente en varias de las instituciones 
del Estado, en espacial de aquellas que manejan temas de presupuesto o altamente 
técnicos; hacían poco probable que se lograra incidir en la implementación de la política 
                                                          
36 En la Mesa Nacional de Protección y Prevención, Mesa Nacional de Atención Humanitaria de 
Emergencia, Mesa Nacional de Restablecimiento Socio-económico y Mesa de Fortalecimiento del 
Proceso Organizativo de la Población Desplazada. 
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pública y por lo tanto tener un impacto que afectara de manera positiva la realidad de las 
víctimas. 
 
“La ley 1448, los decretos que la reglamentan sobre el tema que tiene que ver con la 
participación y aún el Protocolo, abre la posibilidad para que unos representantes de las 
víctimas, hombres y mujeres, puedan llegar a unos escenarios en donde se orienta o se 
implementa la política pública, pero esa llegada de estas víctimas a esos escenarios es 
para ser uno entre otros muchos representantes de la institucionalidad, donde la voz de 
las víctimas es una más” (Alfredo, representante de organización de víctimas, 14/07/2015, 
sede de la organización) 
 
Así pues, para algunas organizaciones de víctimas de crímenes de Estado y de población 
desplazada, en el fondo lo que el Estado buscaba era instrumentalizar la participación para 
legitimarse. Esta apreciación sumada a la falta de reconocimiento, a las objeciones por las 
condiciones requeridas para poder entrar en el proceso mencionadas anteriormente, a las 
críticas frente a la experiencia de participación con la población desplazada, y en algunos 
casos después de observar la dinámica de trabajo en el espacio transitorio, motivaron su 
decisión de no hacer parte de los escenarios de participación planteados por la ley 1448.  
 
En síntesis, durante la discusión del Protocolo de Participación dos concepciones sobre la 
participación de las víctimas y su alcance entraron en choque. La primera concepción es 
la del Estado, el cual plantea la participación como el ejercicio por medio del cual las 
victimas pueden enriquecer el proceso de implementación, el seguimiento y control de la 
política pública en los distintos niveles territoriales; en este proceso el poder de las víctimas 
radica en ser consultadas. Varios grupos de víctimas coincidieron con esta visión del 
Estado y decidieron involucrarse en el proceso de participación. Otras organizaciones, 
como las de población en situación de desplazamiento, que venían del proceso anterior de 
participación decidieron continuar bajo el nuevo esquema pero con prevenciones y 
escepticismo. La segunda concepción es la de organizaciones de crímenes de Estado que 
consideraron que la manera como se había estructurado el sistema y los mecanismos para 
la participación, la restringían a la consulta y por lo tanto le servía al Estado para 
legitimarse, razón por la cual deciden apartase del proceso. 
 
c. Los bajos niveles de formación académica, organizativa y política de 
las víctimas  
 
Tanto las organizaciones defensoras de víctimas, la institucionalidad como las mismas 
víctimas, han identificado que los bajos niveles de experiencia organizativa y de formación 
política y académica de las víctimas que participan en la Mesa  Nacional, han sido fuente 
no solo de conflicto sino que también han sido una limitante en su proceso de participación.  
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“La mayoría de los que llegan a las mesas no están formados académicamente, eso es 
una dificultad porque eso limita, eso siempre va a limitar” (Camilo, representante de OV en 
la Mesa Nacional de Víctimas, 05/11/2015, skype) 
 
“Muy baja preparación, habíamos muchos que si nos hubieran cogido y evaluado qué es 
la ejecución presupuestal?, me corchan, segundo qué es la planeación de la política 
pública?, nada, hay muchas cosas que eran vitales, que eran importantes y muchos no la 
teníamos” (Juan, ex representante de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 03/11/2015, 
hotel) 
 
Estas carencias se ven reflejadas en bajos niveles de lectoescritura, apropiación de la 
información, de análisis político y jurídico, de lectura de contextos, de conexión de las 
realidades individuales con las políticas nacionales; habilidades que son fundamentales 
cuando de reflexionar y discutir sobre una política pública se trata, ya que es la posibilidad 
de trascender de la participación ciudadana, es decir de aquella en donde los sujetos 
buscan la resolución particular de demandas, a una participación social y política, en donde 
se apunta a pensar el problema individual como parte de un contexto social, político, 
económico, cultural, de un entramado institucional, de relaciones de poder etc. Por lo tanto, 
este ejercicio da las herramientas para que las víctimas asuman su posición como sujetos 
de derechos, planteen las discusiones, hagan las propuestas y resuelvan los conflictos y 
las dificultades. 
 
Sin embargo, lo que se ha evidenciado en el proceso de participación en la primera Mesa 
Nacional de Víctimas (instalada el 2 de octubre de 2013), es que en la mayoría de los 
integrantes había poco interés por profundizar en estos aspectos, y que si bien están en 
un escenario para la acción colectiva, todavía se mueven en una lógica individualista de 
resolución de sus necesidades particulares o a lo sumo de un grupo que está esperando 
en lo local alguna ayuda; entrando en conflicto con una minoría que considera que este 
tipo de participación perjudica al movimiento de víctimas, en la medida en que pensar y 
analizar la política pública inevitablemente terminado quedando en segundo plano37.  
 
Por otro lado, los Subcomités Técnicos del SNARIV son el espacio en donde las víctimas 
dialogan, plantean sus propuestas sobre los diversos temas de la política pública y las 
debaten con la institucionalidad, lo que exige en las víctimas un nivel de conocimiento 
técnico para poder entender y controvertir las propuestas de las entidades; no obstante, 
debido a los vacíos en la formación de las victimas ya mencionados y a las dificultades 
para preparar sus propuestas previamente, ya sea por la carencia de recursos físicos o 
porque les informaban la agenda con muy poca antelación, el papel que jugaron los 
representantes de las víctimas en los Subcomités Técnicos fue bastante restringido38.  
                                                          
37 Entrevistas con: Martha, representante de ODV en la Mesa Nacional de Víctimas, 28/10/ 2015, 
sede la organización; Mario, funcionario de la Defensoría del Pueblo, 27/08/ 2015, restaurante. 
38 Entrevistas con: Martha, representante de ODV en la Mesa Nacional de Víctimas, 28/10/ 2015, 
sede la organización; Mario, funcionario de la Defensoría del Pueblo, 27/08/ 2015, restaurante; 
Juan, ex representante de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 03/11/2015, hotel. 
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Un factor que influyó en que al interior de la Mesa no se pudieran contrarrestar las 
debilidades en la capacitación de las víctimas, fue su propia dinámica de funcionamiento. 
Durante el primer periodo de la Mesa de participación, la UARIV no convocó los comités 
temáticos de la Mesa para que las víctimas discutieran los diferentes temas y llevaran una 
posición y propuesta unificada a los Subcomités Técnicos del SNARIV que recogiera 
además los aportes de las mesas municipales y departamentales. Se llevaron a cabo 
eventos por hechos victimizantes y enfoques diferenciales y surgieron propuestas 
importantes desde el sector LGBTI, las mujeres, personas mayores, o sobre vivienda 
urbana y rural, empleo, en el tema de restitución de tierras pero faltó la integración de estas 
propuestas a los comités temáticos y por esta vía lograr mayor articulación y conocimiento 
de las problemáticas y propuestas al interior de las víctimas. 
 
En términos prácticos, bajo el esquema de funcionamiento actual de la Mesa, la posibilidad 
de desarrollar un proceso de formación y adquisición de habilidades se dificulta, ya que 
sus integrantes viven en diferentes lugares del territorio nacional y solo tienen la posibilidad 
de verse durante pocos días para surtir una agenda ya establecida destinada a evacuar 
los temas más urgentes. Si bien existen alternativas tales como el internet para que los 
integrantes puedan comunicarse, debatir ideas y generar propuestas conjuntas, no todas 
las personas tienen ni el acceso, ni el manejo de estas herramientas. 
 
Ahora bien, estas limitaciones de formación en los aspectos señalados no son exclusivas 
de la población victimizada, podría decirse que es el resultado de la crítica situación en 
que se encuentra la educación en Colombia39, no brinda ni está pensada para la 
participación, para la discusión, para la crítica, por el contrario, recibimos una educación 
poco reflexiva y cuestionadora. Pero es importante destacar, que las víctimas deben 
enfrentar muchas más barreras para poder lograr asumirse y fortalecerse como un actor 
político y sujeto de derechos, ya que este razonamiento no solo depende de la formación 
académica sino de la posibilidad de tener una visión de futuro, de proyectar su 
pensamiento a otros escenarios y realidades, y esa labor es supremamente difícil cuando 
el principal interés es resolver el día a día, cuando las necesidades básicas no están 
satisfechas y por lo tanto en ese contexto pensar en la política pública no es un hecho 
natural40.  
 
Si a lo mencionado anteriormente, se agrega un elemento y es la que las mismas políticas 
de atención del Estado que venían ejecutándose desde hacía catorce años, antes que 
buscar superar las condiciones tan precarias en las que vive la población victimizada se 
                                                          
39 Para conocer un balance de la política pública de educación en Colombia ver la publicación de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos  -OCDE – 2016. 
40 De acuerdo con el Informe Analítico sobre la medición de Indicadores de Goce Efectivo de 
Derecho de la Población Desplazada realizada en el año 2013, predominan los hogares residentes 
en los estratos 1 (60,6%) y 2 (29,1%). En el estrato 3 vive el 6,5% de los hogares, y en el estrato 4 
el 0,5% de los mismos; el 63,8% de la población víctima de desplazamiento forzado se encuentra 
por debajo de la línea de pobreza, y a su vez el 33% de la población víctima de desplazamiento 
forzado se encuentra en pobreza extrema (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas –UARIV, 2015) 
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enfocaron en la ejecución de políticas asistencialistas, introduciendo una lógica perversa 
basada en que para lograr el goce de sus derechos las víctimas tienen que demostrar 
permanentemente su situación de pobreza, prácticamente contraponiendo el desarrollo 
personal y comunitario a la posibilidad de que el Estado garantice sus derechos;  esto sin 
duda circunscribe su pensamiento y acción al ámbito individual y explica porque la mayoría 
de las víctimas que llegan a este escenario de la Mesa participación, no tienen claridad del 
rol que están llamados a desempeñar. 
 
“A las víctimas las encocaron en pensar en la atención humanitaria y la reparación 
administrativa. Entonces si les dicen vengan a trabajar aquí para barrer y trapear tres días 
a la semana, te van a decir que no pueden porque las sacan del Sisben y del Registro 
Único, entonces en lugar de avanzar, las retrocede la institucionalidad con una visión 
mediocre y mezquina y entonces ellas siguen pensando solamente en lo pequeñito, no 
pueden pensar en el entorno nacional” (Cecilia, representante de ODV en la Mesa Nacional 
de Víctimas, 30/10/2015, centro de memoria, paz y reconciliación ) 
 
“La gente por resolver su tema, su rollo personal no se piensa en lo colectivo, ni menos en 
el tema de una política pública, entonces digamos que la política pública para ellos es 
ajena, muy pocos los líderes que tú puedes decir que tienen una visión, incidencia, lobby 
y presión política para mover el tema de la ley 1448” (Sandra, ex funcionaria de la UARIV, 
21/08/2015, restaurante) 
 
“Pero lo más grave es que no tienen un conocimiento de la realidad de este conflicto y lo 
único que hacen es pedir, pedir y pedir y deme, deme y deme porque como son 
desplazados es como una limosna”. “Me parece lo más absurdo que una mesa de víctimas, 
que está integrada por victimas estén totalmente alejadas de los procesos organizativos 
de las víctimas, no conocen, no saben” (Olga, Representante de organización de víctimas, 
23/10/2015, sede de la organización) 
 
Finalmente, para varios de los actores entrevistados en este estudio, organizaciones 
defensoras de víctimas, ex funcionarios e integrantes de la mesa, la ausencia de un 
programa que busque realmente la cualificación de las víctimas o de un equipo técnico 
independiente dispuesto por la UARIV para que las asesore, teniendo cuenta los vacíos 
en la formación en el sujeto llamado a la participación, les permite interpretar que esta 
carencia beneficia a la institucionalidad en tres sentidos: 1) en que los escenarios de la 
participación son subutilizados al contar con pocas víctimas empoderadas41, por lo tanto 
no se generan discusiones de peso sobre la política, 2) le posibilita al Estado el trámite 
                                                          
41 De acuerdo con la información recolectada en esta investigación, aproximadamente 15 
integrantes de los 52  que conforman la Mesa Nacional de Participación Efectiva, tienen una labor 
activa. La nueva Mesa Nacional, fue instalada el 10 de junio /2015, se dio un relevo en los liderazgos 
y entre estos se ha destacado por su formación y preparación la comunidad LGBTI. 
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individual de peticiones y por esa misma vía,  3) la cooptación de los representantes de las 
víctimas42.  
 
Así pues, la generalidad de los actores entrevistados para este estudio comparte la idea 
de que los bajos niveles de formación de las víctimas que hacen parte de la Mesa han 
generado conflicto y han sido un obstáculo para el desarrollo de un efectivo proceso de 
participación. Han sido motivo de conflicto porque algunos de los líderes de la mesa no 
tienen claro su rol y ejercen una participación destinada más a resolver las necesidades a 
nivel personal que de cara a la política pública, lo que ha producido malestar en otros 
participantes. Y ha generado un obstáculo en la medida en que la falta de herramientas 
académicas y visión política les ha limitado su posibilidad de plantear y argumentar sus 
propuestas. En este sentido, organizaciones defensoras como las mismas victimas 
sostienen que esta situación ha terminado por favorecer a la misma institucionalidad en la 
medida en que se evita debates de fondo sobre la política. 
 
d. Cuestionamiento de la representatividad de las y los líderes que 
hacen parte de  la Mesa Nacional de Participación Efectiva de las 
Víctimas   
 
El ejercicio de representación de las víctimas ha sido fuente de conflicto entre los 
integrantes de la Mesa Nacional, y de cuestionamientos de sectores de victimas que no 
hacen parte de la Mesa pero que desde otros espacios desarrollan su labor por la defensa 
de sus derechos. 
 
Al observar el trabajo desarrollado por los integrantes de la Mesa Nacional, se identifican 
dos ámbitos en donde la representatividad genera conflicto. El primer ámbito hace 
referencia a la relación de los líderes con las organizaciones y bases sociales que 
representan y el segundo, tiene que ver con la relación de los integrantes de la mesa 
nacional con las mesas departamentales y municipales. 
 
En cuanto al primer ámbito, se identificó que si bien los integrantes de la Mesa fueron 
postulados por sus organizaciones a nivel municipal, en la mayoría de los casos estos 
líderes una vez inician su actividad en la Mesa, pierden el nexo con las organizaciones de 
base que representan43. Esta desconexión de los líderes con sus procesos de locales, 
                                                          
42 En este punto es pertinente traer a colación las palabras de Victor Giorgi, “Las políticas sociales 
participativas si no incluyen procesos educativos tendientes a transformar esa subjetividad 
característica de los sectores excluidos corren el riesgo de montar un escenario sin actores -o lo 
que tal vez sea más peligroso- que esos espacios sean ocupados por otros sectores sociales en 
nombre de una supuesta representación de los verdaderos destinatarios generando nuevas formas 
de “tutelaje” e intermediación arrebatando nuevamente a los excluidos su posibilidad de ser sujetos 
de enunciación y productores de ciudadanía” (Giorgi: 7) 
43 Vale la pena acotar, que esta situación no es usual cuando se habla de los representantes de 
grupos étnicos, ya que para el caso de las comunidades afro o indígenas, estos representantes 
surten un proceso de selección al interior de sus estructuras organizativas, llegan a la Mesa 
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podría decirse que es la consecuencia de dos fenómenos: 1) varias de las organizaciones 
que a nivel local decidieron participar en los escenarios propuestos por la ley 1448, 
presentan procesos organizativos muy frágiles, con insipientes niveles de desarrollo y 
formación; 2) la falta de control y veeduría frente a las condiciones que estipuló la ley para 
que las víctimas participaran, las cuales provocaron dispersión de algunas organizaciones 
y asunción espontánea de organizaciones sin ninguna experiencia organizativa. 
 
De acuerdo con el decreto 4800 de 2011, las mesas de participación están conformadas 
por organizaciones de víctimas (OV) y las organizaciones defensoras de víctimas (ODV), 
y define que una OV es un grupo conformado a nivel municipal, departamental, distrital o 
nacional por personas que hayan sufrido un daño a nivel individual o colectivo. Las OV que 
quieran hacer parte de la mesa deben inscribirse (a nivel municipal en la Personería, a 
nivel departamental en la Defensoría Regional) y postular a sus candidatos de acuerdo con 
los criterios de hechos victimizantes y enfoques diferenciales44.  
 
Estas nuevas reglas de juego, creadas con la intención de generar una participación 
incluyente generaron un impacto negativo no previsto: atomización del movimiento de 
víctimas. En primer lugar, las OV en la práctica pueden constituirse con dos personas y 
para comprobar que lo es, solo debe presentar el acta de constitución. Esto trajo como 
resultado la fragmentación y dispersión de las organizaciones, ya que por un lado, una 
organización de 30 miembros tiene la posibilidad de constituir 3 organizaciones y por esa 
vía pueden triplicar las posibilidades de que sus representantes sean elegidos en los 4 
hechos victimizantes y los 5 enfoques diferenciales por ejemplo. Y por otro lado, se generó 
la proliferación de organizaciones de “papel”, constituidas formalmente para poder entrar 
a los escenarios pero sin ninguna experiencia de proceso y trabajo colectivo. Situación que 
puso de manifiesto la carencia de mecanismos de veeduría y regulación que podrían haber 
menguado los efectos descritos. 
 
“Entonces ahora de pronto tu tenías 100 personas en tu organización y la volvías 10 
organizaciones y como la norma dice que basta con que expreses tu voluntad pues no 
necesitabas de Cámara de Comercio y nada simplemente era llevar un acta a la 
Personería” (Camilo, representante de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 05/11/2015, 
skype) 
 
“Porque detrás de ellos no hay gente, entonces usted reúne cinco personas, saca una 
personería jurídica porque eso si lo exigen y ya. Esa mujer de acá dijo: Yo tengo mi ONG 
de mi familia. Yo personalmente creo que eso fue perversamente programado para que 
fuera así porque primero, como es que vaya inscríbase y llene papeles y ya? Además 
muchos han montado cosas sucias, y lo que menos les importa son las políticas públicas, 
                                                          
Nacional con un mandato de sus autoridades étnicas, a las cuales deben mantener informadas 
sobre el avance de su labor (Camilo, representante de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 
05/11/2015, skype) 
44 Decreto 4800 de 2011, artículo 265 
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ni siquiera saben de políticas públicas” (Olga, Representante de organización de víctimas, 
23/10/2015, sede de la organización) 
 
Así pues estos dos fenómenos descritos repercutieron directamente en las dinámicas de 
la representación, con estos escasos niveles de trabajo organizativo de muchas de las 
organizaciones que entraron en las mesas, hubo una desvinculación de los líderes elegidos 
con sus bases como ya se mencionó y esto trajo consigo las siguientes problemáticas: 1) 
no hay una retroalimentación desde lo local a los debates que surgen a nivel nacional y 
viceversa, 2) una sola persona termina generando las propuestas y asumiendo la carga 
laboral que implica estar en la Mesa Nacional, 3) no hay una rendición de cuentas del 
representante hacia la colectividad que lo postuló y no hay un control y regulación del 
representante por parte de su organización, lo que ha favorecido hechos de corrupción, 
clientelismo, desconocimiento de liderazgos desde lo local, peleas y enfrentamientos entre 
los integrantes de la Mesa.  
 
Aunque desde el marco legal se estableció que la UARIV debía implementar programas 
de capacitación sobre la ley 1448 de 2011, la participación efectiva, liderazgo y 
representación45; es evidente que éstos no son suficientes para contener y resolver los 
problemas de fondo ya aludidos, los cuales además de obstaculizar el avance de la Mesa, 
han afectado de manera importante la legitimidad del espacio y de los otros representantes 
que si han llevado a cabo un proceso organizativo estructurado con mayores niveles de 
comunicación con sus bases y reconocidos por estas. 
 
“En el tema de la representación, hay muchos procesos muy viejos, de mucho tiempo atrás 
y no hay como ese cambio de liderazgos y entonces muchos de esos liderazgos ya están 
viciados, muchos tienen un montón de demandas, órdenes judiciales y la gente dice que 
es que ese me hizo tal cosa y este otro me hizo esto”. “Entonces en la medida en que eso 
se siga manteniendo, perpetuando, pues eso no va a avanzar porque no va a tener 
legitimidad en el territorio así digan que son elegidos democráticamente, pueden haber 
diez allá en la mesa y cincuenta abajo diciendo usted no me representa y eso así no 
trasciende” (Juan, ex representante de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 03/11/2015, 
hotel) 
 
Basados en el reconocimientos de estos problemas de representación, desde la Unidad 
de Víctimas se lideró y realizó una reforma al proceso de elección de las víctimas, ya que 
bajo la fórmula inicial planteada por el decreto 4800 no se garantizaba que la Mesa 
departamental quedara constituida por las victimas que tuvieran procesos en los 
municipios. Con la resolución 00828 de 2014,  se estableció una estructura escalar en 
donde la Mesa Departamental está conformada por representantes de todos los hechos 
victimizantes y enfoques diferenciales de las Mesas Municipales, así como también un 
Comité de Ética conformado por tres integrantes de la Mesa y encargado de evaluar en 
primera instancia las presuntas fallas en que incurran los integrantes de las Mesas de 
participación. 
                                                          
45 Decreto 4800 de 2011, artículo 284. 
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En lo que respecta al segundo ámbito, se identifica que hay falencias en la representación 
también al interior de la Mesa. En primer lugar, partiendo de que la Mesa Nacional es el 
espacio en donde se deben sintetizar y armonizar las propuestas provenientes de los 
territorios y en relación con los enfoques diferenciales y hechos victimizantes; no ha habido 
un mecanismo que permita la efectiva trasmisión y articulación de propuestas, 
observaciones e información desde lo municipal a lo nacional y viceversa, y entre los 
grupos temáticos. Teniendo en cuenta que el Protocolo no define unas reglas sobre el 
alcance y responsabilidad de quienes ejercen la representación y vocería de las víctimas 
(Contraloría General de la República, 2013: 41), esta desarticulación, ha repercutido en la 
real representación que los líderes están haciendo, ya que su labor en varios espacios no 
ha sido ser el vocero de una propuesta y sentir de una colectividad sino que termina siendo 
una representación a título personal.  
 
En segundo lugar, existe una dispersión de delegados a los escenarios de participación 
nacional, de tal manera que por ejemplo los dos representantes de la Mesa al Subcomité 
de Medidas de Satisfacción, en donde el Centro Nacional de Memoria Histórica –CNMH- 
ejerce la secretaría técnica, son diferentes a los dos representantes de la Mesa que asisten 
al Consejo Directivo del CNMH; lo que ha desvinculado por completo las labores que se 
llevan a cabo en los dos espacios, ya que tampoco se han podido generar escenarios para 
el debate, análisis de propuestas y generación de consensos entre estos cuatro 
representantes, frente a las posiciones y propuestas que como líderes de las víctimas van 
a llevar a estos espacios. De igual manera, ha habido falencias de los representantes en 
cuanto a la rendición de cuentas y socialización de las labores, discusiones e información 
que surge en estos espacios de participación con el Pleno de la Mesa de Nacional, 
situación que ha empezado a subsanarse con la recolección de esta información a través 
de formatos y la exigencia de rendir informes orales sobre la representación que se ejerza. 
 
A su vez, la forma como se elige a los representantes  de la Mesa Nacional para los 
escenarios de participación nacional, ha producido conflicto y ha sido inconveniente, ya 
que se genera una fuerte competitividad por los escenarios que los líderes consideran 
estratégicos, en la medida en que abordan sus necesidades más sentidas: El Consejo 
Directivo de la Unidad Administrativa de Gestión de Restitución de Tierras, El Comité 
Ejecutivo para la Atención y Reparación de Víctimas, la Comisión de Monitoreo y 
Seguimiento del cumplimiento de la ley, Subcomité de Atención y Asistencia, Subcomité 
de Indemnización Administrativa. Ante los otros espacios menos demandados, en varias 
ocasiones terminan eligiendo los representantes no por afinidad o conocimiento sobre el 
tema sino porque están vacantes; lo que sin duda ha definido la calidad de la 
representación que se ejerce. 
 
Otro aspecto, tiene que ver con la sub representación de algunos hechos victimizantes 
cuando se aglutinan en los cuatro tipos establecidos: contra la vida y la libertad, contra la 
integridad física o psicológica, violencia sexual, desplazamiento forzado.  Tal es el caso de 
las víctimas de minas anti personal, quienes deben ser atendidas de manera diferencial 
pero que al estar representadas en el hecho victimizante contra la integridad física o 
psicológica al igual que las víctimas de tortura, su inclusión en el espacio es aleatoria. 
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Situaciones similares suceden cuando a nivel del Subcomité de enfoque diferencial en 
donde solo hay un delegado por grupos étnicos y por lo tanto éste debe representar los 
sentires y demandas de  indígenas, gitanos, palenqueros, y de igual manera pasa con la 
población LGBTI, lo que ha generado malestar y la solicitud de ajustar la normatividad. 
 
En suma,  la representación que ejercen los líderes de las organizaciones de víctimas en 
la Mesa y en los demás escenarios nacionales de participación han sido fuente de conflicto 
en dos ámbitos: El primero, tiene que ver con la relación entre los líderes de la Mesa y las 
bases que representan y el segundo, está relacionado con las falencias de representación 
al interior de la Mesa. En ambos ámbitos, se identifican problemáticas particulares, que de 
acuerdo con varias de las personas entrevistadas, estás reflejan de fondo una crisis de 
representatividad en la política, que es causada por deficiencia de procesos sociales 
organizativos, democráticos, en donde sus integrantes debaten, toman decisiones, 
asumen los costos de las mismas, se responsabilizan de tareas, contraen compromisos 
con sus colectividades y donde se crean y fortalecen liderazgos democráticos.  
 
e. Las reglas de juego para las ODV y la prevención por parte de las 
victimas hacia éstas 
 
En el ámbito de la presente investigación, se encontró que la labor que han desarrollado 
las Organizaciones Defensoras de Víctimas –ODV- en la Mesa Nacional de Víctimas ha 
sido limitada fundamentalmente por dos factores: 1) Las reglas de juego que regulan su 
participación y 2) la desconfianza de las víctimas hacia su trabajo. 
 
Al espacio transitorio fueron convocadas las Organizaciones de Víctimas y Organizaciones 
Defensoras de Víctimas por parte de la Unidad de Víctimas, con el fin discutir y consensuar 
los mecanismos de participación efectiva y oportuna de las víctimas en las políticas 
públicas. Es así como en un primer momento, varias de las Organizaciones de Defensoras 
de Víctimas con conocimientos y una larga trayectoria en el trabajo por los derechos de las 
víctimas, hicieron presencia en este espacio. Sin embargo, en medio de las discusiones 
del Protocolo, la Unidad de Víctimas definió que las ODV que contrataran con el Estado 
desarrollando funciones u obligaciones que tuvieran una relación directa con la política 
pública de víctimas, no podían participar en la Mesa Nacional ya que había una 
incompatibilidad; de manera que la gran mayoría de las ODV se retiraron del espacio 
transitorio.  
 
“La Subdirección de Participación dijo que había una incompatibilidad de contratar con el 
Estado y el acompañamiento a las víctimas y por eso se fueron todos, en la primera parte 
de la mesa del transitorio todos venían y cuando se puso ese punto en el protocolo ya no. 
Me acuerdo de CODHES, que se fueron porque ya no hay cooperación internacional que 




El efecto directo de la salida de varias ODV fuertes, con trayectoria y experiencia en la 
defensa de los derechos humanos, fue que las víctimas perdieron su asesoría técnica y 
política en la discusión del Protocolo. Posteriormente, cuando se convocó la elección de la 
primera Mesa Nacional de Víctimas, muy pocas ODV acuden al llamado debido a que 
muchas estaban impedidas por contratar con el Estado, de manera que de los 8 cupos 
correspondientes a las ODV solo se asignaron 646. Esta sub representación de las ODV es 
sumamente grave, ya que la asesoría política y técnica que éstas están llamadas a brindar 
se hace indispensable si se tiene en cuenta la complejidad de la política de atención y 
reparación integral a las víctimas, los problemas que busca solucionar y las dificultades 
que enfrentan la mayoría de las víctimas en el escenario de participación debido sus bajos 
niveles de formación y experiencia organizacional, como ya se ha mencionado.  
 
Otro aspecto referente a las reglas de juego que regulan la participación de las ODV, tiene 
que ver con las herramientas que les han sido asignadas para cumplir con su papel. De 
acuerdo con la norma, las ODV son miembros de la Mesa con derecho a voz pero sin voto 
y su función es proporcionar un acompañamiento técnico y político a las y los 
representantes de las organizaciones de las víctimas para que desarrollen las funciones 
que tiene la Mesa Nacional de Víctimas. Las ODV participan en el Plenario de la Mesa, es 
decir la instancia en donde se reúnen todos los integrantes de la Mesa y por lo tanto es la 
máxima autoridad de decisión; y pueden ser invitados al Comité Ejecutivo.47 Pero en 
términos reales estas disposiciones se quedan muy cortas frente a las necesidades de la 
Mesa y a las mismas expectativas de las ODV cuando entran en este espacio.  
 
Si bien lo ideal, es que las ODV se integren a los grupos temáticos con los que hay más 
afinidad por la experticia de cada una, se pueda desarrollar una asesoría a las 
organizaciones y preparar las propuestas que posteriormente se presentaran ante las 
entidades en los Subcomités Técnicos del SNARIV; esto no ha sido posible. Las ODV de 
la Mesa Nacional tienen sede en Bogotá y los integrantes de la Mesa provienen de 
diferentes partes del país, de manera que reunirse a trabajar en fechas distintas a las 
sesiones ordinarias implica incurrir en gastos que la Unidad de Víctimas no asume.  
 
“Bueno yo creo que hasta el momento las ODV le están debiendo al proceso, la mayoría 
no todos, le están debiendo entonces hasta ahora un papel preponderante no lo han tenido, 
digamos que ha sido como muy intermitente, titilante, muy inestable, fluctuante. Creo que 
de alguna manera ellos deberían tener otras herramientas porque a veces siento que no 
hacen más también porque la norma no les da dientes, están allí solos y sin unos recursos 
como independientes que ellas puedan decir que los van a tomar para articular o para 
capacitar” (Camilo, representante de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 05/11/2015, 
skype) 
                                                          
46 Las Organizaciones Defensoras de Víctimas, elegidas para la primera Mesa Nacional de 
Participación Efectiva de las Víctimas fueron: 1) Fundación Circulo de Estudios (trabaja los derechos 
de las mujeres víctimizadas), 2) Asomujer y trabajo (trabaja los derechos de minorías étnicas), 3) 
Fundación Colombiana Ganadera –Fundagan- (entró como organización que trabaja los derechos 
de víctimas en condición de discapacidad), 4) Campaña Colombiana contra las Minas, 5) Fundación 
País Libre y 6) ONG Colombia Soy. 
47 Resolución 0338 de 2013, artículo 14, parágrafo primero.  
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Por lo anterior el trabajo de las ODV se ha realizado en el marco de las sesiones de la 
Mesa, donde usualmente el tiempo es bastante escaso para la cantidad de temas que se 
deben evacuar, y ha consistido en dar su opinión más que un verdadero acompañamiento 
y asesoría, lo que ha generado desmotivación por el poco alcance que puede llegar a tener 
su participación en este escenario y cuestionamientos sobre el real interés que tiene el 
Estado frente a su participación.   
 
“Vamos a hacer un plan de trabajo de representantes de organizaciones de víctimas y 
ODV, porque la mesa es una sola y nosotros participamos con voz pero sin voto, entonces 
en últimas ellos deciden alguna cosa y nosotros no votamos, somos como seis o siete 
personas que vamos y no votamos, intentamos como aportar a la discusión, intentamos 
buscar salidas cuando hay una discusión enredada  e intentamos desde nuestro punto de 
vista hacer claridad sobre los algunos puntos pero ya”. “Si nosotros no podemos estar al 
menos acompañando un comité temático creo que no vale la pena que estemos. Primero 
porque estamos legitimando un espacio donde realmente el gobierno no quiere que 
vayamos más allá” (Martha, representante de ODV en la Mesa Nacional de Víctimas, 
28/10/ 2015, sede la organización) 
 
También es importante mencionar que bajo estas condiciones, el trabajo colectivo de las 
ODV ha sido complicado, pese a que entre la mayoría de ellas existe una relación cordial48 
y varias han tenido diversas iniciativas no ha sido posible definir un enfoque común de las 
ODV que guíe su función, ni se han articulado para desarrollar los procesos 
acompañamiento y asesoría a los representantes de las organizaciones de víctimas debido 
a la falta de tiempo y motivación49; lo que ha repercutido en que no hayan logrado 
vincularse a los debates de una mejor manera y posicionar temas pertinentes para la 
política pública. 
 
“Pero lo que no hemos logrado, es que yo siento que nos toca resolver los enfoques entre 
las ODV, todos tenemos enfoques distintos de trabajo, todos perseguimos cosas distintas, 
por supuesto tenemos intereses distintos entonces yo siempre digo mire: tenemos un 
objetivo en común y es que esta mesa y que la gente participe, que se mejore un poquito 
la política pública, trabajemos sobre lo que nos junta no sobre lo que  nos separa”. “Y no 
nos hemos podido poner de acuerdo como un bloque así sea pequeñito para defender 
unos mínimos”  (Martha, representante de ODV en la Mesa Nacional de Víctimas, 28/10/ 
2015, sede la organización) 
                                                          
48 Es importante mencionar en este punto que tanto para algunas ODV como OV, el ingreso de 
Fundación Colombiana Ganadera –Fundagan- en un principio generó desconfianza, 
cuestionamientos  y señalamientos, pero poco a poco las tensiones fueron disminuyendo y para 
muchos la aceptación de la presencia de Fundagan ha sido un ejemplo de reconciliación.  
49 A pesar de estas dificultades, para este segundo periodo de la Mesa, una de las ODV está 
planeando un proceso de capacitación en temas como expresión oral, escrita, manejo de auditorio, 
análisis de coyuntura y análisis jurídico (Cecilia, representante de ODV en la Mesa Nacional de 
Víctimas, 30/10/2015, Centro de Memoria, Paz y Reconciliación) 
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Un segundo aspecto que ha marcado el ejercicio de las ODV, es la gran prevención y 
rechazo que han encontrado de parte de algunos representantes de las organizaciones de 
víctimas; quienes ven a las ODV como organismos no gubernamentales –ONG- que han 
gestionado recursos y se han lucrado a nombre de las víctimas. Esta situación es descrita 
por un ex miembro de la Mesa de la siguiente manera:  
 
“Eso es como usted echar un ratón en una leonera (risas). Lo que pasa es que para 
nosotras las víctimas, las ODV y en general otras organizaciones que no son víctimas se 
han apropiado del discurso de las víctimas para vivir de eso como un negocio, eso es así” 
(Juan, ex representante de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 03/11/2015, hotel) 
 
“Yo siento que todavía se sigue viendo de alguna forma a las ODV como invasores, yo no 
lo siento así en particular pero si es lo que se puede notar en la mayoría, lo que se percibe, 
que no sienten a las ODV realmente parte de la mesa” (Camilo, representante de OV en 
la Mesa Nacional de Víctimas, 05/11/2015, skype) 
 
Este sentimiento de desconfianza fue la base para que los canales de comunicación entre 
OV y algunas ODV estuvieran cerrados por mucho tiempo, lo que repercutió en términos 
generales en la relación entre ambos actores, a tal punto que durante la primera Mesa de 
participación las ODV no fueron invitadas al Comité Ejecutivo y en varias oportunidades no 
se permitió que expresaran su opinión. Ante esta situación las ODV buscaron resolver el 
conflicto de manera individual con quienes expresaban alguna molestia y fortalecer las 
relaciones bilateralmente con quienes existía algún tipo de afinidad, pero no ha sido un 
proceso fácil en la medida en que, por ejemplo, no han recibido el apoyo y mediación de 
la Unidad de Víctimas para resolver los conflictos, por el contrario algunos representantes 
de ODV y OV coinciden en afirmar que algunas posiciones de la Unidad alimentaron celos 
y por lo tanto el conflicto. 
 
En suma, las reglas de juego establecidas por el Estado para la participación de las 
Organizaciones Defensoras de Víctimas, en donde les da voz pero no voto y no disponen 
de los recursos y apoyos para cumplir con sus funciones, sumado a la imposibilidad de 
articular un accionar conjunto y a la prevención de parte de las organizaciones de víctimas, 
han limitado sustancialmente el papel de las ODV en la Mesa de Participación.  
 
f. Pocas herramientas para la resolución de conflictos entre las víctimas 
y de las víctimas con el Estado 
 
De acuerdo con la autora Sara White, que hemos tomado de referencia para el desarrollo 
de este estudio, es importante no perder de vista que la participación es algo complejo, 
que contiene en sí misma tensiones en la medida en que moviliza intereses que a su vez 
son el reflejo de las diversas relaciones de poder de una sociedad y genera a su vez otras 
nuevas. En ese sentido, la Mesa de Nacional no es un escenario ajeno a estos elementos, 
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las personas que han llegado a este lugar han pasado por un proceso difícil y demandante 
de ascenso desde lo municipal hasta lo nacional, en donde se ponen en juego muchas 
expectativas e intereses algunos legítimos, otros no tanto. Debido a esa variedad de 
intereses de cada uno de los integrantes alrededor de la participación, es que surgen 
diversidad de conflictos y enfrentamientos al interior de la Mesa entre sus integrantes y con 
el Estado, como en cualquier proceso colectivo.  
 
Durante el espacio transitorio y la primera Mesa de Participación de Víctimas, las rencillas 
de tipo personal, altercados entre organizaciones que provienen del mismo territorio, 
insultos, gritos, peleas entre líderes que provenían de la Mesa de Fortalecimiento del 
Proceso Organizativo de la Población Desplazada y que se prolongaron con la llegada de 
éstos a la Mesa de participación, fueron sucesos constantes que evidenciaban la 
necesidad de demostrar poder con el fin de no perder el lugar privilegiado al que con tanta 
dificultad llegaron . En varios casos, el poder estaba relacionado con: lograr posicionarse 
en espacios en donde sus propuestas sobre la política pública tuvieran una mayor 
injerencia, tener la posibilidad de visibilizar las problemáticas de su territorio y ganarse el 
reconocimiento de su comunidad u organización y el de la institucionalidad; y con el 
fortalecimiento de relaciones de los líderes con diferentes instancias y funcionarios del 
Estado que le permitirían en algún momento lograr algún beneficio para los suyos, esto en 
la medida en que muchos de los líderes han basado su trabajo con la comunidad actuando 
como sus intermediadores ante el Estado (elaboración de demandas, derechos de 
petición, socialización de la información institucional, realización de trámites etc) y a partir 
de allí han logrado una ganancia económica y reconocimiento. 
 
Es así como, motivados por la diversidad de intereses citados, varios líderes por ejemplo, 
buscan la manera de posicionarse y ser elegidos como representantes ante los Subcomités 
técnicos del SNARIV, ante los espacios nacionales50 o en los cargos directivos al interior 
de la Mesa y por lo tanto estos procesos generan tensiones y conflictos.  
 
“Pues los seres humanos por naturaleza somos conflictivos y en un espacio como estos 
no es la excepción, donde los intereses de unos quieren primar sobre los intereses de los 
otros, entonces a uno le parece que es blanco al otro que es negro y al otro le parece que 
es rojo y no es fácil conciliar los temas, no es fácil poder trascender” (Juan, ex 
representante de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 03/11/2015, hotel)  
 
“Son más cosas de forma que de fondo, son de cosas ya casi que personales, entonces 
se personalizaban los temas y eso hace que la política pública no pueda trascender y no 
avance efectivamente” (Juan, ex representante de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 
03/11/2015, hotel) 
 
                                                          
50 Los espacios nacionales son: 1) Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación de las Víctimas, 
2) Consejo Directivo de la Unidad Administrativa de Gestión y Restitución de Tierras, 3) Comisión 
de seguimiento y monitoreo al cumplimiento de la Ley y 4) Consejo Directivo del Centro Nacional 
de Memoria Histórica. 
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De manera que estos enfrentamientos, que para muchos eran causados por temas y 
diferencias más de forma que de fondo, escalaban a unos niveles que terminaban por 
amedrantar al resto de integrantes de la mesa, a los mismos funcionarios y se convirtieron 
en un obstáculo permanente para que los otros representantes de las organizaciones de 
víctimas pudieran desempeñar su función y para que las discusiones de fondo sobre los 
temas más importantes de la política pública no se pudieran dar.  
 
“Pero yo si siento que el papel del gobierno es dejarlos que se maten ahí, pero no se 
abordan las discusiones de una manera democrática” (Martha, representante de ODV en 
la Mesa Nacional de Víctimas, 28/10/ 2015, sede la organización) 
 
Por otro lado, los enfrentamientos de algunos representantes de las organizaciones de 
víctimas con el Estado, provenían en varios casos de conflictos surgidos en los escenarios 
de la Mesa de Fortalecimiento del Proceso Organizativo de la Población Desplazada con 
Acción Social51, en donde la desconfianza mutua era total y por lo tanto se generaron 
relaciones de bastante irrespeto. Poco a poco, en el marco de los cambios de la política 
de atención y reparación integral a las víctimas, los conflictos fueron disminuyendo en la 
medida en que se fue ganando un poco más de confianza frente a la nueva 
institucionalidad, en gran parte debido a que algunas de sus demandas se han atendido, 
por ejemplo en el tema de garantías e incentivos para la participación.  
 
Sin embargo, como se ha venido desarrollando a lo largo de este capítulo, existen diversas 
causales de conflicto en donde los choques con la Unidad de Víctimas son permanentes, 
en la medida en que es quién coordina el Sistema Nacional de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas –SNARIV- y particularmente con la subdirección de participación, 
encargada de la promoción y evaluación de los mecanismos e instancias de participación 
efectiva y del funcionamiento de la Mesa Nacional. 
 
Si bien éstas son situaciones naturales en este tipo de contextos, en el ámbito de la Mesa 
lo que se puso en evidencia era que por un lado las y los líderes no contaban con las 
habilidades y la madurez para tramitar sus diferencias, y  por otro, la institucionalidad no 
tenía las herramientas y actores mediadores que permitieran una resolución pacífica y 
efectiva de los conflictos. Se identificó que la Defensoría del Pueblo, en su papel de 
Secretaría Técnica ha realizado la labor de arbitraje y prevención de estas disputas.  
 
De acuerdo con representantes de ODV y OV entrevistados para este estudio, la UARIV 
ha jugado un papel bastante pasivo y cuestionable que podría responder a su poco interés 
por resolver los conflictos ya que en ocasiones estimuló la generación de disputas entre 
los representantes de las víctimas, así como también ha recurrido a formas poco 
convenientes y éticas como es la concertación de reuniones bilaterales entre quienes 
                                                          
51 La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, comúnmente 
conocida como Acción Social, tenía como función la coordinación del Sistema Nacional de Atención 
Integral de población Desplazada – SNAIPD-. 
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muestran inconformidad y la entidad, la promoción del relevo de líderes que considera 
conflictivos, la alusión a que se va a ayudar a agilizar trámites para lograr algún tipo de 
ayuda y en un caso ha prometido priorizar casos para diligencias tales como la de la 
indemnización, como una manera de contener los conflictos cuando se sospecha que 
alguna decisión los puede generar. Formas que más que resolver los problemas de fondo 
los profundiza, genera desconfianzas y molestias ya que apela a los recursos que le 
representan poder a la institucionalidad para ofrecerlos como una dádiva, cuando 
realmente tiene que garantizarlos como un derecho, promoviendo valores que distan de 
una moral democrática. 
 
“Para terminar, el día que cerraba la mesa vino la Unidad de Víctimas y dijo a los que no 
habían sido reelegidos: la Unidad de Victimas ha decidido que todos ustedes en 
reconocimiento a su trabajo en la mesa tan importante, van a tener un criterio de 
priorización en la indemnización por encima de otras personas. Y después les dicen: se 
les dará un documento donde dice que ustedes van a tener prioridad y a su vez estamos 
dando este reconocimiento público! y los iban llamando. Y en ese momento una lideresa 
de Arauca se paró y dijo: A mí no me tienen que dar nada ustedes, eso me lo deben decir 
es las mujeres en mi territorio y quién sabe si me lo dicen. Y después se para un negro del 
Chocó y dice: Compañeros yo tengo una asamblea dentro de quince días de cuatrocientos 
líderes del Chocó y yo voy a someter a disposición de la asamblea esa decisión, yo no 
puedo recibir esas cosas personales” (Juan, ex representante de OV en la Mesa Nacional 
de Víctimas, 03/11/2015, hotel) 
 
Por su parte las víctimas, han tenido un valioso proceso de aprendizaje en cuanto a la 
resolución de sus conflictos con sus pares y con el Estado. Entre ellos mismos se ha 
logrado autocontención y han propiciado espacios de privacidad que les ha permitido, a 
través del diálogo, llegar a acuerdos frente a temas o situaciones que generan malestar. A 
su vez, se encontró que, al contrario de lo que se esperaría por los altos niveles de 
polarización que vive el país, ni las filiaciones políticas, ni el hecho de haber sido 
victimizado por algún actor armado en particular fueron factores que generaran algún tipo 
de discriminación o problema. Sus integrantes han sido cuidadosos de no trasladar la 
discusión partidista a este escenario y el dolor de haber sido afectados por el conflicto 
armado los une y reconociéndose como víctimas del conflicto armado independientemente 
de quien haya sido el victimario. Pareciese entonces que la prevalencia de los conflictos 
señalados previamente en la dinámica de la Mesa Nacional de Víctimas, le ha restado 
importancia a temas que en otros ámbitos si han sido fuente de enfrentamiento. 
 
Así pues, los conflictos entre las víctimas y de éstas con el Estado han afectado de manera 
contundente la posibilidad de llevar a cabo las labores y discusiones sobre la política 
pública, lo que ha puesto en evidencia el desinterés de la Unidad de Víctimas por lograr 
un adecuado trámite de las diferencias, por el contrario algunos de los actores 
entrevistados consideran que mantener el conflicto ha sido una estrategia de la Unidad 
para evadir la discusión de los problemas de fondo y por lo tanto no ha aplicado medidas 




g. Apoyos e Incentivos insuficientes para la garantía de la participación 
 
La disposición de apoyos por parte del Estado para garantizar el ejercicio de la 
participación ha sido uno de los principales ejes alrededor del cual ha girado gran parte de 
las discusiones de las víctimas desde el espacio transitorio a la actualidad; sin contar con 
los debates y avances liderados por la Corte Constitucional en el marco del proceso de 
participación llevado a cabo con la población en situación de desplazamiento con 
anterioridad52.   
 
La definición de dichos apoyos era de gran importancia para las víctimas ya que éstos 
determinarían en pocas palabras sus posibilidades reales de participar. De acuerdo con 
Gutiérrez (2007: 31), la mera existencia de mecanismos de espacios de participación no 
es garantía de que la gente los use y una de las razones es que la pobreza puede limitar 
o generar una barrera para la participación de la población que se encuentre en esas 
condiciones, ya que su ejercicio genera costos (tiempo, recursos monetarios, energía) que 
difícilmente pueden asumir; lo que sugiere la importancia de identificar y generar las 
medidas que contrarresten estas barreras frente a la participación. 
 
En este sentido, ya existía un camino recorrido frente al reconocimiento de la  necesidad y 
los objetivos de medidas que brinden las condiciones necesarias para ejercer el derecho 
a la participación, pero restaba precisarlas; ésta labor se llevó a cabo en el espacio 
transitorio y en la Mesa de Participación y ha estado caracterizada por la existencia de 
contradicciones entre las víctimas y la Unidad y la persistencia de ambigüedades que han 
afectado la puesta en marcha del componente de participación.  
 
“Si claro porque es que nadie valora que nosotros hacemos un trabajo y mientras nosotros 
nos vamos a hacer un trabajo que le sirve a la institucionalidad y en general a todos los 
integrantes del Sistema de Atención y Reparación a víctimas –SNARIV-, las victimas 
tenemos que dejar nuestras casas solas, no generamos ingresos mientras estamos en los 
eventos, entonces muchas veces nos toca sacar de recursos nuestros para pagar y poder 
asistir con dignidad a las actividades, entonces en vez de mejorar nuestra condición por 
estar haciendo la tarea de la participación lo que hace es empeorar” (Camilo, representante 
de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 05/11/2015, skype) 
 
Uno de los aspectos que ha generado conflicto está relacionado con la definición de las 
tablas de valores para los pagos correspondientes a transporte, los gastos de viaje y apoyo 
logístico a los integrantes de las Mesas Municipales, Distritales, Departamentales y 
nacional. A nivel de la Mesa Nacional, después de largas jornadas de debate para definir 
                                                          
52 El Auto 383 de 2010 de la Corte Constitucional estableció como parte del Protocolo de 
participación un sistema de incentivos (positivos y negativos) que incluyera apoyo financiero, 
formalización de los espacios de participación y procedimientos para estimular la participación de 
las personas en situación de desplazamiento y para corregir prácticas que tiendan a excluirla, para 
que sean aplicadas en los distintos niveles territoriales de manera que se garantice el goce efectivo 
del derecho a la participación. 
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las garantías y casi un año después la instalación de la primera Mesa de Víctimas, la 
Unidad de Víctimas expide la Resolución 00544 de 2014, por medio de la cual se regula la 
tabla de valores de la Unidad para el reconocimiento de apoyos destinados a garantizar la 
participación efectiva solo de los miembros de la Mesa Nacional y para las actividades que 
convoque la Unidad de Víctimas53; es decir que las demás entidades del SNARIV no están 
obligadas a regirse por dicha Resolución sino que, de acuerdo al Protocolo, deberán 
elaborar su tabla de valores para los pagos respectivos a los miembros de las mesas de 
participación que convoquen a sus propias actividades, obligación que no se ha cumplido 
para la gran mayoría de las entidades del SNARIV54, municipios y algunos 
departamentos55.  
 
“La primera vez se hizo una jornada de negociación con Paula Gaviria, en estos momentos 
también estamos haciendo una presión porque esa tabla de gastos de viaje fue logro a 
medias, porque simplemente salió para cuando la UARIV fuera la que convocara a los 
eventos pero ninguna otra entidad del SNARIV te reconoce eso gastos, entonces 
necesitamos que la tabla salga como dice la ley para todas y cada una de las entidades 
que hacen parte del SNARIV” (Camilo, representante de OV en la Mesa Nacional de 
Víctimas, 05/11/2015, skype) 
 
A su vez, todavía faltan aspectos por ajustar en cuanto al apoyo logístico para el trabajo y 
funcionamiento de la Mesa, para la elaboración de informes, documentos y proyectos; así 
como los procesos de formación y capacitación en lo relacionado a los incentivos, ya que 
si bien es claro que son condiciones que la Unidad de Víctimas ésta obligado a brindar, 
con frecuencia ésta manifiesta razones de tipo económico que le impiden cumplir, lo que 
repercute  directamente en la posibilidad de que los representantes de las víctimas puedan 
efectivamente cumplir con su papel, como ya se manifestó en anterior acápite sobre este 
tema en particular. 
 
“Y por otro lado, hay cosas tan irónicas como que tenemos una oficina que funciona en 
Bogotá de la Mesa Nacional de Participación, a la que no podemos ir cuando queramos 
porque estamos limitados por el tema de tiquetes porque no vivimos en Bogotá los 
integrantes del Comité Ejecutivo de la Mesa Nacional de Participación, y de hecho más 
                                                          
53 Para actividades convocadas por la Unidad de Víctimas por concepto de gastos de viaje se paga 
$40.000 a los miembros de la Mesa Nacional por Sesión de Mesa Nacional, $30.000 miembros de 
Mesas Departamentales y  Mesas Municipales. 
54 Resolución 0388 de 2013, artículo 49.  
55 De acuerdo con el artículo 262 del Decreto 4800 de 2011 y los numerales 5 y 10 de la Ley 1448 
de 2011, la Unidad para las Víctimas, las Alcaldía, Distritos y Departamentos  tienen el deber de 
garantizar los recursos técnicos logísticos y presupuestales necesarios para que aseguren la 
creación y el sostenimiento de las Mesas de Participación de las Víctimas en todos los niveles. A 
su vez, se establece que la financiación de los espacios será compartida entre la Nación y los 
gobiernos distritales y departamentales, bajo los criterios de complementariedad, concurrencia y 
subsidiaridad; de acuerdo con este último los distritos y municipios de menos capacidad financiera 
serán apoyados por el departamento y la Nación; en cuyo caso la Nación tendrá en cuenta la 
cantidad de población victimizada y la categoría del municipio. Aun así no es claro la proporción de 
esa ayuda para los entes territoriales y el nivel de corresponsabilidad para lograr una real 
articulación entre la nación y el territorio. 
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irónico aún el hecho de tener unos portátiles que no se pueden sacar de las oficinas, 
entonces te toca trabajar con lo tuyo o no puedes trabajar, así de sencillo” (Camilo, 
representante de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 05/11/2015, skype) 
 
Otro de los factores relacionados con las condiciones para garantizar la participación y que 
ha generado bastante conflicto por su trascendencia, es lo relacionado con la seguridad 
de los representantes de las organizaciones de víctimas. Si bien es claro que la Unidad de 
Víctimas tiene la obligación de brindar las garantías para el funcionamiento de la Mesa 
Nacional en los aspectos que se han señalado anteriormente, en el tema de protección y 
seguridad, la Unidad sirve de mediadora para que desde el Subcomité Técnico de 
Prevención, Protección y Garantías de no Repetición se adecue la política en esta materia 
a las características específicas de los miembros de la Mesa. Debido a que las acciones 
tomadas por el Subcomité y más concretamente por Unidad Nacional de Protección y la 
Fiscalía General de la Nación no han sido efectivas56 se genera un fuerte malestar de los 
líderes con dichas entidades y la Unidad de Víctimas, ya que sienten que en el Estado no 
hay una verdadero interés por garantizar su derecho a la participación, en la medida en 
que no ha adoptado las medidas suficientes, como lo indica el Protocolo, para preservar 
su vida, la cual se pone en riesgo a raíz del liderazgo y la labor de denuncia y exigencia 
de derechos que desempeñan.  
 
En suma, aspectos como el pago de transporte y gastos de viaje, el apoyo logístico para 
el trabajo y funcionamiento de la mesa, la elaboración de documentos, los procesos de 
formación y capacitación y las medidas de protección a las y los líderes han sido fuentes 
de conflicto entre las víctimas y el Estado, ya que son apoyos e incentivos que no han sido 
garantizados  por parte de las entidades del SNARIV, situación que ha sido interpretada 
por las víctimas como una muestra de desinterés del Estado frente al ejercicio de una 
participación efectiva. 
 
h. La falta de voluntad política y otros aspectos que obstaculizan la 
participación efectiva  
 
A medida que se ha ido ejecutando el componente de participación, uno de los elementos 
que ha afectado de manera negativa y generado conflicto en este proceso ha sido la 
existencia de una cultura institucional repulsiva y prevenida frente a la participación de los 
                                                          
56 Un ejemplo de la grave situación de seguridad por la que están pasando las víctimas organizadas 
y activas en su territorio es en el ámbito de los procesos de restitución de tierras. De acuerdo con 
la Defensoría del Pueblo la persistencia de las amenazas, intimidaciones y homicidios contra las 
comunidades y líderes de procesos restitución, retorno y reubicación ha sido el principal obstáculo 
para que las víctimas accedan a la tierra y a su restitución, y frente a lo cual las medidas individuales 
en términos generales han sido insuficientes o inadecuadas si se valora el contexto y la situación 
de riesgo, y no se han diseñado medidas de protección colectivas diferentes a la de la presencia de 
la Fuerza Pública (Comisión de Seguimiento y Monitoreo al cumplimiento de la Ley 1448 de 2011, 





representantes de las víctimas y de las organizaciones defensoras de víctimas; ya que es 
asociada a personas conflictivas, que ponen problemas y que impiden el accionar del 
Estado. Ésta naturalmente ha sido la primera barrera con la que se ha encontrado la Mesa 
y que permanentemente se constata con la gran dificultad que tienen las entidades para 
construir conjuntamente con las víctimas en los escenarios de participación. 
 
Unido a este elemento cultural, uno de los mayores obstáculos que tienen las víctimas para 
ejercer la participación ha sido la falta de voluntad política del Estado y la inactividad y 
omisión de las entidades de control que no han tomado las medidas correspondientes 
cuando las entidades y funcionarios no cumplen sus mandatos. Si a las dificultades que se 
han mencionado se le suma la falta de voluntad política, se obtiene como resultado que en 
general la participación en el marco de la política pública no ha logrado ser efectiva, es 
decir que su ejercicio no se ha basado en la escucha, el debate y concertación con las 
organizaciones de las víctimas, tal como lo plantea la ley. 
 
 “La ley es clara, obviamente se va ajustando en el camino, lo que falta es voluntad política” 
(Camilo, representante de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 05/11/2015, skype) 
 
De acuerdo con los actores entrevistados por esta investigación, son varios los aspectos 
que ponen de manifiesto la falta de determinación por parte del Estado, para que la 
participación logre una verdadera incidencia. En primer lugar, se identifica que hay cierta 
ambigüedad frente al alcance de la participación, es decir que no se precisan causales por 
las cuales las propuestas de las víctimas sean acogidas o no, o si un plan de acción de 
una entidad debe considerar o acoger un número mínimo de propuestas de las víctimas. 
No hay unos referentes concretos para poder señalar que una entidad cumplió o no con 
su obligación de incluir a las víctimas en la implementación y seguimiento de las políticas 
que directamente las afectan.  
 
En segundo lugar, tanto OV como ODV consideran que desde la Unidad de Víctimas se 
ejerce bastante control sobre la Mesa de Víctimas debido a que es quien administra los 
recursos para su funcionamiento, en este sentido por ejemplo, ha interferido en la ejecución 
del plan de trabajo de la Mesa, en la medida que no asigna los recursos necesarios para 
su ejecución. A su vez, ha ejercido presión para desfavorecer y cuestionar la presencia de 
algunos líderes y lideresas, en particular aquellos que han asumido posturas críticas frente 
a la entidad y en general sobre el proceso de participación. Y ha restringido la posibilidad 
de debatir e interactuar con otros actores diferentes a los relacionados con el tema de 
políticas públicas para la atención y reparación de víctimas. 
 
En tercer lugar, pese a la importante cantidad de propuestas y documentos elaborados con 
gran esfuerzo por las víctimas (rutas para la solución del problema de vivienda, rutas en la 
generación de ingresos etc) y las reuniones con funcionarios de alto rango del Estado 
(Procurador, Ministros, Directores); los resultados concretos para el universo de las 
víctimas son incipientes en la medida en aún se no logran respuestas efectivas frente a 
sus requerimientos y necesidades más sentidas.  
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“No está funcionado la institucionalidad a partir de las recomendaciones de las víctimas, 
no. Se ha logrado el conocimiento, la incidencia si poco, las propuestas están en papel 
porque si se hubieran acogido pues se verían cambios” (Juan, ex representante de OV en 
la Mesa Nacional de Víctimas, 03/11/2015, hotel) 
 
En cuarto lugar, la información de la política pública se ha limitado a la socialización de la 
oferta institucional y cuando se ha buscado conocer acerca del balance y avance en su 
ejecución y restablecimiento de derechos, se ha restringido la información o no están 
disponibles los funcionarios en el momento que se les requiere para que brinden una 
explicación, lo que ha dificultado tener los insumos de primera mano para poder llevar a 
cabo las discusiones pertinentes. Un escenario propicio para hacer rendición de cuentas 
interna del SNARIV y dar las discusiones y orientaciones de carácter vinculante para sus 
integrantes es el Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación de Víctimas; sin embargo, 
esta instancia ha estado prácticamente inactiva y en la única sesión oficial que ha realizado 
no fueron invitadas las víctimas.  
 
En quinto lugar, las posibilidades de incidir en el proceso de implementación cada vez se 
hacen menores, ya que la mayoría de aspectos de la ejecución se encuentran definidos 
por una resolución, por un presupuesto que ya se aprobó o por unos criterios que ya fueron 
acordados. A su vez, a nivel de las Subcomisiones Técnicas la correlación de fuerzas está 
totalmente desbalanceada, ya que son dos representantes de organizaciones de víctimas 
debatiendo con dieciséis funcionarios.  
 
Así pues, partiendo de estas limitaciones, que si bien no todas se originan en la falta de 
voluntad política, si se intensifican en la ausencia de ésta. Para varios de los 
representantes de OV, ODV e instituciones abordados en este estudio, la participación que 
se ha promovido en el marco de la política pública, se ha perfilado en una herramienta para 
legitimar y publicitar al Estado, para distraer a las organizaciones de víctimas de su labor 
estratégica de exigir la garantía de sus derechos, para inmovilizarlas y quitarles autonomía 
e independencia; es decir que se ha instrumentalizado la participación  
 
“El alcance de la participación en la Mesa es poco, no estamos cumpliendo el objetivo, 
esta mesa se está convirtiendo en un distractor de la población víctima” (Juan, ex 
representante de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 03/11/2015, hotel) 
 
En consecuencia, los efectos de esta distorsión de la participación son: la frustración de 
los representantes de las organizaciones de víctimas y  defensoras de víctimas frente a los 
escenarios institucionales de participación, la búsqueda de otros escenarios y vías de 
acción para hacer incidencia en la política pública y lograr el goce efectivo de los derechos 
de las víctimas, el enfrentamiento y la deslegitimación de las y los líderes frente a sus 
organizaciones y bases ya que no hay resultados que cambien su cotidianidad, 
rompimiento de procesos organizacionales, dispersión del movimiento de víctimas, el 
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cierre de canales de comunicación Estado- movimiento de víctimas en la medida en que 
no se hace a través de los institucionales. 
 
En síntesis, se han identificado cinco aspectos que reflejan la falta de voluntad política de 
parte del Estado para garantizar la participación efectiva de las víctimas y un desequilibrio 
de poderes que pone en desventaja a las víctimas al momento de ejercer la participación; 
lo que ha producido una gran frustración en los representantes de las víctimas que asisten 
a la Mesa, ya que consideran que han sido utilizados para legitimar un sistema de 
participación con alcances muy limitados. 
 
4.2 Factores de ambigüedad en la implementación del 
componente de participación  
 
Como ya se ha expresado anteriormente, en el marco de una implementación política, los 
niveles de ambigüedad son bajos y se presenta respecto a los medios. A continuación, se 
presentan los factores que han generado ambigüedad en el proceso de implementación 
del componente de participación de la política de atención y reparación integral a las 
víctimas del conflicto armado.  
 
a. La falta de apropiación de los roles, instrumentos jurídicos, 
conceptuales y metodológicos para la implementación del componente 
participación 
 
Para el caso del componente de participación se encuentra ambigüedad prevalentemente 
a nivel de los medios, es decir, en cuanto a la definición de mecanismos, herramientas, 
procedimientos, tiempos y trámites para poder implementarla. Sin embargo, pese a que en 
términos generales hay claridad en la formulación de los objetivos y se han ido precisando 
los medios para ejecutar el componente, sigue existiendo incertidumbre y confusión en 
institucionalidad encargada de su implementación, debido a que por un lado las 
modificaciones del Protocolo, llevadas a cabo de manera unilateral por la Unidad de 
Víctimas, ha generado dispersión y confusión frente al marco normativo que rige el 
componente de participación; y por otro lado no se ha dado un efectivo proceso de 
entendimiento, análisis, apropiación, relacionamiento y control de su cumplimiento. 
 
“Hay que entender la ley primero porque es que la ley no se ha entendido, hay mucha 
ignorancia sobre el tema y apenas un funcionario está entendiendo lo cambian, ese es el 
retroceso” (Cecilia, representante de ODV en la Mesa Nacional de Víctimas, 30/10/2015, 
centro de memoria, paz y reconciliación) 
 
“La ley es un papel que al leerla a unos les queda claro a otros no, cuando tu estas en el 
medio de política pública entiendes, interpretas y haces análisis de la lectura y dices que 
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sirve y qué no sirve,  para los que no están en ese medio hay que hacer el proceso de 
entendimiento, por eso yo digo que la institucionalidad tiene que primero entenderla para 
que la pueda implementar porque si no la entiende, no la puede apropiar y tampoco la 
puede implementar. Entonces primero hay que conocerla, entenderla y ahora si podemos 
entrar al proceso de implementación” (Cecilia, representante de ODV en la Mesa Nacional 
de Víctimas, 30/10/2015, centro de memoria, paz y reconciliación) 
 
“No es que no sea clara la ley sino que no la han estudiado, no han mirado como la van a 
cumplir, no se han metido de verdad en la ley” (Cecilia, representante de ODV en la Mesa 
Nacional de Víctimas, 30/10/2015, centro de memoria, paz y reconciliación) 
 
En ese sentido, muchos son los funcionarios que han asumido un compromiso real frente 
a las víctimas y su derechos a la participación57, sin embargo la gran mayoría de las 
entidades del SNARIV actúan como si no tuviesen unas funciones determinadas, no 
asumen sus responsabilidades, por el contrario se evaden de ellas y se las delegan a otras 
y ha habido una imposibilidad para que desarrollen una acción articulada58. Un elemento 
que ha favorecido esta situación de desdén y descoordinación, es que la Unidad de 
Víctimas dentro de la estructura jerárquica del Estado, no tiene un rango ministerial acorde 
con las labores que debe asumir y por lo tanto su directrices no tienen un carácter 
vinculante o sancionatorio; esto ha hecho por ejemplo que requerimientos a Ministerios y 
entidades con una mayor jerarquía, originados en virtud de sus funciones de coordinación, 
no sean atendidos. Esto en parte explica el hecho de que la actividad del SNARIV durante 
los primeros dos años de vigencia de la ley, haya sido prácticamente nula. 
 
“De manera general yo creo que la mayoría de las entidades aún no son conscientes de 
que son parte del SNARIV y nosotros como mesa de victimas también somos parte del 
SNARIV, entonces no nos ven como un aliado sino que nos ven como un invitado que solo 
tiene derecho a hacer un saludo a la bandera y que viene a poner problema” (Camilo, 
representante de OV en la Mesa Nacional de Víctimas, 05/11/2015, skype) 
                                                          
57 Entidades como el Ministerio de Salud, con el Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral 
a  Víctimas –PAPSIVI, la Unidad de Tierras, el Ministerio del Interior, el Centro Nacional de Memoria 
Histórica fueron señalas, por las fuentes entrevistadas, como unas de las pocas entidades que 
tienen claro su papel frente a la participación de las víctimas en la política pública. Mientras que el 
Ministerio del Trabajo y el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, si bien manejan los temas más 
importantes para las víctimas no han mostrado un compromiso frente a estas. 
58 Frente a la imposibilidad de la articulación, el II informe al Congreso de la República de la 
Comisión de Seguimiento y Monitoreo año 2015, señala que existe  “la necesidad de superar la 
precaria capacidad de acción institucional articulada entre la nación y el territorio, o en otras 
palabras: entre la UARIV y los ministerios e instituciones de carácter nacional; de estas instancias 
nacionales con todas las instancias del SNARIV en lo territorial; y de todos estas instancias estatales 
con las respectivas mesas de víctimas y sus espacios por hechos victimizantes (en particular con 
la población desplazada) y de enfoques diferenciales”. (Comisión de Seguimiento y Monitoreo al 
cumplimiento de la Ley 1448 de 201, 2015: 36) A su vez, la Corte Constitucional en los autos 177 y 
178 de 2005, 218 y 266 de 2006 y 052 de 2008, abordaron el tema de la descoordinación y por lo 




Así pues, se identifica la ausencia de herramientas que permitan generar procesos 
efectivos de entendimiento y apropiación de los objetivos por parte de las entidades que 
conforman el SNARIV, y por lo tanto la imposibilidad de generar acciones articuladas que 
apunten de manera afectiva a restablecer los derechos de la población victimizada. 
 
b.  Debilidades en el sistema de seguimiento y monitoreo a la 
implementación del componente 
 
De la mano con el ítem anterior, se encuentra ambigüedad en las herramientas utilizadas 
para hacer seguimiento y evaluación a la implementación de componente de participación 
y la verificación del cumplimiento de los objetivos que éste se ha propuesto. Al respecto la 
Corte Constitucional aprobó en el año 2008 una batería de indicadores para medir el goce 
efectivo del derecho a la participación de las víctimas, conformada por un indicador 
principal, cuatro indicadores complementarios y seis indicadores sectoriales asociados59. 
Sin embargo, en el Protocolo de Participación no se establecieron  los mecanismos, 
tiempos e indicadores para realizar el monitoreo, seguimiento y evaluación del componente 
de participación  (Contraloría General de la República, 2013: 41). 
 
La Unidad de Víctimas aplicó una herramienta para levantar información sobre los temas 
de mayor interés para las mesas de participación, las propuestas que han realizado y las 
instituciones ante las que se han presentado, pero no permite conocer el resultado de esa 
incidencia, si las propuestas fueron acogidas o no y porque, tal y como lo requiere uno de 
los indicadores complementarios y uno de los sectoriales que aprobó la Corte. A su vez, 
se ha diseñado una matriz para identificar el avance de la política en el territorio que incluye 
información sobre los proyectos que se ejecutan por componente de la ley. Pero no se usa 
                                                          
59 Corte Constitucional. Auto 116 de 2008. Derecho a la Participación: Indicador de goce efectivo: − 
Las Organizaciones de Población Desplazada (OPD) participan efectivamente en las decisiones de 
política pública sobre desplazamiento forzado. Indicadores complementarios: 1) Las OPD cuentan 
con escenarios adecuados para participar de manera efectiva en las decisiones de política pública 
sobre desplazamiento forzado. 2) Las OPD cuentan con condiciones adecuadas para participar de 
manera efectiva en las decisiones de política pública sobre desplazamiento forzado. 3) Las OPD 
cuentan con garantías para participar de manera efectiva en las decisiones de política pública sobre 
desplazamiento forzado. 4) Las sugerencias y observaciones de las OPDs frente a la Política 
Pública sobre desplazamiento forzado cuentan con una respuesta adecuada. Indicadores 
sectoriales asociados: 1) Escenarios de Política Pública para atención al desplazamiento forzado 
que funcionan adecuadamente/Escenarios de Política Pública para atención al desplazamiento 
forzado que deben funcionar. 2) OPD que han recibido capacitación apoyada por el Gobierno/ OPD 
que han solicitado capacitación al Gobierno. 3) OPD que cuentan con apoyo material básico por 
parte del Gobierno/ OPD que han solicitado apoyo material básico al Gobierno. 4) Proyectos de 
decisión de Políticas Públicas de desplazamiento forzado que han tenido un trámite adecuado/ 
Proyectos de decisión de Políticas Públicas sobre desplazamiento forzado. 5) Proyectos de decisión 
de Políticas Públicas sobre desplazamiento forzado que han sido dados a conocer a las OPD/ 
Proyectos de decisión de Políticas Públicas sobre desplazamiento forzado. 6) Observaciones y 
sugerencias de las OPDs sobre la política pública de desplazamiento forzado que se responden 
formalmente/ Observaciones y sugerencias hechas por las OPDs sobre la política pública de 
desplazamiento forzado. 
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un sistema de seguimiento y monitoreo periódico, que permita conocer cómo va avanzando 
la implementación del componente y el goce efectivo del derecho de acuerdo a los 
indicadores de la Corte. Por su parte, la Comisión de Seguimiento y Monitoreo a la ley 
1448 de 2011 a la cual pertenecen tres representantes de la Mesa de Participación, ha 
hecho un seguimiento anual al proceso de implementación de la ley y en esa medida al 
componente de participación. 
 
Al interior de la Mesa Nacional, el Comité Ejecutivo es el encargado de hacer el 
seguimiento al Plan de Trabajo de la Mesa, pero en la medida en que éste cambia 
constantemente se ha dificultado hacer un seguimiento ordenado y un balance frente al 
cumplimiento de los compromisos adquiridos. A su vez, cada uno de los delegados de la 
Mesa a los Subcomités Técnicos debe diligenciar un formato que permite conocer cuáles 
son los temas relevantes que se han discutido, los compromisos y avances en el Plan de 
trabajo de los subcomités y que los delegados socializan al Plenario de la Mesa.  
 
En síntesis, hay ambigüedad en las herramientas utilizadas para hacer seguimiento a la 
implementación de componente de participación y al goce efectivo del derecho a la 
participación de las víctimas, ya que en el Protocolo de Participación no se establecieron 
los mecanismos, tiempos e indicadores para tal fin y la UARIV ha desarrollado 
herramientas para la recolección de información pero no hay claridad frente a lo que se 
quiere medir, ya que éstas no cumplen con los requerimientos de información de los 
indicadores aprobados por la Corte en esta materia.  
 
Finalmente, a lo largo de este capítulo se desarrollaron los factores de conflicto y 
ambigüedad que han afectado el proceso de la implementación del componente de 
participación, generando  como consecuencia,  procesos de participación de tipo Nominal 
e Instrumental de acuerdo a la clasificación de White, es decir, que en ocasiones le ha 
servido al Estado para legitimarse y en otras le ha servido para lograr una mayor eficiencia 
en su accionar, ya que a través de los espacios institucionales de participación logra 
contener las expresiones disruptivas del movimiento de víctimas, canalizar sus demandas, 
obtener información que le sea necesaria para mejorar sus acciones y por esa vía obtener 






5. Conclusiones  
Esta investigación buscó responder a las siguientes preguntas ¿Qué factores de 
ambigüedad y conflicto han repercutido en el proceso de implementación del componente 
de participación de la política de atención y reparación integral a las víctimas del conflicto 
armado, en los escenarios nacionales de participación?, ¿De qué manera estos factores 
han afectado en el logro de los objetivos del componente de participación en los espacios 
nacionales?, ¿Qué tipo de participación se ejerce y cuál es su alcance?. Como respuesta 
tentativa a estas preguntas plantee la siguiente hipótesis: La implementación del 
componente de participación de la política de atención y reparación integral a las víctimas 
en los escenarios nacionales, presenta altos niveles de conflicto y ambigüedad en relación 
con los medios para ejecutarlo; generándose una participación que oscila entre nominal e 
instrumental, que no se traduce en el goce efectivo de sus derechos, por más cerca que 
se encuentren a las instituciones que coordinan la política.   
 
Como primer paso para resolver la hipótesis propuesta, se llevó a cabo la revisión 
bibliográfica para conocer las investigaciones que se habían realizado sobre la 
participación de las víctimas en los escenarios institucionales locales y nacionales antes y 
después de la ley 1448 de 2011, se seleccionó el marco teórico que guiaría el análisis, se 
recolecto la información primaria por medio de entrevistas semi-estructuradas a 13 líderes 
representantes de organizaciones de víctimas –OV- y organizaciones defensoras de 
Víctimas –ODV-  pertenecientes a la Mesa Nacional para la Participación, a funcionarios 
de entidades encargadas de la implementación del componente de participación de la 
política pública de atención y reparación integral a las víctimas, y líderes y lideresas de 
organizaciones de víctimas que no participan en estos escenarios institucionales.  
 
 
Durante el desarrollo de este estudio se encontró que existen factores de conflicto y 
ambigüedad que han afectado el proceso de implementación del componente de 
participación y el logro de los objetivos de la participación de las víctimas en los escenarios 
nacionales de participación. Que de acuerdo con estas dos variables, el componente de 
participación se caracteriza por tener una implementación política, es decir, con altos 
niveles de conflicto en la medida en que hay incompatibilidad entre los actores frente al 
objetivo del componente y bajos niveles de ambigüedad, hallados en los medios para 
ejecutarlo; lo que ha implicado una permanente puja entre la institucionalidad y las víctimas 
por imponer su punto de vista, con pocas posibilidades de negociación y usualmente 
termina prevaleciendo la voluntad de la institucionalidad ya que cuenta con diversidad de 
recursos que le dan mayor poder, generándose una participación que oscila entre nominal 




Es así como el objetivo de esta tesis fue analizar los factores que han afectado la 
implementación del componente y por lo tanto la participación de las víctimas en la política 
de atención y reparación integral a las víctimas del conflicto armado en los escenarios 
nacionales de participación. De acuerdo con el marco teórico acogido, estos factores se 
han clasificado de dos tipos: 1) Factores de conflicto  y 2) Factores de ambigüedad. A 
continuación, se expondrán las conclusiones de la investigación teniendo en cuenta los 
aspectos mencionados anteriormente.  
 
 
1) Factores de conflicto en la implementación del componente de participación de la 
política de atención y reparación integral a las víctimas del conflicto.  
 
 
1.1 Inclusión de unos y exclusión de otros, las dos caras de las nuevas reglas de juego 
para la participación de las víctimas  
 
Una de las fuentes de conflicto, está relacionada con la manera cómo fueron acordadas 
las reglas para la participación y cómo éstas dieron paso a la participación de nuevos 
actores o por el contrario, a la exclusión de otros. En el estudio se mostró cómo estas 
nuevas reglas de juego generaron la resistencia por parte de las organizaciones de 
población en situación de desplazamiento, las cuales venían en un proceso propio de 
interacción y participación con el Estado y veían en estos cambios un riesgo en cuanto a 
los modestos avances que habían alcanzado, en términos de reconocimiento político y de 
derechos.  
 
A su vez, en otros sectores de las víctimas, como son las víctimas de crímenes de Estado, 
del partido político Unión Patriótica o los familiares de personas desaparecidas que llevan 
una larga historia de lucha por los derechos de las víctimas, existía un rechazo a la ley ya 
que identificaban vacíos en cuanto a sus contenidos y perspectivas jurídicas y políticas 
contrarias a sus posiciones, así como errores en la manera cómo ésta se formuló, lo que 
determinó su ausencia en los escenarios propuestos por la ley. Los aspectos que 
generaron exclusión fueron: 1) Las definiciones y concepciones de hechos victimizantes 
como la desaparición forzada y el genocidio por razones políticas. 2) La definición del 1 de 
Enero de 1985 como fecha a partir de la cual se reconocen de las víctimas del conflicto, lo 
que generó que organizaciones de víctimas como las de desaparición se sintieran 
marginadas de la ley, en la medida en que esta práctica ejecutada fundamentalmente por 
el Estado, se llevaba a cabo desde antes de esta fecha. 3) La negación de la categoría de 
víctimas a personas que hubieran pertenecido a grupos armados y que hubieran sido 
victimizadas posterior a su desmovilización. 4) La formulación de la ley sin la participación 
de las víctimas dejaba poco margen para que las víctimas siguieran aportando, lo que 
hacía inocua la participación de cara a la implementación de la ley. 5) La desconfianza 
frente a las instituciones que intervenían en la implementación del componente a nivel 
local, tales como la Personería y la Alcaldía, ya que las relacionaban con sus victimarios. 
6) La provisión de cupos a la Mesa de participación a representantes organizaciones por 
cada hecho victimizante y la exigencia de la constitución formal de dichas organizaciones, 
ya que no correspondía a la realidad de las organizaciones de las víctimas.  
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Este conjunto de factores relacionados con el reconocimiento que hace la ley de distintos 
grupos de víctimas y de las condiciones en que se plantea su participación generaron 
conflicto entre las víctimas y el Estado y perfilaron las distintas posiciones de las víctimas 
frente al componente en estudio, algunas de las cuales fueron fuente de futuros conflictos 
en el proceso de participación. 
 
1.2 Choque entre víctimas y Estado por sus percepciones frente a los objetivos y alcance 
de la participación 
 
Durante la discusión del Protocolo de Participación dos concepciones sobre la 
participación de las víctimas y su alcance entraron en choque. La primera concepción es 
la del Estado, el cual plantea la participación como el ejercicio por medio del cual las 
victimas pueden enriquecer el proceso de implementación, el seguimiento y control de la 
política pública en los distintos niveles territoriales. En este proceso las víctimas tienen el 
derecho a plantear sus propuestas y recibir respuesta de parte de la institucionalidad sobre 
si son acogidas, en qué términos y en caso contrario, conocer las razones 
correspondientes. En este sentido, las víctimas no toman decisiones, sino que su poder 
está en ser consultadas, en poder hacer parte del debate y en “el lobby” que pueden hacer 
ante la institucionalidad para que sus aportes sean acogidos, lo que implica a su vez, que 
debe haber una voluntad política de las entidades de satisfacer al máximo los intereses de 
las víctimas en el marco de la política pública. Con esta concepción se da un paso adelante 
ya que ante los disensos entre víctimas y Estado, el Estado como tomador de la decisión 
final debe dar una argumentación y registrar el proceso que lo llevó a tomar x ó y 
determinación.  
 
Varios grupos de víctimas coincidieron con esta visión del Estado y decidieron involucrarse 
en el proceso de participación, ya que consideraban que era una oportunidad para 
visibilizar sus problemáticas, sentirse reconocidos y valorados por el Estado y la sociedad, 
para interlocutar con la institucionalidad e intentar incidir con sus propuestas sobre las 
políticas públicas que los afectaban; de manera que la ley, se convertía en una herramienta 
jurídica valiosa que respaldaba la participación para la exigencia de sus derechos. 
 
Otras organizaciones, como las de población en situación de desplazamiento que venían 
del proceso anterior de participación en el marco de la política de atención a esta población 
(Ley 387 de 1997 y decreto 250 de 2005), decidieron entrar al esquema propuesto por la 
Ley 1448, con prevenciones frente a los cambios y con la perspectiva de solventar las 
necesidades individuales debido a las precarias condiciones socio-económicas en las que 
se encuentra esta población, pero también a las políticas asistencialistas sobre las cuales 
se había basado su atención; lo que generó una relación de irrespeto entre algunos líderes 
de la población víctima de desplazamiento y las instituciones. Por otro lado, organizaciones 
como las de crímenes de Estado consideraron que la manera como se había estructurado 
el sistema y los mecanismos para la participación, la restringían a la consulta y la convertía 




1.3 Los bajos niveles de formación académica, organizativa y política de las víctimas 
 
 
Tanto los representantes de las víctimas, como de las entidades y de las organizaciones 
defensoras, coincidieron en afirmar que los bajos niveles de formación han dificultado el 
proceso de participación y a su vez han generado conflicto.  
 
Ha sido motivo de conflicto porque, algunos de los líderes de la mesa no tienen claro su 
rol y ejercen una participación destinada más a resolver las necesidades a nivel personal, 
que cuestionar y retroalimentar la política pública, lo que ha generado malestar en otros 
participantes, que si bien reconocen las causas estructurales de estas carencias, 
consideran que este tipo de participación perjudica a todas las víctimas, ya que no se logra 
realizar un análisis sobre la política. Y ha generado un obstáculo en la medida en que la 
falta de herramientas académicas y visión política les ha limitado su posibilidad de 
interlocutar y plantear sus propuestas. En este sentido, organizaciones defensoras como 
las mismas victimas sostienen que esta situación ha terminado por favorecer a la misma 
institucionalidad en tres sentidos: 1) en que los escenarios de la participación son 
subutilizados al contar con pocas víctimas empoderadas, por lo tanto no se generan 
discusiones de peso sobre la política, 2) le posibilita al Estado el trámite individual de 
peticiones y por esa misma vía,  3) la cooptación de los representantes de las víctimas. 
 
1.4 Cuestionamiento de la representatividad de las y los líderes que hacen parte de  la 
Mesa Nacional de Participación Efectiva de las Víctimas   
 
El ejercicio de representación de las víctimas ha sido fuente de conflicto entre los 
integrantes de la Mesa Nacional, y de cuestionamientos de sectores de victimas que no 
hacen parte de la Mesa pero que desde otros espacios desarrollan su labor por la defensa 
de sus derechos. Se identifican dos ámbitos en donde la representatividad genera conflicto:  
 
El primer ámbito, tiene que ver con la relación entre los líderes de la Mesa y las bases que 
representa, frente a las cuales se identificó que la gran mayoría de los líderes y lideresas 
pierde contacto debido a fundamentalmente dos razones: 1) provienen de organizaciones 
con procesos organizativos frágiles y con muchas dificultades y 2) la falta de control y 
veeduría frente a las condiciones que estipuló la ley para que las víctimas participaran, las 
cuales provocaron dispersión de algunas organizaciones y la asunción espontánea de 
otras sin ninguna experiencia organizativa. Estos dos fenómenos relacionados con la 
representación generaron las siguientes problemáticas en la Mesa: 1) no hay una 
retroalimentación desde lo local a los debates que surgen a nivel nacional y viceversa, 2) 
una sola persona termina generando las propuestas y asumiendo la carga laboral que 
implica estar en la Mesa Nacional; 3) no hay una rendición de cuentas del representante 
hacia la colectividad que lo postuló y no hay un control y regulación del representante por 
parte de su organización; lo que ha favorecido hechos de corrupción, clientelismo, 
desconocimiento de liderazgos desde lo local, peleas y enfrentamientos entre los 
integrantes de la mesa. 
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El segundo ámbito está relacionado con las falencias de representación al interior de la 
mesa, identificándose los siguientes elementos: 1) No hay un mecanismo que permita la 
efectiva trasmisión y articulación de propuestas, observaciones e información desde lo 
municipal a lo nacional y viceversa, y entre los grupos temáticos. 2) La ausencia de 
lineamientos sobre los alcances y responsabilidades de los representantes ha propiciado 
que en varios de los espacios de participación hablen a título personal y no como voceros 
de una propuesta colectiva. 3) Existe una dispersión de delegados a los escenarios de 
participación nacional, lo que ha desvinculado por completo las labores que se llevan a 
cabo allí ya que no ha habido suficientes momentos para el debate, análisis de propuestas 
y generación de consensos. 4) No se han dado con la debida sistematicidad, los procesos 
de rendición de cuentas y socialización de las labores, discusiones e información que surge 
en los espacios de participación a los que asisten los representantes con el Pleno de la 
Mesa de Nacional. 5) Hay una fuerte competencia entre los representantes de las víctimas 
por ser elegidos a los espacios de participación que son considerados como más 
estratégicos, esto ha generado conflicto y ha sido inconveniente ya que a los espacios 
menos demandado son asignados representantes no por afinidad o conocimiento sobre el 
tema sino porque están vacantes, lo que afecta la calidad de la representación que se 
ejerce. 6) Se ha dado una subrepresentación de algunos hechos victimizantes cuando se 
aglutinan en los cuatro tipos establecidos, tal es el caso de las víctimas de minas anti 
personal; de los enfoques diferenciales ya que a nivel del Subcomité de enfoque diferencial 
solo hay un delegado por grupos étnicos y también de la población LGBTI, lo que ha 
generado malestar y solicitud de hacer los respectivos ajustes a la normatividad. 
 
1.5 Las reglas de juego para las ODV y la prevención por parte de las victimas hacia éstas 
 
La presente investigación, encontró que la labor que han desarrollado las Organizaciones 
Defensoras de Víctimas –ODV´s- en la Mesa Nacional de Víctimas ha sido limitada 
fundamentalmente por dos factores: 1) Las reglas de juego que regulan su participación y 
2) la desconfianza de las víctimas hacia su trabajo. En cuanto al primer factor, durante el 
espacio transitorio se definió que las ODV que tenían contratación con el Estado 
presentaban una incompatibilidad para participar en la Mesa, lo que generó la salida de 
varias organizaciones con experiencia en el defensa de los derechos humanos y privó a 
las organizaciones de víctimas de que contar su asesoría. Posteriormente, debido a esta 
incompatibilidad solo se proveyeron seis cupos de los ocho asignados a las ODV, 
subrepresentación preocupante si te tiene la complejidad de la política frente a la cual las 
víctimas desean incidir. Por otro lado, la ley designa que las ODV tienen voz y no voto, 
participan en el Plenario de la Mesa y pueden ser invitados al Comité Ejecutivo; sin 
embargo para las ODV estas disposiciones se quedan cortas frente a sus expectativas y 
necesidades de la misma Mesa; además de los obstáculos  que tienen en términos de 
recursos para poder trabajar y aportar de acuerdo a su experticia en los grupos temáticos 
de la mesa, ya que sus integrantes viven en diferentes lugares del país, por lo que no ha 
sido posible generar sesiones de trabajo alternas a la de la Mesa, así como tampoco ha 
sido posible la articulación entre las mismas ODV. Estos elementos han hecho que el 
trabajo de las ODV haya sido bastante restringido.  
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Un segundo factor, se refiere a la prevención y en ocasiones el rechazo que han expresado 
varias OV frente a la labor de las ODV, debido a que son vistas como organizaciones no 
gubernamentales que se han lucrado con recursos del Estado que están destinados para 
las víctimas. A raíz de esta desconfianza  los canales de comunicación entre OV y ODV 
estuvieron deteriorados, y tanto víctimas como funcionarios de las instituciones han 
coincidido en que la Unidad no ha jugado un papel de mediación esperado, que permita la 
normalización, sin embargo, esta se ha dado por iniciativa de OV y ODV. 
 
1.6 Pocas herramientas para la resolución de conflictos entre las víctimas y de las víctimas 
con el Estado 
 
La Mesa de Nacional es un espacio donde se mueven tensiones e intereses y que refleja 
relaciones de poder de la sociedad. Las personas que han llegado a este lugar han pasado 
por un proceso difícil, demandante y cuentan con variedad de intereses que en ocasiones 
llevan a los conflictos y enfrentamientos entre sus integrantes y con el Estado, como en 
cualquier proceso colectivo. Como se mencionó anteriormente muchos líderes buscan la 
manera de posicionarse y ser elegidos como representantes ante los Subcomités técnicos 
del SNARIV, ante los espacios nacionales o en los cargos directivos al interior de la Mesa 
y por lo tanto estos procesos generaron tensiones y conflictos, al igual que peleas de tipo 
personal o sobre aspectos de forma. Sin embargo, estas situaciones no contaron con la 
contención adecuada por parte de la UARIV, por el contrario, escalonaban de manera que 
paralizaban la dinámica de la mesa y las discusiones de fondo sobre los temas más 
importantes de la política pública. Lo que se evidenció fue que las y los líderes no contaban 
con las habilidades y la madurez para tramitar sus diferencias, y la UARIV no tenía las 
herramientas y actores mediadores que permitieran una resolución pacífica y efectiva de 
los conflictos. Algunos de los actores entrevistados, consideran que mantener el conflicto 
ha sido una estrategia de la Unidad de Víctimas para evadir la discusión de los problemas 
de fondo, razón por la cual no ha aplicado medidas efectivas para contenerlos; labor en la 
que la Defensoría del Pueblo ha aportado bastante.  
 
Por su parte, las víctimas han tenido un valioso proceso de aprendizaje en cuanto al trámite 
de las diferencias con sus pares y con el Estado. A su vez, se encontró que ni las filiaciones 
políticas, ni el hecho de haber sido victimizado por algún actor armado en particular fueron 
factores que generaran algún tipo de discriminación o problema.  
 
1.7 Apoyos e Incentivos insuficientes para la garantía de la participación 
 
La disposición de apoyos por parte del Estado para garantizar el ejercicio de la 
participación ha sido uno de los principales ejes alrededor del cual ha girado gran parte de 
las discusiones de las víctimas desde el espacio transitorio a la actualidad, ya que la 
participación implica altos costos que en la mayoría de los casos las víctimas no pueden 
asumir. La discusión sobre los apoyos e incentivos para la participación ha estado cargada 
de contradicciones entre las víctimas y la Unidad y la persistencia de ambigüedades que 
han afectado la puesta en marcha del componente de participación. A continuación de 
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señalan los aspectos debatidos: 1) la tabla de valores para los pagos correspondientes a 
transporte, los gastos de viaje y apoyo logístico a los integrantes de la mesa municipales, 
distritales, departamentales y nacional, han sido discutidos durante dos años, ya que si 
bien la UARIV ha reconocido y definido el pago de estos apoyos a la Mesa Nacional por 
medio de una resolución, esto no ha sucedido con la mayoría de entidades del SNARIV a 
pesar de ser una obligación. 2) Todavía faltan aspectos por ajustar en cuanto al apoyo 
logístico para el trabajo y funcionamiento de la Mesa, para la elaboración de informes, 
documentos y proyectos; así como los procesos de formación y capacitación en lo 
relacionado a los incentivos, ya que si bien es claro que son condiciones que la Unidad de 
Víctimas ésta obligado a brindar, con frecuencia ésta manifiesta razones de tipo económico 
que le impiden cumplir. 3) La delicada situación de seguridad de los líderes y la falta de 
medidas adecuadas para contrarrestar la situación de riesgo en que se encuentran.  
 
Cada uno de estos aspectos repercute directamente en la posibilidad de que los 
representantes de las víctimas puedan efectivamente cumplir con su papel, razón por la 
cual la ineficacia del Estado para garantizarlos ha sido interpretada por las víctimas como 
una muestra de desinterés por una participación efectiva.  
 
1.8 La falta de voluntad política y otros aspectos que obstaculizan la participación efectiva 
 
Uno de los mayores obstáculos que tienen las víctimas para ejercer la participación ha sido 
la falta de voluntad política del Estado y la inactividad y omisión de las entidades de control, 
ya que no han tomado las medidas correspondientes cuando las entidades y funcionarios 
no cumplen sus mandatos. Situación que se refuerza con la prevalencia de una cultura 
institucional repulsiva y prevenida frente a la participación de los representantes de las 
víctimas y de las organizaciones defensoras de víctimas. A continuación se señalan 
algunos elementos que reflejan la falta de voluntad política en la institucionalidad: 1) 
Persisten de vacíos frente al alcance de la participación planteada por el Estado, es decir, 
que no se han fijado referentes que permitan señalar que una entidad cumplió o no con su 
obligación de incluir a las víctimas en la implementación y seguimiento de las políticas que 
directamente las afectan. 2) La UARIV, como encargada del funcionamiento y manejo de 
los recursos de la Mesa, ejerce control sobre ésta en aspectos relacionados con el plan de 
trabajo, agenda, definición de lugares para las sesiones y la interlocución con otros actores. 
3) Pese a la importante cantidad de propuestas y documentos elaborados con gran 
esfuerzo por las víctimas y las reuniones con funcionarios de alto rango del Estado; los 
resultados concretos para el universo de las víctimas son incipientes, en la medida en aún 
se no logran respuestas efectivas frente a sus requerimientos y necesidades más sentidas. 
4) La información de la política pública se ha limitado a la socialización de la oferta 
institucional y cuando se ha buscado conocer acerca del balance y avance en su ejecución 
y restablecimiento de derechos, se ha restringido la información o los funcionarios no están 
disponibles para brindar una explicación. 5) Las posibilidades de incidir en el proceso de 
implementación cada vez se hacen menores, ya que la mayoría de aspectos de la 
ejecución se encuentran definidos y a nivel Subcomisiones Técnicas la correlación de 
fuerzas está totalmente desbalanceada, lo que pone en desventaja a las víctimas al 
momento de ejercer la participación, ya que son dos representantes de organizaciones de 
víctimas debatiendo con dieciséis funcionarios.  
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De acuerdo con estas limitaciones, para varios de los representantes de OV, ODV e 
instituciones abordados en este estudio, la participación que se ha promovido en el marco 
de la política pública, se ha perfilado en una herramienta para legitimar y publicitar al 
Estado, para distraer a las organizaciones de víctimas de su labor estratégica de exigir la 
garantía de sus derechos, para inmovilizarlas y quitarles autonomía e independencia; es 
decir que se ha instrumentalizado la participación. Dejando como efecto: 1) la frustración 
de los representantes de las OV y ODV frente a los escenarios institucionales de 
participación, 2) la búsqueda de otros escenarios y vías de acción para incidir en la política 
pública y lograr el goce efectivo de los derechos de las víctimas, 3) el enfrentamiento y la 
deslegitimación de las y los líderes frente a sus organizaciones y bases, ya que no hay 
resultados que cambien su cotidianidad, 4) rompimiento de procesos organizacionales y 
dispersión del movimiento de víctimas y 5) el cierre de canales de comunicación Estado- 
movimiento de víctimas en la medida en que éstas no recurran a los canales 
institucionales. 
 
2) Factores de ambigüedad en la implementación del componente de participación 
de la política de atención y reparación integral a las víctimas del conflicto 
 
2.1 La falta de apropiación de los roles, instrumentos jurídicos, conceptuales y 
metodológicos para la implementación del componente participación 
 
Pese a que en términos generales hay claridad en la formulación de los objetivos y se han 
ido precisando los medios para ejecutar el componente de participación, sigue existiendo 
incertidumbre y confusión en la institucionalidad encargada de su implementación, debido 
a que: han habido varios cambios en la normatividad relacionada con el componente y no 
se ha dado un efectivo proceso de entendimiento, análisis, apropiación, relacionamiento y 
control de su cumplimiento. Esta falta de apropiación se manifiesta en que la mayoría de 
las entidades del SNARIV no tienen claras sus funciones, su capacidad de articulación ha 
sido bastante precaria y no responden a los llamados de la UARIV como coordinadora del 
sistema; en parte porque dentro de la estructura jerárquica del Estado, ésta no tiene un 
rango ministerial, lo que ha propiciado que las entidades de mayor rango no acaten sus 
requerimientos.  
 
2.2 Debilidades en el sistema de seguimiento y monitoreo a la implementación del 
componente 
 
Se encuentra ambigüedad en las herramientas utilizadas para hacer seguimiento y 
evaluación a la implementación de componente de participación y la verificación del 
cumplimiento de los objetivos que éste se ha propuesto. En primer lugar, en el Protocolo 
de Participación no se establecieron los mecanismos, tiempos e indicadores para realizar 
el monitoreo, seguimiento y evaluación del componente de participación, posteriormente 
la UARIV ha desarrollado herramientas para la recolección de información pero no hay 
claridad frente a lo que se quiere medir, ya que está no cumple con los requerimientos de 
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información de los indicadores de la Corte en materia del goce efectivo del derecho a la 
participación efectiva. 
 
Siguiendo a Matland, a lo largo de este estudio se analizó de qué manera los altos niveles 
de conflicto del componente de participación de la política de atención y reparación integral 
a las víctimas, responden a los intereses diferentes y en ocasiones antagónicos, que tienen 
la Unidad de Víctimas, las entidades del SNARIV, las organizaciones de víctimas y 
organizaciones defensoras de víctimas representadas o no en la mesa, frente al alcance y 
medio para la participación.  Se observó también como ante los conflictos que se presentan 
en la Mesa Nacional, estos actores, acudieron a diversos mecanismos para tramitarlos o 
tenerlos bajo control: coaliciones, persuasión, coerción, intercambio de favores, vigilancia 
y pago de prebendas.  
 
Se identificó que frente al nuevo sistema de participación, los actores buscaron llegar a 
acuerdos fundamentalmente sobre los medios, es decir, sobre la mejor manera para lograr 
el objetivo que se plantea la participación; pero en ocasiones para algunos, como por 
ejemplo las organizaciones de víctimas de crímenes de Estado o de familiares de 
detenidos desaparecidos o víctimas del genocidio político contra la Unión Patriótica, llegar 
a consensos no era viable ya que la base del conflicto radicaba en la incompatibilidad de 
valores y conceptos que proponía la ley. Para otros grupos de víctimas que decidieron 
hacer parte este nuevo proceso de participación, la experiencia ha sido enriquecedora y 
les ha permitido sentirse incluidos pero también ha sido un ejercicio que les ha implicado 
costos (tiempo, preparación, reputación), en el que han logrado muy pocos avances en el 
goce efectivo de los derechos de las víctimas, a pesar de que se encuentren más cerca al 
poder central, razón por la cual se han sentido bastante frustrados y en algunos casos 
usados.  
 
En este sentido y siguiendo las formas de participación propuestas por White, la 
participación efectiva de las víctimas como la propone el Estado responde a un tipo de 
Participación Representativa, es decir que las víctimas como destinatarias de la política 
son invitados a dar su punto de vista y tienen la posibilidad de dar sus propuestas y de 
influenciar de alguna manera la política. Sin embargo, de acuerdo con los hallazgos en 
torno a los factores de conflicto y ambigüedad que han afectado la implementación del 
componente de participación, se encuentra que la participación que se ha dado oscila entre 
Nominal e Instrumental: Nominal, debido a que en ocasiones le ha servido al Estado para 
legitimarse y a las víctimas para sentirse incluidas y poder acceder a posibles beneficios 
que le genere su participación. Instrumental, porque para el Estado la participación le ha 
servido para lograr una mayor eficiencia en su accionar, ya que a través de los espacios 
institucionales de participación logra contener las expresiones disruptivas del movimiento 
de víctimas, canalizar sus demandas, obtener información que le sea necesaria para 
mejorar sus acciones y por esa vía obtener un grado de control sobre sus opositores; por 
su parte las víctimas, han visto la participación como un instrumento, un medio para 
obtener beneficios para su grupo poblacional.  
 
Estos hallazgos nos permiten definir que el componente de participación ha tenido una 
implementación política, en donde se busca primero la negociación y el consenso entre el 
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Estado y las y los representantes de las víctimas, pero cuando esto no es posible, el actor 
que tiene el poder impone su voluntad, es decir el Estado, haciendo uso de distintas 
estrategias. En este sentido, en el proceso implementación del componente, el apoyo y 
conformidad de los actores que están involucrados no están dados por sentado. La Unidad 
de Víctimas por ejemplo, ha buscado el apoyo de aquellos actores que tienen los recursos 
(financieros y no financieros) necesarios para lograr el éxito de la política y que el proceso 
no sea frustrado por posibles opositores, que pueden encontrarse dentro del mismo 
Estado. A su vez, para este caso estudiado, se encontró que, al contrario de lo expresado 
por Matland, la ambigüedad refuerza el conflicto antes que limitarlo como se pudo 
demostrar anteriormente, con la falta de claridad frente de los roles y procedimientos para 
la articulación en las entidades del SNARIV.   
 
De acuerdo con Matland, una implementación es “exitosa” cuando es acorde y leal a los 
objetivos establecidos explícitamente en la política; en el caso de la Implementación 
Política, este éxito depende de si se tiene el poder necesario a nivel central para imponerse 
sobre la voluntad de los otros participantes o de si se tienen los suficientes recursos que 
hagan posible una negociación y lograr acuerdos sobre los medios, y por esa vía lograr los 
objetivos. Para el caso en estudio, se encuentra que la implementación no ha sido exitosa 
en la medida que ni por la vía de la imposición de la voluntad de un actor sobre otro, ni 
buscando el apoyo de los que tienen los recursos, ni alcanzando negociaciones y acuerdos 
sobre los medios, el Estado ha logrado que las víctimas tengan una incidencia en las 
políticas que las afectan, lo que ha generado una deslegitimación de los escenarios 
institucionales de participación. 
 
Teniendo en cuenta que el proceso de implementación del componente de participación 
sigue su curso, a partir de la realización de este estudio surgen líneas de investigación que 
pueden seguir nutriendo la comprensión de los procesos de participación, por parte de 
quienes implementan como de quienes participan: 1) investigaciones que den cuenta de 
la situación actual de las organizaciones de víctimas, sus plataformas, demandas, alianzas, 
modalidades de trabajo interno y externo. 2) estudios comparados sobre la participación 
de las víctimas en las políticas dirigidas a restablecer sus derechos, con miras a identificar 






Anexo A: Matriz de preguntas sobre variables 
de conflicto  y ambigüedad a partir del modelo 
de Richard E. Matland 
Tabla A-1 Matriz de preguntas sobre variables de conflicto  y ambigüedad  
Variables de conflicto Aspectos a indagar 
“El conflicto existe porque hay una 
interdependencia de los actores e 
incompatibilidad de los objetivos” 
¿Quiénes son los actores? 
¿En dónde hay interdependencia de 
los actores, por qué? 
“Se presenta el conflicto en una política pública 
cuando una organización ve dicha política 
como directamente relevante para sus 
intereses y cuando las organizaciones tienen 
puntos de vista encontrados frente a la misma” 
¿Cuáles son los intereses de los 
actores y puntos de vista encontrados 
frente a la política? 
“Al existir el conflicto las acciones cambian y 
los actores acuden a mecanismos tales como 
la creación de coaliciones, pagos de 
prebendas, intercambio de favores, vigilancia 
de acuerdos, métodos coercitivos y las 
acciones suelen ser el resultado de un largo 
proceso de negociación, el cual no busca un 
acuerdo sobre los objetivos sino que se centra 
en alcanzar acuerdos sobre los medios, sobre 
las acciones”. 
¿Qué coaliciones de actores se 
identifican? 
¿Qué transacciones entre los actores 
de identifican? 
¿Qué acuerdos se generan, son 
acuerdos sobre los objetivos o sobre 
los medios? 
¿Cómo se llega a dichos acuerdos? 
¿Cómo se vigilan dichos acuerdos? 
“En muchas ocasiones la base del conflicto es 
la incompatibilidad de valores y no es posible 
lograr consensos” 
¿Se identifican incompatibilidad de 
valores? 
¿Se logra algún tipo de acuerdo? 
¿Qué mecanismos se usan para 
resolver el conflicto? (la persuasión, la 
solución de los problemas, 
negociación, coerción) 
Variables de ambigüedad Aspectos a indagar 
“la ambigüedad en la implementación de una 
política surge por la existencia de dos 
elementos: la ambigüedad en los objetivos y 
ambigüedad en los medios” 
¿Los objetivos de la política son 
claros? 
¿Los medios que plantea la política 
son claros? 
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“ambigüedad y conflicto en los objetivos están 
negativamente correlacionadas, es decir que 
entre más claros sean los objetivos es más 
probable que se generen conflictos” 
¿La claridad en los objetivos hay 
generado conflicto? Relacionarlo con 
la información de la variable de 
conflicto. 
¿Se identifican actores que se 
encuentren alerta por la amenaza que 
pueda representar una política y tratan 
de limitar el alcance de la misma en 
cuanto a su propuesta de cambio? 
“Se identifica ambigüedad en los medios 
cuando por ejemplo hay incertidumbre acerca 
de los roles que deben cumplir las 
organizaciones en el proceso de 
implementación o cuando la complejidad del 
medio hace difícil conocer las herramientas 
que se deben usar, cómo usarlas y los efectos 
que se pueden generar”. 
¿Hay claridad en los roles que deben 
cumplir las entidades en el proceso de 
implementación? 
¿Se tiene conocimiento sobre las 
herramientas que deben usar los 
actores en el proceso de 
implementación y los efectos que 
éstas pueden generar? 
“El grado de ambigüedad de una política 
pública incide directamente en el proceso de 
implementación, por ejemplo en la habilidad 
que tengan los superiores para monitorear las 
actividades, en posibilidad de que la política 
haya sido entendida de manera uniforme en 
los muchos lugares donde se implementa, en 
la probabilidad de que los actores locales 
jueguen un rol importante y en que cambien en 
los diferentes lugares de la implementación” 
¿Hay capacidad de seguimiento y 
monitoreo de las actividades del 
proceso de implementación de la 
política? 
¿Se identifica una homogeneidad o 
heterogeneidad en el entendimiento e 
interpretación en los lugares en donde 
es implementada? 
¿Los actores locales juegan un rol 
importante en la implementación de la 
política? 
¿La política cambia en los diferentes 




Anexo B: Análisis de la política de atención y 
reparación integral a las víctimas del conflicto 
armado según las variables de conflicto y 
ambigüedad de Richard E. Matland 
 
Si bien esta investigación busca analizar la implementación del componente de 
participación de la política de atención y reparación integral a las víctimas,  se considera 
importante realizar un previo análisis de las variables de conflicto y ambigüedad del modelo 
de Matland para la política en general, de manera que sirva de contexto a la indagación 
que posteriormente se realizará. 
 
Considero que la política pública de atención y reparación integral a las víctimas se ajusta 
a las características de la implementación política, de acuerdo a la clasificación propuesta 
por Matland, es decir que es una política con altos niveles de conflicto y bajos niveles de 
ambigüedad. Esto no quiere decir que no se identifiquen elementos de los otros tipos de 
implementación, sin embargo son muchos más los factores que nos permiten interpretar la 
implementación como de tipo político. A continuación se señalaran los elementos que han 
permitido llegar a esta definición. 
 
1. Factores de conflicto de la política 
 
Teniendo en cuenta la propuesta de Matland, se identifica que la política de atención y 
reparación integral a las víctimas  presenta un alto nivel de conflicto,  relacionado con la 
existencia de actores que reconocen que ésta es relevante para sus intereses pero 
encuentran incongruencias en sus objetivos o incompatibilidad de éstos con sus propios 
intereses,  generándose puntos de vista que pueden entrar en contradicción.  A su vez, el 
conflicto se complejiza más cuando se tiene de presente que entre los actores hay 
diferentes niveles de interdependencia y que por lo tanto sus posiciones pueden repercutir 
en las relaciones de poder entre estos.  
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En relación con la política en cuestión, se identifican siete grupos de actores que 
representan diferentes sectores de la sociedad que han expresado una opinión o llevado 
a cabo acciones frente a la misma. A continuación, se presenta el gráfico del mapa de 
actores. 
 
Figura B-1  Mapa de actores de la Política Pública de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas 
 
 
Fuente: Elaborado por Gaviria para la presente investigación 
 
El primer grupo, está conformado por las personas víctimas y sus  organizaciones, un 
segundo grupo está integrado por la institucionalidad encargada de la implementación de 
la política pública, es decir, las cuarenta y siete (47) entidades públicas del nivel 
gubernamental y estatal en el orden nacional y territorial que conforman el Sistema 
Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas –SNARIV- y las entidades 
territoriales (municipios y gobernaciones). El tercer grupo de actores está compuesto por 
la Contraloría General de la Nación, la Corte Constitucional, la Defensoría del Pueblo, la 
Procuraduría General de la Nación y Congreso de la República encargadas del 
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En el cuarto grupo, se encuentran las organizaciones nacionales e internacionales que 
defienden los derechos de las víctimas y las acompañan en sus procesos de denuncia. Un 
quinto grupo, lo conforman los gremios económicos, como es el caso de la Federación 
Colombiana de Ganaderos –Fedegan-, o la Sociedad de Agricultores de Colombia –SAC; 
del sexto grupo hacen parte los partidos políticos y organizaciones de la sociedad civil 
entre estas la Conferencia Episcopal y el séptimo grupo, corresponde a los grupos al 
margen de la ley, por ejemplo los Ejércitos Antirrestitución.  
Entre los actores mencionados anteriormente se registran choques de posiciones y 
acuerdos de intereses alrededor de los siguientes cuatro aspectos fundamentales de la 
política: 1) la existencia de conflicto armado y las víctimas que genera, 2) el reconocimiento 
de las víctimas como sujetos de derechos, 3) la restitución de tierras y 4) el alcance y 
financiación de los derechos de las víctimas. En el siguiente, se cuadro presentan las 
relaciones entre actores, dichos aspectos de la política y sus posiciones (totalmente de 
acuerdo, de acuerdo, desacuerdo), elaborado a partir de la información de archivos de 
prensa que puede ser consultados en el Anexo C: Recopilación de opiniones frente a la 
Ley de Atención y Reparación Integral a las víctimas del conflicto armado.  
 
Tabla B-1 Aspectos de la ley 1448 de 2011 que generan conflicto entre distintos 
actores relacionados con la misma 
Actores 
Aspectos de la ley que generan conflicto 
A. La existencia de 
conflicto armado y 
las víctimas que 
genera 
B. El reconocimiento 
de las víctimas como 




D. Limite a la 
financiación de 
los derechos de 
las víctimas  




Totalmente de acuerdo. 
Algunas organizaciones 
están totalmente de 
acuerdo pero tienen 
diferencias con el 
enfoque como se 
abordan ciertos temas, 
como el Movimiento de 
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integral de las 
víctimas 
De acuerdo Totalmente de acuerdo: 
Entidades territoriales 
(Gobernadores electos 
en 2011 de Antioquia, 
Cundinamarca, Bolívar, 
Santander, Cesar y 
Nariño Alcaldes electos: 
Bogotá, Medellín, Santa 
Marta, Pasto y Quibdó). 
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Totalmente de 
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Totalmente de acuerdo: 
Defensoría del Pueblo 







Aspectos de la ley que generan conflicto 
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acuerdo: Centro de 
Estudio Dejusticia, 
Naciones Unidas 
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Comité permanente por 
la defensa de los DH, la 
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liberal y partido de la 
U (ponente de la ley). 
 
Totalmente: Partido 




























7. Grupos al 
















A. Existencia del conflicto armado 
 
En cuanto al primer factor de conflicto, el reconocimiento de la existencia de un conflicto 
armado y las víctimas que este genera; la mayoría de los actores identificados están de 
acuerdo con esta primera primicia de la que parte la ley.  Entre estos se destaca el Partido 
Liberal, quien fue el promotor de la ley liderada por el senador Juan Fernando Cristo60; el 
Partido Polo Democrático Alternativo y el Partido de la U61 que es el Partido de Gobierno, 
quienes manifestaron la importancia de reconocer la existencia de un conflicto armado ya 
que cambia la mirada y la manera como tradicionalmente se han enfrentado a los actores 
involucrados, lo que se convierte en el primer paso para poder resolverlo por la vía de la 
negociación y pone a las víctimas como el centro de atención por parte del Estado y sus 
políticas públicas.  
 
Por otro lado algunas organizaciones de la sociedad de civil dedicadas a realizar estudios 
académicos62, avalaban totalmente este reconocimiento ya que está empíricamente 
demostrado que el conflicto armado es la realidad de millones de Colombianos, y 
organizaciones internacionales como Naciones Unidas confirman la importancia que un 
instrumento jurídico, como la Ley de Víctimas ratifique esta realidad63.  
 
Por otro lado, las voces de oposición a este reconocimiento provinieron del ex presidente 
y actual senador, Álvaro Uribe Vélez y su Partido Centro Democrático64, ya que 
consideraba que se les daba legitimidad a las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia- Ejército del Pueblo –FARC- EP-, a los cuales consideran como grupos 
terroristas65. Esta posición de negación del conflicto armado interno y de asimilar la 
confrontación del Estado por parte de los grupos insurgentes como una amenaza terrorista 
ha sido defendida desde que Álvaro Uribe era Presidente de la República, momento en 
donde justamente se hundió, en su último debate, el primer intento por generar una ley 
para las víctimas del conflicto66. La prensa en su momento registró así la noticia: 
 “El Presidente (Uribe) agradeció al Congreso la no aprobación de este proyecto”. 
Señalo que: "De haberla aprobado se le daría un golpe muy grande a la Seguridad 







64 En las elecciones al Congreso de la República para el periodo 2014-2018, el partido político 











Democrática, porque se nivelaba a los soldados y policías de Colombia con los 
terroristas. Entonces decían: hay que reparar a la víctima del terrorista y del agente 
del Estado, sin sentencia judicial"67. (Periódico El Espectador, 20 de Junio de 2009) 
 
B. Víctimas como sujeto de derechos 
 
En lo referente al segundo factor de conflicto, el reconocimiento de las víctimas del conflicto 
armado como sujetos de derechos; las entidades del Estado como la Defensoría del 
Pueblo68, reiteraron la importancia de la participación de las víctimas en el seguimiento  y 
control social de la ley. Algunos  gobernadores (Antioquia, Cundinamarca, Bolívar, 
Santander, Cesar y Nariño) y alcaldes electos  (Bogotá, Medellín, Santa Marta, Pasto y la 
nueva alcaldesa de Quibdó) manifestaron su disposición política para implementar la ley 
suscribiendo el “Pacto por las Víctimas”. Iniciativa  que fue liderada por organizaciones de 
la sociedad civil comprometidas con los derechos de las víctimas, tales como: Codhes, 
Fundación Social, Redepaz, Corporación Nuevo Arco Iris, con el apoyo de organismos 
internacionales como la Agencia de Cooperación Española -AECID-69.  
 
Algunos Congresistas respaldaron la aprobación de la Ley de Víctimas y las implicaciones 
que esto puediera tener en términos de derechos, ya que la veían como la manera de 
iniciar el pago de una deuda histórica que ha tenido el Estado para con ellas y la 
oportunidad para que éstas exijan sus derecho a través de las herramientas que dispone 
la ley70.  Por su parte la Iglesia Católica71 y Organismos Internacionales como las Agencias 
de Naciones Unidas apoyaron y realizaron una fuerte labor de incidencia para visibilizar a 
las víctimas y se reconocieran sus derechos72. 
 
A su vez, dentro del universo de las víctimas se presentaron diversas posiciones frente a 
la ley, ya que si bien la generalidad aplaudió la existencia de una norma que reconozca a 
las víctimas y el conflicto armado, algunas organizaciones defensoras de derechos 
humanos y de víctimas73, señalaron vacíos y problemas de la ley que delimitan el 



















reconocimiento de las víctimas y el goce de sus derechos a la verdad, justicia, la reparación 
integral y las garantías de no repetición.  
“La ley de víctimas, aunque constituye la presentación y reconocimiento de 
importantes definiciones en materia de derechos de  las víctimas, presenta falencias 
que, de no corregirse, constituirán otro paso más hacia la consolidación, en 
Colombia, de un modelo inconcluso de reparación y, con ello, la reproducción de las 
causas que ocasionan el actual conflicto armado interno.”74 (Diego Alejandro 
Martínez, Secretario Ejecutivo Comité Permanente por la Defensa de los Derechos 
Humanos) 
 
C. La Restitución de Tierras 
 
Un tercer factor que ha generado conflicto, es la restitución de tierras, al respecto  los 
gremios económicos,  como la Sociedad de Agricultores de Colombia –SAC-75 , han 
manifestado la necesidad apoyar la medida pero también consideran necesario precisar 
algunos aspectos como el papel de los campesinos que retornaran al campo y la seguridad 
jurídica para los poseedores de buena fe; de manera que se fortalezca una política de 
desarrollo rural que promueva la competitividad basada en el respeto a la propiedad 
privada y al modelo de libre mercado76. 
 
Por su parte la Federación Colombiana de Ganaderos –FEDEGAN-, que en su momento 
reconoció que el gremio ganadero financió grupos paramilitares en el país77, expresó su 
desacuerdo frente a cómo se concibe el derecho a la restitución de las tierras que le han 
sido despojadas o robadas a las víctimas, ya que sostiene que pone en riesgo y puede 
afectar la legítima propiedad privada78, posición que fue apoyada por el ex presidente 
Álvaro Uribe Vélez y su partido político79. A estos actores que se oponen a la restitución 
de tierras, se suman grupos al margen de la ley, como los denominados “Ejércitos Anti-
restitución” quienes han recurrido a la amenaza, persecución y violencia contra los líderes 
campesinos para impedir la implementación de la medida80. 
 




75 Organización Internacional para las Migraciones –OIM-, Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, Agencia del Gobierno de Estados Unidos para el Desarrollo Internacional -USAID, Revista 
Semana (2010). Memorias del Seminario “La restitución de tierras: un propósito nacional” Octubre 








80  http://www.elespectador.com/noticias/politica/un-ejercito-anti-restitucion-articulo-357427 
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Por otro lado, las Naciones Unidas, a través del Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo –PNUD- respaldan y reiteran la importancia de la restitución de la tierra como 
uno de los componentes más importantes de la ley, en tanto que se constituye en un 
mecanismo para devolver la tenencia de la tierra a sus legítimos propietarios81, ya que en 
el marco del conflicto, de acuerdo con la II Encuesta Nacional de Verificación realizada por 
la Comisión de Seguimiento durante julio y agosto de 2008, se estima que el total de 
hectáreas usurpadas o forzadas a dejar en abandono es de 5.5 millones durante los últimos 
11 años (Comisión de seguimiento a la política pública sobre desplazamiento forzado. 
Garay, Jorge Luis, 2010:31) 
 
D. Alcance y Financiación de los derechos de las víctimas 
 
El cuarto factor generador de conflicto es a nivel de los medios, y tiene que ver con los 
recursos financieros que se destinan a la implementación de la política y de cómo éstos 
determinan el alcance de la garantía de los derechos de las víctimas. Este ha sido un punto 
de discusión desde que se hizo el primer intento por expedir una ley de víctimas durante 
el gobierno de Álvaro Uribe y fue justamente el argumento financiero sobre el cual se 
decidió no aprobar la ley en ese momento82.  
 
En este nuevo contexto, se identifica que entre los mismos promotores de la ley se 
presentaron perspectivas divergentes en cuanto al alcance que tendrá el restablecimiento 
de los derechos; mientras que los actores encargados del seguimiento y evaluación de la 
política, organizaciones de la sociedad civil y defensoras de derechos humanos  han 
manifestado posiciones comunes. Para los primeros por ejemplo, el  restablecimiento de 
los derechos de las víctimas, se puede subsanar con las medidas asistencialistas o demás 
políticas del Estado destinadas a garantizar los derechos económicos, sociales y 
culturales; para los segundos, en particular para la Corte Constitucional, la garantía y goce 
de los derechos de las víctimas no puede estar limitado a la disponibilidad de recursos ni 
a las políticas sociales del Estado83 y que además si pueden existir los recursos necesarios 
para realizar una reparación transformadora si se hacen adecuadas reformas fiscales que 
eliminen la gran cantidad de exenciones de impuestos que se tiene84.  
En la siguiente gráfica se presenta la distribución de opiniones de los actores frente a los 












Figura B-2 Posición de los actores frente a la Política Pública de Atención y 
Reparación Integral a las víctimas 
 
Fuente: Elaborado por Gaviria para la presente investigación 
 
Partiendo de la existencia de puntos de acuerdo y desacuerdo frente a los objetivos que 
busca la política de Atención y reparación integral a las víctimas, la gráfica de posiciones 
mostrada anteriormente se hace dinámica, ya que algunos componentes de la política 
puede acercar las posiciones de los actores y en otros, por lo contrario, hace que las 
posiciones sean distantes, evidenciándose en ocasiones la existencia de una 
incompatibilidad de valores entre estos actores que puede hacer inviable algún tipo de 
consenso.  
 
Dicha incompatibilidad de valores entre algunos actores involucrados en la política hace 
que el conflicto sea permanente y que afecte la implementación como más adelante lo 
veremos con el análisis de la implementación del componente de participación.  
 
2. Factores de ambigüedad de la política 
 
La ambigüedad en la implementación de una política se puede identificar a nivel de los 
objetivos y a nivel de los medios. Para el caso de la política pública que nos ocupa, al 
analizar la noción de ambigüedad se percibe que en un primer momento de la política 
contaba con altos niveles de ambigüedad en los medios, no en los objetivos. La 
complejidad del contexto hace difícil conocer las herramientas que se deben usar para la 
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implementación, cómo usarlas y los efectos que generan, así estuvieran formuladas 
claramente en la política, generándose niveles de incertidumbre sobre los roles y “cómo” 
actuar principalmente a nivel territorial. Esto llevaría a que la política se acercara a una 
implementación de tipo simbólica, teniendo en cuenta los altos niveles de conflicto ya 
mencionados. 
 
Sin embargo, tiendo en cuenta los bajos niveles de ambigüedad en los objetivos y que a 
medida que se generaron instructivos, directrices, protocolos y demás documentos se fue 
acotando y detallando la política85, la implementación ha ido perdiendo sus elementos de 
ambigüedad a nivel de los medios y por lo tanto desde la investigación se considera que 
es una implementación política. A continuación se señalan los aspectos en donde se 
registra ambigüedad:  
 
A. Deficiencia en las capacidades de coordinación y articulación y 
desconocimiento de herramientas para la implementación 
 
Más que un problema de claridad frente a lo que busca la ley, lo que se encuentra es que 
existen problemas metodológicos frente a cómo hacer realidad lo que la política indica, 
poniéndose en evidencia la poca capacidad a nivel territorial y sectorial para la articulación 
y coordinación interinstitucional y con actores estratégicos en el territorio y a nivel 
nacional86. Un ejemplo de lo descrito se ve a nivel de los municipios, los cuales si bien 
juegan un papel fundamental en la implementación de la ley, manifiestan no tener claridad 
frente a cómo responder por las obligaciones que la política les impone en materia de 
atención y reparación a las víctimas87; ya que ésta parte de la existencia de niveles de 
articulación y coordinación interinstitucional y sectorial que en la práctica dependen de la 
discrecionalidad de los funcionarios públicos y de las capacidades técnicas, financieras y 
                                                          
85 De acuerdo con la Corporación Nuevo Arco Iris, a un año de sancionada la Ley de Víctimas y 
Restitución  su reglamentación presenta el siguiente balance: nueve decretos reglamentarios, tres 
de ellos acogiendo la consulta previa; la capacidad de incidencia y buen funcionamiento de la 
Comisión de Seguimiento del Congreso de la República a la ley, con la participación de 
organizaciones de la sociedad civil y de víctimas; la definición de un CONPES de Víctimas; y la 
restructuración de tres entidades fundamentales para el proceso de implementación de la ley. En: 
http://www.arcoiris.com.co/2012/08/ley-de-victimas-y-restitucion-de-tierras-un-ano-de-ajustes/ 
86 La Comisión de Seguimiento y monitoreo a la Ley 1448 en su informe de Agosto de 2015, sostiene 
que: “A cuatro años de vigencia de la Ley de Víctimas la coordinación y articulación Nación-Territorio 
evidencia deficiencias estructurales que representan un obstáculo para el andamiaje del SNARIV” 
(Comisión de Seguimiento y Monitoreo al cumplimiento de la Ley 1448 de 2011, 2015:69) Es 
importante recalcar que la identificación de las capacidades de articulación y coordinación 
interinstitucional y desde el nivel nacional hacia el municipal, como elemento fundamental para el 
lograr una efectiva implementación ya había sido previamente señalada por la Corte Constitucional 
en la sentencia T-025 de 2004, Autos de seguimiento: 177 y 178 de 2005, 218 y 266 de 2006 y 052 
de 2008. (Rodríguez Garavito y Rodríguez Franco, 2010:153) 
87 Al respecto la Comisión de Seguimiento y monitoreo a la Ley 1448, que es a nivel territorial en 
donde se encuentran los “mayores obstáculos para garantizar el goce efectivo de los derechos de 
las víctimas, lo que refuerza la necesidad de poner en funcionamiento de herramientas políticas y 
técnicas que permitan destrabar los procesos de planeación y ejecución técnica y presupuestal de 
la ley” (Comisión de Seguimiento y Monitoreo al cumplimiento de la Ley 1448 de 2011, 2015:70) 
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de recurso humano de cada municipio, es lo que repercute directamente en el proceso de 
implementación de la política. 
 
Sin embargo, a nivel nacional también hay deficiencias en la capacidad técnica, 
administrativa y fiscal que llevan a que varias entidades del SNARIV hagan una precaria 
formulación de Planes de Atención Territorial, no destinen los recursos suficientes y no 
tengan claridad en cuanto a sus funciones. 
 
A esta desarticulación se suma que a cuatro años de expedida la ley y pese a las reiteradas 
recomendaciones de los entes de control, no se ha expedido el Decreto de 
Corresponsabilidad, de manera que no se cuenta con una reglamentación de guíe la 
aplicación de los principios de subsidiaridad y corresponsabilidad. 
 
B. Voluntad Política 
 
Otro de los factores que genera ambigüedad en el proceso de implementación de la Ley, 
es la falta de voluntad política de las entidades y entes territoriales, en la medida en que la 
aplicación en muchas ocasiones depende de la disposición e interés del funcionario o la 
entidad en cumplir con la ley, lo que ha generado desinformación en las víctimas y 
confusión frente a otras entidades, que si de paso no tienen claridad frente a su papel, 
bloquean el avance de la ejecución.  
 
A su vez, varios actores, entre estos la Procuraduría General de la Nación, expresan que 
la falta de voluntad política se ve reflejada en que en que a todo nivel se han dejado de 
hacer tareas fundamentales para la implementación, como la generación de alianzas a 
nivel local y la formulación de proyectos estratégicos para llevar a cabo los diferentes 
componentes de la ley88.  
 
C. Apropiación  
 
Por otro lado, una manifestación de la ambigüedad en la política, es que a pesar de la 
claridad que han ganado los contenidos de la ley y sus desarrollos, se percibe un bajo nivel 
de apropiación por parte de los funcionarios públicos sobre todo a nivel territorial, lo que 
termina incidiendo de manera importante en el proceso de implementación.  
 
 “…los esfuerzos del nivel nacional en la construcción de herramientas, lineamientos 
de política pública y de intervención no son apropiados por el territorio, además que 
pese a que se cumple con la formalidad en la formulación de los planes de acción 
territorial y a que los entes reportan la información al Sistema de Información 




Coordinación y Seguimiento Territorial (RUCICST), en el territorio no se refleja la 
implementación”89 (Comisión de Seguimiento a la Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras, presidida por la Procuraduría General de la Nación, Periódico El Tiempo, 15 
de Diciembre de 2014) 
Esta falta de apropiación, refleja lo planteado por Matland, en cuanto a los factores políticos 
que inciden en la implementación, es decir, que pueden existir los lineamientos y 
protocolos para guiar la implementación pero los factores culturales y políticos del contexto 
juegan un papel fundamental para lograr una implementación exitosa, en caso de que 
estos factores no estén a favor, la persuasión y la negociación se vuelven herramientas a 
las que se debe apelar para lograr la apropiación y voluntad política necesarias para 
impulsar la implementación.  
 
En este acápite se buscó exponer algunos de los elementos que permiten caracterizar la 
implementación de la política pública de atención y reparación integral a las víctimas como 
una  de tipo política, ya que presenta altos niveles de conflicto entre los actores respecto 
a lo que significa y los objetivos que persigue (reconocimiento del conflicto y de las víctimas 
como sujeto de derecho) y bajos niveles de ambigüedad, referidos a los medios. 
  





Anexo C: Recopilación de opiniones y 
posiciones frente a la Ley de Atención y 
Reparación Integral a las víctimas del conflicto 
armado (Ley 1448 de 2011) 
 Tabla C-1: Recopilación de opiniones sobre la Ley de Atención y 
reparación Integral a las Víctimas del Conflicto (Ley 1448 de 2011) 
Conflicto 
Tema Actor  Opinión 
Reconocimiento 
de la existencia 
de un conflicto 





quien fue el 
promotor y 
ponente de la 
Ley) 
“Como el Senador Cristo expuso, la ley de víctimas es sin dudas, uno 
de los mayores aportes legales en el progreso para la solución del 
conflicto armado interno. Afirmó que el gobierno, de esta forma, cambia 
la manera como tradicionalmente enfrentaba a los actores involucrados 
en el conflicto, ya que si la Ley de Justicia y Paz trataba de desactivar 
focos de violencia con algunas indulgencias para los victimarios, ésta es 
una ley para las víctimas, que propone herramientas más eficaces para 
la reconciliación social necesaria para alcanzar la paz”90 (En PoliTalk 
organizado por la Fundación Konrad Adenauer, 15 de junio de 2011) 
Partido de la U 
(Senador Roy 
Barreras) 
“El primero en pronunciarse en el Senado (en donde se tramita en su 
última discusión) fue el ponente y miembro del Partido de la U, senador 
Roy Barreras, quien descartó que al incluir la expresión conflicto 
armado, se le vaya a decir a la guerrilla que tiene el estatus de 
beligerancia”. “... el senador Roy Barreras anunció que se reunirá el 
martes con su bancada con el fin socializar esta modificación, al igual 
que otros 20 cambios que se propondrán para la votación final”. “En ese 
sentido señaló que por tal motivo la ponencia sólo se radicará durante la 
próxima semana, pero aclaró que sí la firmará y que en la misma se 
mantendrá la afirmación que en Colombia hay conflicto armado”91 
(Periódico El Universal, 5 de Mayo de 2011) 






Tema Actor  Opinión 
Organizaciones  










“Es claro que en Colombia existe empíricamente un conflicto armado. 
Pero además, contrario a lo dicho por el uribismo, aceptar ese hecho no 
impide criticar las terribles acciones de las guerrillas o de los ‘paras’, ni 
implica jurídicamente otorgarles estatus de beligerancia, la cual exige 
otros requisitos, que no puedo detallar en esta columna”. “Es pues un 
acto extremo de terquedad ideológica negarse a aceptar que Colombia 
sufre un doloroso conflicto armado. Por el contrario, reconocer su 
existencia parece un paso imprescindible si queremos algún día 
superarlo. Por eso es importante que tanto el Congreso, en la ley de 
víctimas, como el presidente Santos acepten que en Colombia ha 
habido conflicto armado desde hace rato”92. (Rodrigo Uprimny, Director 










Bruno Moro)    
 “El representante de la ONU en Colombia para el Desarrollo Humano, 
Bruno Moro afirmó que el reconocimiento del conflicto armado por parte 
del presidente Juan Manuel Santos resuelve una incongruencia en el 
país porque en diversos escenarios, académicos, prensa y en el ámbito 
internacional se hablaba de un conflicto armado y a partir de la 
aprobación de la ley de víctimas ya habría un instrumento jurídico que lo 
ratificaría”93 (Caracol Radio, 4 de Mayo de 2011) 
Partido Centro 
Democrático 




“El reconocimiento del conflicto es el principio del reconocimiento de 
legitimidad”, acotó. “Se está dando una señal sumamente grave, cuando 
llevamos tanto tiempo combatiéndolos, si ahora buscamos abrir la 
puerta para un reconocimiento, para que después se pida el estado de 
beligerancia”94. (Periódico El Espectador, 5 de Mayo de 2011) 
Algunos de los mensajes que el Senador envió a través de su cuenta de 
Twitter fueron:  
“Seguridad democrática: terroristas no reúnen elementos para estatus 
de beligerancia, ¿por qué les abren la puerta?”; “Quienes amenazan 
contra la vida, honra y bienes de la población civil no están en conflicto 
con el Estado. Son una amenaza criminal”; “No hay razón legal para 
vincular reparación de víctimas con reconocimiento de terroristas”95. 
(Periódico El Espectador, 5 de Mayo de 2011) 
“Pese a la presión del ex presidente Álvaro Uribe Vélez para que no se 
incluya el reconocimiento del conflicto armado en Colombia dentro del 
texto de la ley de víctimas, el Gobierno Nacional y el grupo de ponentes 










Tema Actor  Opinión 
de la misma reiteraron que no acogerán su recomendación”96 (Periódico 
El Universal, 5 de Mayo de 2011) 
Posiciones del senador Álvaro Uribe, cuando era Presidente y se dieron 
los primero intentos de generar una Ley para las víctimas:  
“Se hundió ley de víctimas por petición de Uribe Vélez 
Tras dos años de intensos debates y audiencias, la llamada ley de 
víctimas se hundió en la conciliación. La razón: el Gobierno le pidió a su 
bancada no aprobar el proyecto porque se le abriría un hueco fiscal 
irreparable al Estado” “En reunión del Presidente con algunos ponentes 
del proyecto de ley de víctimas, han pedido que no se apruebe el acta 
de conciliación porque un costo superior a los $80 billones crearía un 
trauma irreparable a las finanzas del Estado, se indicó en el comunicado 
leído por el secretario de Prensa de Presidencia, César Mauricio 
Velásquez”97. (Periódico Vanguardia Liberal) 
Reconocimiento 
de las víctimas 







monitoreo de la 
implementación 






 “La Ley 1448 refleja un compromiso real del gobierno y del Estado de 
reparar a las víctimas”. “Que sean las víctimas el sujeto de la ley. Y que 
se piense hoy, a diferencia del Decreto 1290, que la reparación debe 
ser integral y que la plata no es para lo que las víctimas necesitan sino 
para que se haga memoria de su ser querido, se recuperen los restos 
de sus familiares, y se restituyan la vivienda y el empleo.  Es muy 
importante que uno de los pilares sea la participación de las víctimas. 
Lamento que el proceso haya sido difícil, complejo y tardío. Pero que las 
víctimas estén generando un control social, revisión de cuentas, 
recomendaciones y que sean consultadas en los espacios decisorios, 
me parece fundamental”98 (Patricia Luna, defensora delegada para las 





“Restablecer los derechos de las victimas exige una acción coordinada 
del Estado en su conjunto. Por esta razón, una alianza de 
organizaciones conformada por Codhes, Fundación Social, Redepaz, 
Corporación Nuevo Arco Iris, con el apoyo de la Agencia de 
Cooperación Española -AECID-, promovimos durante la campaña 
electoral la suscripción del Pacto por las Víctimas por parte de 
candidatas y candidatos a alcaldías y gobernaciones. 
Como consecuencia, los gobernadores electos de Antioquia, 
Cundinamarca, Bolívar, Santander, Cesar y Nariño suscribieron el 
pacto. Igual lo hicieron varios alcaldes electos, incluyendo los de 
Bogotá, Medellín, Santa Marta, Pasto y la nueva alcaldesa de Quibdó.  
La firma del pacto es el reflejo de disposición política de los nuevos 
mandatarios en la implementación de la ley. Pero la adopción de 
medidas en favor de las víctimas por estas autoridades locales es una 
Organizaciones 






















obligación constitucional y legal, que vincula a todos los mandatarios 
electos. Así lo ha reiterado la Corte Constitucional en el proceso de 
seguimiento a la sentencia T-025 sobre personas desplazadas, y 
también lo definió la ley de víctimas y restitución de tierras”99. 




quien fue el 
promotor y 
ponente de la 
Ley) 
“Como lo dijo una víctima del conflicto, puede ser que la 
institucionalidad nos demore la reparación, pero a mí la Ley de Víctimas 
me cambió la vida; siento que ahora sí existo”100 (Juan Fernando Cristo, 
Periódico El Tiempo, 8 de Abril de 2015)  
Partido Liberal 
(Representante 
a la Cámara 
Guillermo 
Rivera) 
“Hoy las víctimas, gracias a la ley, tienen una carta de derecho sobre la 
cual pueden exigir y eso es muy importante”. “Las víctimas hoy ocupan 
un lugar en la agenda pública nacional”. “El primero y más importante 
de los desafíos de la ley es  garantizarles la vida a las víctimas”101. 






“La Ley de Víctimas hizo realidad derechos que antes no eran explícitos 
y vías las para hacerlos realidad”102 (Iván Cepeda, Congresista, revista 
Semana) 
Organizaciones 





“Y la Iglesia también inclina su cabeza ante quien está llevando 
adelante tanto por estas víctimas y especialmente en el agro 
colombiano que es la despensa de Colombia para todos nosotros. Dios 
lo bendiga y lo ayude en esta tarea que le ha encomendado, indicó 
monseñor Juan Vicente Córdoba, Secretario de la Conferencia 
Episcopal Colombiana”103 (7 de Abril de 2011) 
“Con la firma de la carta, La Iglesia Católica se puso a servicio del 
Gobierno para que las víctimas, que están en los lugares más apartados 
del país, conozcan los alcances de la norma, sepan cuáles son sus 
derechos y cómo pueden reclamarlos.”104 (El Universal, 25 de 
Septiembre de 2012) 
























Bruno Moro)    
“El pleno reconocimiento de los derechos de las víctimas es un histórico 
paso hacia la construcción de la paz. La centralidad de las víctimas y el 
pleno reconocimiento de sus derechos son para los colombianos una 
prioridad absoluta. Un significado profundo para el país es haber puesto 
en el centro del debate político nacional el tema de la centralidad de las 
víctimas y de sus derechos, como se hizo con la sanción presidencial, el 
10 de junio de 2011, de la ley de víctimas. Las Naciones Unidas 
celebran este compromiso político promovido por el Gobierno 
colombiano”105 (Bruno Moro, Representante Residente del PNUD, 
Agosto-Septiembre de 2011) 
Organizaciones 
de Víctimas 
“Aunque esta ley se presenta como respetuosa y adecuada a principios 
internacionales de atención a las víctimas, su implementación y muchos 
de sus apartados esconden acciones que lesionan los derechos de las 
víctimas, sus familias y organizaciones: Escasos y precarios espacios 
para la participación de las víctimas, la exclusión de las víctimas, las 
medidas regresivas de la ley, la precaria reparación que propone la ley, 
una ley sin garantías de seguridad”106(Comunicado MOVICE, 





“La ley de víctimas, aunque constituye la presentación y reconocimiento 
de importantes definiciones en materia de derechos de  las víctimas, 
presenta falencias que, de no corregirse, constituirán otro paso más 
hacia la consolidación, en Colombia, de un modelo inconcluso de 
reparación y, con ello, la reproducción de las causas que ocasionan el 
actual conflicto armado interno.”107 (Diego Alejandro Martínez, 










“Es importante respaldar la iniciativa de restitución de tierras como un 
instrumento para el restablecimiento de los derechos de las víctimas de 
la violencia, pero esta medida debe ir acompañada por un plan de 
retorno, por la seguridad jurídica de los titulares y poseedores de buena 
fe y, lo más importante, por política de desarrollo rural que promueva la 
competitividad del campo a través de la transferencia de tecnología, la 
asociatividad y la asistencia técnica, entre otros mecanismos”108.( Rafael 
Mejía, Presidente de la SAC, Revista Semana, Octubre 20 de 2010) 







108 Organización Internacional para las Migraciones –OIM-, Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, Agencia del Gobierno de Estados Unidos para el Desarrollo Internacional -USAID, Revista 
Semana (2010). Memorias del Seminario “La restitución de tierras: un propósito nacional” Octubre 












“El gremio tiene la valentía de asumir la responsabilidad de que en el 
pasado financió el movimiento paramilitar del país”.109 (José Félix 
Lafaurie, declaraciones a RCN el 19 de noviembre de 2006) 
“De acuerdo con Jaime Eduardo Clavijo Picón, director ejecutivo de 
Fedegasán110, se trata de dar a conocer e informar a los “productores 
agropecuarios y demás interesados sobre los beneficios de la Ley de 
Víctimas y Restitución de Tierras, pero también sobre los serios riesgos 
de que esta Ley sea aprovechada para afectar la legítima propiedad 
privada en el país”.111(Periódico Vanguardia Liberal, 8 de Septiembre de 
2012) 
“SEMANA: Pero los ganaderos han planteado duras críticas sobre 
la ley. 
José Félix Lafaurie (Presidente de Fedegán): Más bien tenemos 
observaciones e inquietudes. Primero, el tema de la tierra se ha venido 
tratando como el único eje del conflicto y hay que avanzar. El Estado 
debe restituir la tierra a quien injustamente ha sido despojado de ella, 
pero no puede suceder que la tierra se constituya en una bandera 
política, como en los años 60. La tierra es un activo productivo y como 
tal debe ser tratada para que se constituya en generadora de bienestar 
y prosperidad. El mundo cambió y hoy los temas agroalimentarios, 
ambientales y de generación de biocombustibles están en la agenda 
internacional. Un país tropical como Colombia tiene la palabra”112 
(Revista Semana, 11 de Diciembre de 2010) 
Partido Centro 
Democrático 




“Congresistas que impulsaron la ley de víctimas rechazaron las 
afirmaciones del expresidente Álvaro Uribe, en la que dice que con la 
nueva legislación, y el proselitismo político que la acompaña, están 
creando el riesgo de generar nuevos odios contra los empresarios del 
campo, que ya se venían superando, y que como en los años 60 
hicieron tanto daño"113. (Caracol Radio, 11 de Febrero de 2011) 
Grupos al 
margen de la ley 
(Ejércitos Anti 
restitución) 
  “La existencia de un supuesto panfleto proveniente del llamado 
“ejército anti-restitución” en cual aparecen nombres y fotos de 13 
defensores de Derechos Humanos, que son declarados objetivos 
militares, tomó por sorpresa a las autoridades que dirigen el proceso de 
restitución en el país. 
En el panfleto, que llegó a manos de los amenazados, estarían 
mencionados el congresista Iván Cepeda, la exalcaldesa de Apartadó, 
Antioquia, Gloria Cuartas; la exsenadora Piedad Córdoba y el abogado 
                                                          
109 http://lasillavacia.com/historia/las-cinco-deudas-de-fedegan-32139 
110 FEDEGASÁN,  es la Federación de Ganaderos de Santander que hace parte de FEDEGAN, la 








Tema Actor  Opinión 
barranquillero José Humberto Torres. “Son 13 guerrilleros camuflados 
en los papeles de defensores de los Derechos Humanos”, señala la 
supuesta amenaza y les advierten que ya conocen sus esquemas de 
seguridad y les notifican que han dado instrucciones para “darlos de 
baja” porque no permitirán que les arrebaten la tierra a los ciudadanos 
de bien. 
La semana pasada, la Defensoría del Pueblo dio a conocer un informe 
de riesgo, según el cual las amenazas por un ejército anti-restitución 
obedece a la aparición de nuevas estructuras armadas surgidas 
después de la desmovilización del Bloque Héroes de los Montes de 
María de las antiguas Autodefensas Unidas de Colombia. De acuerdo 
con la Defensoría, la población rural que se encuentra dentro de 
procesos de reclamación de tierras y quienes están defendiendo su 
territorio respecto a las presiones para que abandonen la tierra son los 
que se encuentran en mayor peligro”114.  (Periódico, El Espectador, 









Bruno Moro)    
“El Estado colombiano tiene una oportunidad que puede aprovechar 
para responderles a tantas víctimas que se han visto afectadas por el 
abandono, el despojo o la usurpación de sus tierras y bienes y que 
siguen denunciando irregularidades y amenazas con frases como “Me 
vende o le compro a la viuda”115 (Bruno Moro, Representante Residente 
















“La pelea para aprobar la Ley de Víctimas fue titánica. Y tal vez el punto 
que provocó más polémica fue el costo que implicaba para el Estado. 
Desde el gobierno anterior, el entonces presidente Álvaro Uribe insistía 
en que no se podía aprobar como estaba planteada, porque costaba 
entre “82 y 85 billones de pesos”.116 (Revista Semana) 
Partido de la U 
“El propio gobierno todavía no sabe cuánto va a costar. El único dato 
que hoy se maneja es de 54,9 billones de pesos para los diez años. 
Pero es tan solo una cifra preliminar a la que llegaron los expertos de 
Planeación en un documento Conpes del año pasado, que se irá 
ajustando en la medida en que aparezcan más víctimas. Ese monto, 
además, ha sido cuestionado por la Comisión de Seguimiento a la ley, 
porque un buen porcentaje corresponde a dineros que, con víctimas o 




“La reparación no solo debe restituir lo que perdió, debe además 
garantizarle el  acceso a unos derechos básicos que ni siquiera antes 
de la violación de los derechos humanos tenían esos ciudadanos que 







Tema Actor  Opinión 
a la Cámara, 
Rodrigo Rivera) 






monitoreo de la 
implementación 
de la política 
(Corte 
Constitucional) 
“Ante el aumento del número de desplazados en el país, la Corte 
Constitucional ha realizado innumerables pronunciamientos. A pesar de 
las alarmas, el Gobierno no toma cartas en el asunto. Por esa razón y 
mediante un auto, este miércoles el alto tribunal le llamó la atención a la 
Nación.  
El tema es tan grave, que la Corte Constitucional le envió otro mensaje 
de urgencia al Gobierno en el que le recuerda que “el Estado tiene la 
obligación constitucional y legal de reservar el presupuesto necesario 
para proveer oportunamente la Ayuda Humanitaria de Emergencia”. 
También le aclara que la ausencia de recursos no se puede convertir en 
una excusa para someter a la población desplazada a una espera 
desproporcionada de la asistencia. 
La reacción del alto tribunal surge a raíz de la respuesta del Gobierno 
en la que señala que, por la falta de presupuesto, se ha demorado la 
entrega de ayudas en distintas zonas del territorio nacional”119. (Revista 
Semana, 18 de Junio de 2013) 
Organizaciones 
de la sociedad 
civil (Comisión 
de Seguimiento 




“Aún con regla fiscal, hay posibilidades de abrir espacios fiscales, 
aunque no para los 65 billones que costaría la reparación integral. El 
mismo Fedesarrollo calcula que las gabelas más exhorbitantes del 
anterior gobierno -que podrían desmontarse de un plumazo- ahorrarían 
el 0,7 por ciento del PIB. Yo soy más radical: hay otro conjunto de 
exenciones a cierto tipo de empresas más tradicionales, que podrían 
ascender a entre el 0,5 y el 1,5 del PIB al año. Es demasiado dinero a 
favor de poca gente. 
Es un tema clave y muy grave. La regla fiscal no tiene un sustento en la 
teoría económica, excepto en la más tradicional. En el mundo de hoy, 
con una crisis financiera estructural, atarse fiscalmente a seguir una 
regla fiscal puede imponer unos costos sociales inmensos. A veces es 
necesario tener un déficit para generar más empleo y más ingresos. 
Sobre esto va a haber una discusión a muerte”120. (Luis Jorge Garay, 
director de la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre 
Desplazamiento Forzado, 8 de Enero de 2011) 
 
Ambigüedad  




“Buena parte de la institucionalidad que se ha creado no tiene con qué 
hacer sus políticas o desarrollar sus políticas”121. (Iván Cepeda, 
Congresista. Revista Semana) 





















monitoreo de la 
implementación 
de la política 
(Comisión de 
Seguimiento y 
Monitoreo a la 
Ley 1448 de 
2011 
“En el informe que realiza anualmente la Comisión de Seguimiento y 
Monitoreo a la Ley 1448 de 2011 de Víctimas y Restitución de Tierras 
(CSML) señala que "persisten los problemas de coordinación Nación-
territorio en la mayoría de los municipios y departamentos del país, 
especialmente frente a los requerimientos de las víctimas ya que no 
siempre está garantizado el acceso a la información; las 
administraciones locales no entregan la información solicitada por las 
víctimas; no hay acompañamiento de los entes territoriales y los 
Comités de Justicia Transicional sesionan sin convocar al delegado de 





quien fue el 
promotor y 
ponente de la 
Ley) 
“Aunque los comités de Justicia transicional y los planes de acción que 
ordena la ley se han conformado en casi todos los municipios, uno de 
los retos es que funcionen realmente y tengan financiación adecuada”123 
(Revista Semana) 
 “La territorialización de la política supone el compromiso con la 
creación de iniciativas de coordinación y el desarrollo de programas de 
manera cogestionada entre entidades del orden nacional y las entidades 
territoriales. Un programa de territorialización de la política de modo 
necesario requiere un desarrollo paulatino, un tratamiento diferenciado 
para los municipios y el uso de diversos mecanismos jurídicos para la 
gestión interinstitucional de los recursos y programas. 
La territorialización de la política de víctimas constituye una apuesta del 
Gobierno. La gestión conjunta de la política pública para las víctimas 
con las entidades territoriales dará respuestas más adecuadas, más 
rápidas y más próximas a las víctimas. La excesiva centralización no se 
adecúa a las características particulares de las víctimas, que las 
autoridades locales conocen mejor”124. (Juan Fernando Cristo, Ministro 





quien fue el 
promotor y 
ponente de la 
Ley) 
“Hay ministerios que no paran bolas”, dice el senador Juan Fernando 
Cristo, autor de la ley y quien preside la comisión del Congreso que ha 
hecho 25 reuniones de seguimiento a la ley, con las víctimas. En los 
planes de rehabilitación psicoterapéuticos, por ejemplo, el gobierno está 
quedado y hay falencias en otras áreas, coinciden muchos. Faltan 
indicadores de desempeño y ‘semáforos’ para verificar el ritmo al que 






monitoreo de la 
implementación 
de la política 
(Comisión de 
“La Comisión de Seguimiento a la Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras, presidida por la Procuraduría General de la Nación, presentó 
ante la Corte Constitucional las principales conclusiones de su primer 
informe de seguimiento a esta norma. Para, el Ministerio Público 
también la falta de voluntad política de los entes territoriales es el 
principal obstáculo para la implementación de la Ley 1448 del 2011, que 
no se cuenta con caracterizaciones afinadas por municipio que permitan 
la materialización de alianzas y proyectos estratégicos para la atención, 









Monitoreo a la 
Ley 1448 de 
2011 
asistencia y reparación integral de las víctimas”126. (Periódico El Tiempo, 
15 de Diciembre de 2014) 
 
Organizaciones 
de Víctimas  
“…es importante que el Estado escuche a las víctimas y se apoye en 
ellas para hacer cumplir la Ley, pues en casos como la restitución de 
tierras ‘ellas (las víctimas) saben dónde está cada hectárea de tierra 
despojada y conocen cada lindero”. “Falta mayor articulación entre las 
decisiones del Presidente, que sabe muy bien para donde va, y los 
funcionarios de las regiones, que no se pellizcan y que tan sólo son 
técnicos y tecnócratas, afirmó la directora de Tierra y Vida”127. (Carmen 






monitoreo de la 
implementación 
de la política 
(Comisión de 
Seguimiento y 
Monitoreo a la 
Ley 1448 de 
2011 
“…los esfuerzos del nivel nacional en la construcción de herramientas, 
lineamientos de política pública y de intervención no son apropiados por 
el territorio, además que pese a que se cumple con la formalidad en la 
formulación de los planes de acción territorial y a que los entes reportan 
la información al Sistema de Información Coordinación y Seguimiento 
Territorial (RUCICST), en el territorio no se refleja la implementación”128 
(Comisión de Seguimiento a la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, 
presidida por la Procuraduría General de la Nación, Periódico El 
Tiempo, 15 de Diciembre de 2014) 
Organizaciones 
de la Sociedad 
Civil 
“El nivel de apropiación de las autoridades locales es mínimo frente a la 
Ley, y su ritmo de implementación muy lento”129. (Antonio López, 
Corporación Nuevo Arco Iris) 
Fuente: Elaborado por Gaviria para la presente investigación 
  









Anexo D: Clasificación de fuentes primarias 
Tabla D-1 Clasificación de fuentes primarias  
No Código Pseudónimo Actor 
Fecha de la 
Entrevista 
Lugar de la 
entrevista 
1 F01 Sandra 
Asistente de la Comisión de 
Seguimiento a la Política 
Pública sobre 
Desplazamiento Forzado, 
Ex -Funcionaria de la 
UARIV, Ex funcionaria de 
Viva la ciudadanía. 
Agosto 21 de 
2015 
Restaurante 
2 F02 Bibiana 
Funcionaria de la 
Subdirección de 
Participación de la Unidad 
para la Atención y 
Reparación Integral de las 
Víctimas –UARIV- 
Marzo 3 de 
2015 
Sede de la 
entidad 
3 F03 Carlos 
Funcionario de la 
Subdirección de 
Participación de la Unidad 
para la Atención y 
Reparación Integral de las 
Víctimas –UARIV- 
Febrero 20 de 
2015 
Sede de la 
entidad 
4 F04 
Andrés Funcionario de la 
Subdirección de 
Participación de la Unidad 
para la Atención y 
Reparación Integral de las 
Víctimas –UARIV- 
Febrero 20 de 
2015 
Sede de la 
entidad 
5 F05 
Mario  Funcionario de la 
Defensoría del Pueblo 





Liliana Funcionaria del Centro 
Nacional de Memoria 
Histórica –CNMH- 
Julio 9 de 2015 Restaurante 
7 ODV1 
Cecilia 
Organización Defensora de 
Víctimas (ODV)  







Martha Organización defensora de 
víctimas (ODV)  





Luis  Vocero organización de 
víctimas  





Olga Vocera organización de 
víctimas 





Alfredo Vocero organización de 
víctimas 





Camilo  Integrantes de la Mesa 
Nacional de Participación 





Juan Ex integrante de la Mesa 
Nacional de Participación 
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